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“Mi mayor deseo y preocupación es que Puerto Rico viva un mejor
mañana”. Es esta inquietud la que motiva la idea de preparar un
documento que presente datos históricos sobre la evolución de la
vivienda de interés social en Puerto Rico. Una mirada en retrospección
nos permite evaluar las acciones concretas de aquellos que nos han
precedido en su deseo por erradicar
los males sociales y económicos,
entre ellos, la imperiosa necesidad
de vivienda adecuada para todos los
puertorriqueños. Esto nos lleva a la
ineludible tarea de realizar una
profunda evaluación de la política
pública del pasado y del presente
para identificar aquellos aspectos
deficientes de la misma y finalmente
delinear una nueva y acertada
política pública.

No cabe duda que el análisis que
inspira y define la política pública
hacia la vivienda de interés social es
uno complejo que emerge de la
intrincada relación de los problemas
sociales y económicos. Atender y solucionar problemas tales como la
pobreza y las desigualdades sociales y económicas, requieren de gran
paciencia y empeño, pero a la vez, de una planificación integral y un
serio compromiso para enfrentar los retos que emanan de los mismos.
Más importante aún, la definición e implantación de la política pública
debe ser una eficaz, eficiente y efectiva. 

Hoy en día enfrentamos grandes retos
que son el resultado de una sociedad
dinámica y un entorno económico cada
vez más globalizado. Frente a esta
realidad, es responsabilidad de cualquier
planificador social estar atento a los

constantes y drásticos cambios sociales, económicos, culturales,
tecnológicos y políticos que emergen dentro de una sociedad que
requiere de ajustes periódicos en su política social y económica dentro
de un contexto totalmente democrático. 

La agenda de trabajo para la solución de los grandes problemas que
nos han venido aquejando requiere de una acción concertada de todas
las fuerzas vivas del país. En este esfuerzo deben coincidir el gobierno,
el sector privado, las organizaciones no gubernamentales, las
comunidades, así como las organizaciones y entidades asociadas de la
comunidad internacional. La visión de una sociedad contemporánea
nos debe llevar a surcar los caminos de un futuro que pueda retar la
imaginación humana, y por lo tanto, la política pública sobre la vivienda
de interés social. 

Espero que el presente documento brinde una base histórica que
permita mirar de manera prospectiva las necesidades de vivienda de
interés social y que ayude en la implantación de medidas y programas
de acción social pertinentes para enfrentar de manera sabia e
integradora los retos del mañana.

Ileana Echegoyen
Secretaria
Departamento de la Vivienda

Mi mayor
deseo y

preocupación
es que

Puerto Rico
viva un mejor

mañana 



Capítulo 1
Introducción

“
”

Lo importante para el Estado

no es hacer cosas que ya han

hecho los individuos y hacerlas

algo mejor o algo peor sino

hacer cosas que actualmente

no se hacen.

John Maynard Keynes
The End of Laissez Faire, 1926
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Cåpitulo 1 •  Introducción

[A] LA VIVIENDA Y EL DESARROLLO SOCIO-ECONÓMICO

Existe una fuerte vinculación entre la vivienda, la familia y el
desarrollo económico de un país. Desde épocas ancestrales la vivienda
ha sido y continua siendo, el símbolo de la unión familiar, además de
representar la cohesión socio-cultural entre la familia y el proceso de
producción. En todos los sistemas económicos, políticos y culturales, la
vivienda representa esa integración socio- cultural que ha dado vivencia
a la razón de ser de toda organización geopolítica y social. 

La construcción per se de la vivienda ha observado cambios en su
proceso pues, en periodos ancestrales los mismos miembros de la
familia eran quienes construían sus propias viviendas, para las cuales, en
muchos de los casos, se utilizaban materiales de construcción
elaborados por el grupo familiar. Con el devenir de los años, el proceso
de construir una vivienda segura y adecuada se ha tornando más

complejo, requiriéndose de equipos, recursos humanos, materiales y
relaciones institucionales tan disímiles que hace virtualmente imposible
repetir la asignación de los recursos de épocas anteriores para la
construcción de una vivienda. 

El surgimiento de la Revolución Industrial a mediados del Siglo
XVIII, que dio paso a la producción en masa y a la formación de una
sociedad basada en la determinación de las fuerzas del mercado, insertó
la adquisición de una vivienda adecuada dentro de una estructura social
de mercado. La visión de una sociedad industrializada trajo como
consecuencia la división del trabajo (especialización) cuyo resultado
fueron los aumentos continuos en los niveles de productividad y por
ende en el desarrollo socio-económico de la mayoría de las sociedades
industrializadas. 

Sin tratar de incorporar una explicación teórica profunda de la
formación y funcionamiento de la estructura del mercado de una
sociedad industrial, los mayores niveles de productividad no resolvieron
los grandes problemas habitacionales que confrontaban la mayoría de
los países industrializados, ni tampoco de los países en desarrollo que
intentaron adaptar este paradigma. En los primeros, no se logró
solucionar la escasez aguda de vivienda adecuada para muchas familias
a pesar de poseer, en muchos casos, la capacidad de ingresos y la
disponibilidad del crédito. En los segundos, los problemas
prevalecientes del sub-desarrollo, generaban una recurrente masa de
población bajo condiciones de pobreza y de incapacidad de generación
de ingresos suficientes, lo cual creaba un déficit de vivienda. Ha sido el
Estado, el que en la mayoría de los casos, tanto para países
desarrollados como en vía de desarrollo, el que ha tomado la iniciativa
a través de su política pública de intervenir en los desequilibrios
habitacionales de las sociedades modernas. 

[B] JUSTIFICACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DE VIVIENDA

En términos generales, la intervención del estado en la provisión de

Un bohio típico, circa 1903. Detroit Publishing Co. Library of Congress.
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vivienda de interés social surge de la necesidad de vivienda de interés
social pero dentro de un contexto de desarrollo socio-económico
diferente. En el caso de Puerto Rico, el comienzo de la era de
industrialización en 1948 con el programa Operación Manos a la Obra,
fue, al igual, el inicio de un fuerte impulso al desarrollo de la vivienda
para resarcir la falta y deterioro acelerado del inventario de vivienda
existente para esta época. La necesidad de una vivienda adecuada está,
al igual, relacionada con los problemas asociados a la salud pública, la
desigualdad y la marginalización social.

La constante preocupación del Estado por resolver el problema
habitacional surge en gran medida de los efectos de la Gran Depresión
del 1930 en Estados Unidos, que al igual, tuvo sus repercusiones en
Puerto Rico. A pesar de que en Puerto Rico antes de la Gran Depresión
ya se habían realizado esfuerzos por aliviar los problemas de vivienda,
como por ejemplo, los caseríos semi-rurales y el proyecto de vivienda
cooperativo conocido como El Falansterio, los mismos no se 

consideraron dentro de un marco filosófico-institucional y sistemático.
No es hasta el 1937 con la aprobación de legislación del Congreso
norteamericano que tanto en Estados Unidos como en Puerto Rico, se
pretendió la erradicación de las condiciones de insalubridad e
inseguridad de las áreas marginales en la que habitaba una alta
proporción de la población.

Sin lugar a dudas, la intervención del Estado en la provisión de la
vivienda de interés social en Puerto Rico, se enmarca en los problemas
sociales asociados a la pobreza y desigualdad que no fueron
necesariamente solucionados mediante el modelo de industrialización y
consigo, niveles superiores de productividad económica. La
industrialización y la organización social basada en una sociedad de
mercado, no lograron suplir ni satisfacer las necesidades de vivienda
para las familias menos privilegiadas. 

[C] APORTACIÓN INSTITUCIONAL DEL ESTUDIO

El propósito de esta iniciativa del Departamento de la Vivienda es
proveer un documento que refleje el esfuerzo de todos aquellos
funcionarios que han pasado por el servicio público desde sus
respectivas posiciones y funciones, y que de alguna u otra manera, han
aportado a la evolución histórica de la vivienda de interés social en
Puerto Rico. Además de considerarse un reconocimiento a estas
iniciativas y esfuerzos, resulta en un documento histórico que hace
acopio en forma descriptiva de los programas, proyectos, dificultades y
logros alcanzados en los últimas siete décadas. 

En este documento incorporamos en un marco de referencia los
programas e iniciativas sobre la vivienda de interés social en Puerto
Rico en cuatro etapas:
Primera etapa Inicios del programa de vivienda pública; 1937 al

1957,
Segunda etapa Renovación urbana y reestructuración institucional;

1957 al 1991. Una primera fase 1957 al 1972, y unaSan Juan. Vista del patio interior de El Falansterio en Puerta de Tierra.
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segunda, 1973 al 1991,
Tercera etapa Re-enfoque financiero-institucional: 1991 al 2000, 
Cuarta etapa Fomento para la adquisición de la vivienda propia:

2001 al 2004.
La agenda de este documento está predicada en un trabajo que

integra varios capítulos organizados de la siguiente manera: en el
Capítulo II se presenta la evolución histórica, filosófica e institucional y
las iniciativas programáticas sobre la vivienda de interés social en
Puerto Rico. En el Capítulo III se examinan las proyecciones y tenden-
cias de la necesidad de vivienda para el 2025, dentro de un enfoque que
intenta explorar los factores determinantes de las tendencias socio-
económicas, demográficas y ambientales del entorno de la sociedad
puertorriqueña, que son base, a su vez, para inferir el esbozo de una
política pública sobre el desarrollo de vivienda de interés social. 

Además, como una aportación del Departamento de la Vivienda
para aquellos sectores e instituciones, que conjuntamente con esta
agencia gubernamental, son actores pro activos del desarrollo
económico de Puerto Rico, y en particular para aquellos del sector de
la construcción y de la banca, incluimos en un apéndice técnico que

sirva de base para la reflexión, fuente de información, conocimiento y
prognosis del comportamiento de la vivienda en Puerto Rico. Estos
apéndices se han organizado de la siguiente manera: Apéndice A, Los
Determinantes de la Demanda y la Oferta de la Vivienda de Interés
Social en Puerto Rico; Apéndice B, El Impacto Económico del Sector
de la Construcción de la Vivienda Pública en Puerto Rico; y el
Apéndice C, El Financiamiento de la Vivienda en Puerto Rico. En el
Apéndice A, se analizan los factores determinantes del mercado y las
condiciones deficitarias del acervo de vivienda en Puerto Rico. En el
Apéndice B, se estima el impacto económico que ha ejercido la política
pública del gobierno del Estado Libre Asociado en la economía de
Puerto Rico, y por último, en el Apéndice C se examina el aspecto
financiero del desarrollo y mejoramiento del acervo de vivienda en
Puerto Rico con el apoyo de las instituciones financieras locales y
federales.

Finalmente y en el ánimo de conocer la realidad de otros países, nos
dimos a la tarea de recopilar ponencias de distinguidas personalidades
de Argentina, España, Colombia y El Caribe, por lo que hemos añadido
una sección donde presentamos un resumen de dichas ponencias.
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Capítulo 2
La Evolución Histórica de la Vivienda de
Interés Social

“

”

Development requires the

removal of major sources of

unfreedom; poverty as well as

tyranny, poor economic

opportunities as well as

systematic social deprivation,

neglect of public facilities as

well as intolerance or over

activity or repressive states

Amartya Sen
Premio Nobel de Economía 1998
Development as Freedom
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[A] INTRODUCCIÓN

Los efectos de la Gran Depresión de 1930, entre otras cosas,
permitieron descubrir que la economía de mercado y la actitud laissez
faire no eran el sine quanon para llegar a una asignación óptima de la
utilización de los recursos económicos de una sociedad capitalista. Esto
trajo como consecuencia que los economistas de la época reconocieran
la existencia de fallas en el mercado que no llevaban al óptimo social,
generándose recomendaciones para que el Estado interviniera más
activamente en la actividad económica. El intelecto del economista
inglés John M. Keynes emergió para esta época generándose una
revolución en el pensamiento filosófico y en el marco institucional de
la política pública sobre la participación del Estado en la toma de
decisiones sociales dentro de un sistema de mercado. 

Esta revolución del pensamiento económico marcó una nueva
coyuntura histórica al reconocer que en las políticas del Nuevo Trato

del Presidente Franklin D. Roosevelt, la vivienda podría convertirse en
un antídoto para curar los males de pobreza y la desigualdad creados
por los efectos de la Gran Depresión. No empece a que el papel que
jugaba el Estado en la formación de la vivienda había comenzado
tímidamente en los años 1920, eran los gobiernos estatales quienes más
se ocupaban en la solución de estos problemas. Como consecuencia de
lo anterior, el aparato burocrático y gubernamental de Estados Unidos
y por antonomasia en Puerto Rico, conceptualizó de manera diferente
los problemas socio-económicos tales como pobreza, desempleo,
viviendas inapropiadas, marginalismo, entre otros. 

[B] LAS ETAPAS DE LOS PROGRAMAS DE VIVIENDA DE 
INTERÉS SOCIAL 

Dentro de la nueva visión filosófica del Estado, introducimos un
marco de referencia basado en cuatro etapas de los programas sobre la
vivienda de interés social en Puerto Rico. Así pues para propósitos de
este trabajo enmarcamos la evolución histórica en las siguientes cuatro
etapas:
Primera etapa Inicios del programa de vivienda pública; 1937 al

1957,
Segunda etapa Renovación urbana y reestructuración institucional;

1957 al 1991. Una primera fase 1957 al 1972, y una
segunda, 1973 al 1991.

Tercera etapa Re-enfoque financiero-institucional: 1991 al 2000, 
Cuarta etapa Fomento para la adquisición de la vivienda propia:

2001 al 2004.

1. Primera etapa: Los inicios del programa de vivienda pública;
1937 al 1957
Enmarcamos el comienzo de los programas de vivienda pública en

el 1937 tanto en Estados Unidos como Puerto Rico, con la Ley Federal
“The United States Housing Act of 1937” (Ley Pública #412, Congreso

Manatí. Mujer y niños en bohio. 1941, Jack Delano. Library of Congress.



75), la cual tenía como propósito general la erradicación de las
condiciones de insalubridad e inseguridad de las áreas marginales
(slums) en la que habitaba una alta proporción de la población. La idea
central era proveer los fondos necesarios para el financiamiento de la
vivienda de familias pobres y estimular la actividad económica y reducir
el desempleo en el marco de una política keynesiana frente a la
Depresión de los años treinta. 

Como corolario de esta política federal, la legislatura de Puerto Rico
aprobó en 1938 la Ley de Hogares (Ley #126) que autorizó un
programa de vivienda pública con fondos federales y locales para
proveer a las familias de escasos recursos con una vivienda segura e
higiénica en un ambiente propicio de desarrollo. Bajo este programa se
construyeron los primeros proyectos de vivienda pública que fueron
recibidos con gran beneplácito por parte de las familias, ya que dejaban
atrás la miseria y el hacinamiento entre otros males sociales. 
Entre éstos se pueden mencionar los residenciales cuya primera
ocupación ocurrió en el 1941:

Tabla II.1
Primeros residenciales ocupados en Puerto Rico

Nombre del residencial Municipio Número de edificios
Luis Llorens Torres Carolina 30
Caribe Ponce 30
Portugués Ponce 17
Las Casas San Juan 34
San Agustín San Juan 4

Sin embargo, anterior a la aprobación de las leyes mencionadas,
surge el caso de Puerto Rico con programas noveles de relocalización
in situ. El primer residencial construido en el área metropolitana de San
Juan fue el proyecto “Falansterio” por Puerto Rico Reconstruction
Administration (PRRA) en el 1936, pero inaugurado en 5 de noviembre
de 1937 a un costo de $668,700 en 110,708 metros cuadrados y 216
apartamentos. El propósito de su construcción fue trasladar familias de
los arrabales del sector Miranda en Puerta de Tierra y la Perla en San
Juan. Posteriormente y conforme a la Ley #201, sus habitantes se
integraron en una cooperativa que le permitió el financiamiento de sus
viviendas.

En términos generales, a fines de los años 1930, tres cuartas partes
de la población de Puerto Rico —270,000 familias— habitaba en casas
malamente construidas, insalubres y con necesidades de reparación. El
Censo de 1940 informaba un total de 363,000 viviendas en donde un
83% de las viviendas ocupadas por sus dueños tenían un valor menor a
$400 y de aquellas alquiladas, el 81% pagaba una renta mensual menor
a $10 por mes1. La construcción de las mismas era de madera, zinc y 
el techo de hojas de palma y ubicaban en lugares que carecían, en su
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1Ver Puerto Rico’s Housing Problem, New Deal Network,
http://newdeal.feri.org/pr/littlemud/lm07.htm

San Juan. Casas en barrio El Fanguito. 1942, Jack Delano.



mayoría, de facilidades sanitarias individuales, agua potable, áreas
recreativas comunales, entre otras. La ausencia de estos servicios
esenciales provocaba enfermedades tales como uncinariasis, diarreas,
tétano, tuberculosis, entre otras, fomentando altas tasas de mortalidad
y morbilidad. Para visualizar las condiciones generales de la vivienda en
Puerto Rico a mediados de los 1940, en la Tabla II.2 se presentan
algunas de las características de las familias y sus condiciones
encontradas en un estudio de Lydia Roberts y Rosa L. Stefani (1949). 

Tabla II.2
Condiciones de la vivienda en Puerto Rico, 1946 

Número de personas por familia 5.4
Casas de madera con techo zinc:

Zona rural 56.8
Zona urbana 72.0

Casa evaluadas por entrevistador como:
Feas 32.3
Poco atractivas 34.2
Sub-total 66.5

Casas iluminadas por kerosene 53.8
Familias con más de una persona con cuarto 71.0
Padre es única fuente de ingresos 49.6
Familias cocinando con carbón y/o leña 83.3
Familias sin neveras 89.0
Familias lavando ropa en el río 31.1
Familias sin acceso a agua de acueducto 45.6
Familias cargando agua a la casa 61.6
Familias cargando agua 90 metros y más 36.6
Hombres bañan en el río (zona rural) 51.4
Mujeres bañan en el río (zona rural) 27.6
Familias con letrinas insalubres o exterior 54.8
Niños nacidos en casa 83.3

Familias no comen aves, carne o pescado a menudo 60.4
Familias sin autos 96.0
Familias sin radio 76.6

Fuente: Roberts, Lydia J. y Stefani, Rosa Luisa; Patterns of Living in Puerto Rican Families, U.P.R. 1949, pág. 411

Entre los años 1940 y 1942 se construyeron caseríos semi-rurales2—
que carecían de los servicios básicos de infraestructura— localizados en
Fajardo, Carolina, Humacao, Caguas (dos proyectos), Bayamón,
Manatí, Yauco, Isabela y Aguadilla, al iniciarse el programa de vivienda
pública bajo la Ley Federal de 1937. Estos caseríos consistían de una
cuerda de terreno y de una a dos viviendas cada una. Originalmente se
construyeron 1,756 viviendas a un costo de $34.6 millones, incluyendo
terrenos, para un costo promedio de $2,051. Posteriormente, conforme
la Ley #87 del 1987 se autorizó su venta con el propósito de ser re-

15

Cápitulo 2 •  La Evolución Histórica de la Vivienda de Interés Social

2Departamento de la Vivienda, Secretaria Auxiliar de Planificación y Servicios Técnicos. Doce
Años de Trayectoria del Sector de Vivienda, 1982

Lares. Calle en arrabal. 1941, Jack Delano.



16

La Vivienda de Interés Social  en Puerto Rico

urbanizado y aumentar su densidad poblacional. Para esta época, y
según el historiador económico Rafael de Jesús Toro (1982), la
construcción de nuevas viviendas había caído en el país de 1,700 en
1941 a 88 unidades en 1944. Al finalizar la Guerra en 1945, esta
actividad recobró su crecimiento al lograr una cifra sin precedente en el
1949 con 5,400 unidades3. Por otro lado, e igualmente, los programas
de vivienda pública desempeñaron un papel de consideración después
de finalizada la Segunda Guerra Mundial. Para 1943 se habían
construido 4,000 unidades pero la construcción se había paralizado
totalmente por el conflicto bélico mundial.

Sin embargo, después del 1945, el programa de construcción de
vivienda pública tomó un impulso mayor con la Ley Nacional de
Hogares de 1949 y las garantías de las agencias y programas federales—
Farmers Home Administration y la Administración de Veteranos. Es
importante destacar que para el 1948-49, el Banco Gubernamental de
Fomento desarrolló, con ayuda de estas agencias federales, el proyecto
de vivienda a bajo costo más grande en el mundo en esa época. Este
proyecto localizado en el sector de Hato Rey, es el conocido
actualmente como el sector Puerto Nuevo. El proyecto consistía en 6
mil unidades de vivienda construidas a un costo de $10.5 millones
($1,750 por unidad); lo que convirtió al mismo en un modelo para
muchos países que al igual tenían que resolver problemas similares de
vivienda4. Esto provocó que Puerto Rico se convirtiera en la vitrina de
la democracia y en un laboratorio para visitantes procedentes de lejanas
y diversas regiones del mundo que llegaron a la Isla para observar
nuestros proyectos exitosos de vivienda de interés social, y así
emularlos y desarrollarlos en otros países.

Para 1949 se inició simultáneamente el programa de desarrollo 

físico de las comunidades rurales para proveer a las familias de escasos
recursos de una vivienda adecuada y segura bajo el Plan de Ayuda
Mutua y Esfuerzo Propio que consistía administrativamente de: (a)
ayuda mutua y esfuerzo propio; (b) división de mejoras físicas, y (c)
vivienda a bajo costo. El Dr. Mario Villar Roces (1968), en su libro sobre
reforma agraria en Puerto Rico5, menciona que el programa de 
vivienda rural a bajo costo del Departamento de Agricultura auspició el
primer proyecto de vivienda a bajo costo conocido como San José en
Toa Baja. El mismo fue mediante decisión ejecutiva de Don Luis
Muñoz Marín con una asignación de $100 mil y seguía los principios
de ayuda mutua y esfuerzo propio. El Programa de Vivienda Rural bajo
la Administración de Programas Sociales del Departamento de
Agricultura se le encomendó la tarea de supervisar proyectos
subsiguientes de vivienda rural. Entre 1950 y 1967, este programa fue
responsable de la construcción de 31,048 viviendas a bajo costo. 

Cabe mencionar sin embargo, que el proceso temprano de irrupción
urbana para los años 1930, había formado cinturones de pobreza
conocidos como arrabales que comenzaron a crear desajustes en el
tejido social de los centros urbanos. Los arrabales representaban el
modo principal de residencia de los puertorriqueños pobres de la zona
urbana.6 La constante de estos arrabales eran las enfermedades, en
especial anemia y tétano, la convivencia en un ambiente de aguas
estancadas y putrefactas, criaderos de mosquitos y miasmas, basuras y
desperdicios, entre otros males. Según el conocido geógrafo y ex
Presidente de la Junta de Planificación y del Banco Gubernamental,
Rafael Picó (1975), para la década del 1950 había unas 36,000 familias
que habitaban en los arrabales y se adicionaban unas 2,000 familias por 
año.7 En 1969 se calculó que había un total de 421 arrabales en Puerto 

3R. de Jesús Toro. 1982. Historia Económica de Puerto Rico. Editorial South-Western
Publishing Co. 
4Banco Gubernamental de Fomento de Puerto Rico. Innovación, Experiencia y Solidez en
Puerto Rico. 2002. 

5Villar Roces, Mario. Puerto Rico y su Reforma Agraria. Editorial Edil. 1968.
6Safa, Helen Icken, Familias del arrabal: un estudio sobre desarrollo y desigualdad. Editorial
Universitaria, 1989.
7Pico, Rafael, La Nueva Geografía de Puerto Rico, Editorial Universitaria, Universidad de
Puerto Rico, 1975. pp. 257. 



Rico con un total de 79,382 estructuras o unidades de vivienda. En la
ciudad capital, el resultado fue el florecimiento de los arrabales o
tugurios, en lugares conocidos como Puerta de Tierra, Santurce, Hato
Rey y Río Piedras. El nombre de las barriadas que constituían los
arrabales era, por ejemplo, “El Fanguito”, “Bravos de Boston”, “Sal si
Puedes” “Israel”, entre otros nombres sugestivos. En un escrito del
señor Ernesto Juan Fonfrías8, presidente de la Autoridad sobre Hogares
de Puerto Rico para el 1955, éste señalaba y citamos:
“El arrabal es lugar fácil y agradable para el vicioso transgresor de la ley; es
sitio de preocupaciones para el padre y la mujer honesta, que sin más remedio,
por sus escasos medios económicos se ven obligados a convivir en semejante
lugar; y es lugar de tremenda preocupación para el Gobierno, que viene
obligado a sanear o eliminarlo a todo trance, y a levantar la moral y los medios
de vida de sus moradores”. 

Por otra parte, las familias que se localizaban en la zona rural, que
seguían siendo la mayoría, confrontaban problemas por la estructura
socioeconómica provocada por la tenencia de la tierra, la cual
exacerbaba la distribución del ingreso y la riqueza. Dentro de la división
social del trabajo, el agregado se había convertido en un total
dependiente de la figura dominante de aquellos que mantenían el
control de la tierra y el capital. Además, las familias de la ruralía
carecían no sólo de una vivienda adecuada sino también de una base de
sustento que le permitiera superar los males sociales de su entorno.
Ante estos desajustes socio-económicos, los líderes de la época
tomaron conciencia de que la única forma de enfrentar estas injusticias
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8Fonfrías, E. J. “La Eliminación del Arrabal: Problema Multifacético”. Autoridad sobre
Hogares de Puerto Rico, 1955.

San Juan. Niños en casas de trabajadores en Puerta de Tierra. 1937, Edwin Rosskam.

Aibonito. Familia frente a su casa “a prueba” de huracanes en proyecto La Plata. 1938, Edwin Rosskam.
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era a través de la introducción de un amplio programa de reforma
agraria. 

La Ley Núm. 26 de 12 de abril de 1941, conocida como la Ley de
Tierras en cuyo preámbulo se establece con objetivo medular lo
siguiente: “Es política de gobierno…  que cada persona que trabaje la
tierra sea dueña de la tierra que le provee el sustento”. Mediante la
creación de la Autoridad de Tierras se concebía la implantación de la
reforma agraria, en tres grandes enfoques de tenencia: (1) las fincas de
beneficio proporcional; (2) tierras (parcelas) a los agregados (Título V),
y (3) fincas familiares. La segunda disposición de la Ley era asignar 
parcelas a los agregados a fin de que establecieran sus viviendas en
comunidades de agregados y destinar su riqueza hacia la producción de
alimentos. Cada agregado tenía el derecho a recibir hasta tres cuerdas
de tierra en usufructo, sin poseer en título de propiedad.

Con la terminación de la Segunda Guerra Mundial en 1945, surgen
dos fenómenos que alteraron el patrón de asentamiento urbano y de
desarrollo económico en Puerto Rico. El primero fue la diáspora de
puertorriqueños hacia los Estados Unidos, en especial hacia la ciudad
de Nueva York, que se había convertido en el centro mundial del
poderío económico de la nación. El segundo, el re-enfoque de la
economía de Puerto Rico hacía la industrialización (1948) para
propulsar un repunte vigoroso y sostenido en la productividad. Este
último trajo como consecuencia un nuevo éxodo masivo de la
población rural hacia la zona urbana y metropolitana de San Juan,
reforzando los problemas de hacinamiento y formando comunidades
espontáneas no-planificadas en terrenos periféricos y marginales.

Durante esta fase se añadieron a nivel federal las primeras ayudas
que proveyeron subsidios para que los ciudadanos pudieran adquirir su
vivienda. Ver detalles Apéndice C.

2. Segunda etapa: Renovación urbana y reestructuración
institucional; 1957 al 1991.
La política pública estatal había adoptado como meta ambiciosa, no

sólo proveer vivienda adecuada para las familias sino también, la
titularidad (“homeownership”) de la misma. Dice Rafael Picó (1975) al
respecto:
“La meta de nuestro Gobierno es que cada familia puertorriqueña posea un
hogar propio y adecuado. En los casos de familias que requieran residir
temporal o indefinidamente en viviendas que no sean de su propiedad,
proveerles facilidades que se asemejen al hogar propio.” Página 260.

La primera fase de esta etapa que se ubica entre 1957 al 1972, la
llamamos Fase Inicial de Renovación urbana y la segunda fase,
Reestructuración Institucional, 1973 al 1991. 

a. Fase inicial de renovación urbana
El primer intento de renovación urbana por erradicar los arrabales

fue sustituido en el 1957 por un programa mucho más abarcador y
complejo que perseguía un nuevo enfoque a la solución del problema
de la vivienda de interés social en la zona rural y urbana. Esto trajo
como consecuencia la aprobación de la Ley #88 del 22 de junio de
1957, por medio de la cual se creó la Administración de Renovación
Urbana y Vivienda (ARUV) y la Corporación de Renovación Urbana y
Vivienda (CRUV). Esta Ley recibió sendas enmiendas en los años 1958
y 1963. La ARUV era una agencia designada a estudiar y evaluar los
problemas de la vivienda y renovación urbana y hacer
recomendaciones al Gobernador y a la Asamblea Legislativa sobre
políticas y programas en relación a la vivienda; recomendaba además,
guías específicas para desarrollo de las viviendas. Por otro lado, a la
CRUV se le confieren poderes adicionales que estaban contemplados
en la Autoridad sobre Hogares de Puerto Rico, Autoridades
Municipales sobre Hogares de San Juan, Ponce y Mayagüez y la
Administración de Programas Sociales del Departamento de
Agricultura y Comercio. 

En el año 1959, y por medio de las Leyes Públicas Federales #86 y
#362, se realizan enmiendas en la Ley Pública #412, Congreso 75 las
cuales ampliaron el propósito de la misma. Estas consistieron en



aumentar los parámetros de calificación para incluir a las familias de
mayor tamaño y aquellas constituidas por personas mayores de 65
años. Se confirió además, mayor responsabilidad a las agencias públicas
estatales para establecer las normas a regir el programa de vivienda
pública incluyendo fijar rentas y determinar los requisitos de
elegibilidad. Esta disposición fue incluida por presiones ejercidas por los
estados, incluyendo a Puerto Rico, que por operar con el programa
directamente conocían los problemas y necesidades específicas de las
familias.

En la década de los años 1960, los cambios, ajustes y creación de
nuevos programas requirieron de parte del sector gubernamental la
creación de nuevas instituciones que perseguían objetivos similares a la
Ley #88 del 1957. Una institución importante fue el Banco de la
Vivienda (Ley #146 del 1961), subsidiaria de la CRUV, el cual tenía
como responsabilidad primaria otorgar préstamos hipotecarios para la
adquisición, construcción, reconstrucción o ampliación de vivienda a
bajo costo en las áreas urbanas y rurales. Además, se instituyeron
dentro de esta misma década, una amplia diversificación de nuevos
programas y agencias para incentivar y motivar a las familias de bajos
recursos a obtener una vivienda digna y adecuada. 

El Estado enfatizaba la urgencia de un hogar propio y seguro como
una meta pragmática y alcanzable. Esta meta no era una quimera pues
al momento de las décadas discutidas, la tasa de titularidad de vivienda
en Puerto Rico era mucho mayor que en Estados Unidos. En la Tabla
II.3 se evidencia lo antes expuesto. 

Uno de los enfoques más acertados fue insertar el movimiento
cooperativo. Una institución medular en el movimiento cooperativo fue
la creación de la Administración de Fomento Cooperativo (Ley #4 del
1957) que tenía como objetivo el promover la organización de
sociedades cooperativas para la adquisición de hogares. En la Tabla II.4
se percibe un aumento considerable tanto en el número de
cooperativas, socios y activos entre 1950 y 1968, que nos permite
corroborar la aseveración inicial, por lo menos para la época analizada. 

Por otro lado, en un afán por coordinar todos los esfuerzos hacia la
obtención de vivienda de interés social, se unieron otras agencias
gubernamentales ya creadas entre las que se puede mencionar el
Departamento de Agricultura, a la cual se adscribe la Administración de
Programas Sociales y la Administración de Terrenos. Estas agencias
tenían la responsabilidad de desarrollar programas de vivienda en la
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Tabla II.3
Tasa de titularidad en Puerto Rico y Estados Unidos

1940, 1950, 1960 y 1970

Año censal Puerto Rico Estados Unidos
1940 61.8% 43.6%
1950 65.4 55.0
1960 67.8 61.9
1970 71.5 62.9
1980 73.5 64.4
1990 72.1 64.2
2000 72.9 66.2

Fuente: 1990 Housing Highlights, Puerto Rico CH-S-1-53. U.S. Department of Commerce. Economic and Statistics
Administration, U.S. Bureau of Census. 

Tabla II.4
Número de cooperativas, socios y activos para años seleccionados

1950,1960, 1965 y 1968

Año Número de Cooperativas Socios Activos
1950 3 540 $158,000
1960 20 2,267 $2,400,000
1965 64 7,000 ND
1968 72 9,500 ND

Fuente: Administración de Fomento Cooperativo, Informe Anual, Año Fiscales 1948-1966
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zona rural y la construcción de vivienda a bajo costo (la primera), y de
adquirir los terrenos para dotar a las familias rurales de un solar (la
segunda).

A principios de la década de los años 1970, se marcó un hito
importante en el paradigma de la renovación urbana y la vivienda de
interés social con la creación del Departamento de la Vivienda (en
adelante “El Departamento”) por medio de la Ley Orgánica # 97 del 10
de junio de 1972. A este Departamento se le transfieren las funciones de
la Administración de Programas Sociales del Departamento de
Agricultura y la de ARUV (esta se suprime); se transfieren al Secretario
del Departamento, los poderes y facultades de las Juntas de Directores
de la CRUV y del Banco de la Vivienda, organismos que continúan
operando como entes públicos (Artículo 6). Además, es responsabilidad
del Departamento:

a. planificar la provisión de vivienda y el desarrollo comunal en
armonía con los organismos estatales y federales.

b. apoyar nuevos métodos de construcción que permita
desarrollar proyectos de vivienda de manera más expedida y
económica.

c. énfasis en los sistemas de producción industrializada en
proyecto de alta densidad en las zonas urbanas.

d. atención al problema de la vivienda de envejecientes en zonas
rurales y urbanas.

e. intensificar la cooperación entre el sector privado y público
para asegurar financiamiento, costo y control de capital
hipotecario.

f. estimular la adquisición de un hogar y la vivienda de alquiler
para familias de limitados ingresos.

Para los años 70’s, las agencias encargadas de las obras de
construcción de vivienda pública eran las siguientes. En primer lugar,
aquellas que eran el corazón de los programas gubernamentales de
vivienda pública:

1- La ARUV

2- La CRUV y;
3- El Banco de la Vivienda

Además de estas agencias centrales, otras brindaban apoyo y
reglamentación a la labor de las antes mencionadas. Estas eran:

1- La Junta de Planificación
2- La Administración de Programas Sociales (Departamento de

Agricultura)
3- La Administración de Fomento Cooperativo
4- La Administración de Terrenos de Puerto Rico
5- La Administración de Servicios al Consumidor

Los programas acuñados por las agencias centrales fueron los
siguientes:

Programas de renovación y rehabilitación de viviendas
a. Programa con ayuda federal: renovar áreas de arrabal y

decadentes; realojar familias en proyectos públicos de vivienda, 
b. Programas de rehabilitación en su sitio: rehabilitar vivienda sin

realojo de familias.
c. Programas de mejoramiento ambiental: mitigar áreas de arrabales

mediante construcción de facilidades y otras obras que
mejoran el ambiente.

Programas de Vivienda
a. Programas de subsidio de vivienda pública para rentas bajas: se

construyen o se adquieren viviendas adecuadas con todo tipo
de facilidades.

b. Programa de solares: provee solares ya urbanizados a las
familias. 

c. Programas auto-liquidable de vivienda a bajo costo: ofrecer a las
familias de bajos ingresos una vivienda pero que habrán de
pagar mediante renta hipotecaria de bajo costo.

d. Programas de apartamientos para personas solas: alojamiento
mediante alquiler para personas solas y de edad avanzada.

El conocido Informe Kreps (1979) detalla de manera sucinta los
programas de este Departamento y se reproduce en la Tabla II.5. 
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Tabla II.5
Resumen de programas y fuente de recursos para el desarrollo urbano y social

Programas Propósito Fuente de Fondos
Gobierno estatal Gobierno Federal

Renovación
1. Con gobierno federal Eliminar arrabales (slums), relocalizar familias 25% 75%
2. Con gobierno local Eliminar arrabales, adquirir tierras X

Mejoramiento del Ambiente
1. Mejoramiento ambiente Proveer mejor facilidades X X
2. Mejorar lote Proveer acueducto, agua y caminos X
3. Áreas rurales y aisladas Mejorar facilidades X X

Vivienda Pública
1. Desarrollo Proveer vivienda adecuada X
2. Sección 8 Subsidio a alquiler X X
3. Mejoramiento Rehabilitación de unidades X X

Vivienda Principal
1. Vivienda modesta Adecuar vivienda a familias pobres X
2. Áreas inundables Relocalizar familias X
3. Solares Proveer solares para casas X
4. Casas semiconstruídas Proveer estructura básica X
5. Ayuda mutua y esfuerzo propio Proveer vivienda adecuada X X
6. Titularidad Vivienda adecuada para pobres X
7. Ley 10-subsidios Subsidios a intereses X X
8. Rehabilitación Mejorar unidades existentes X
9. Casas a bajo costo Ayuda propia y casas adecuadas X
10. Desarrollo físico Proveer solar X
11. Título de la tierra Título mediante usufructo X

Zonas Aisladas
1. Comunidades aisladas Proveer comunidades y facilidades agrícolas X X

Fuente: Economic Study of Puerto Rico (Informe Kreps), U.S. Department of Commerce, diciembre de 1979.



Como se observa, estos programas se agrupan en cinco categorías
principales: renovación, mejoramiento del ambiente, vivienda pública,
vivienda principal (core-housing) y zonas aisladas. En la misma se
percibe aquellos programas locales y del gobierno federal que
incorporan la política pública en este entonces. De un total de 19
programas, en siete había fondos combinados entre el gobierno local y
el gobierno federal. Durante esta fase de renovación urbana (1957 al
1972) ya se habían construido en Puerto Rico 144 residenciales en 49
municipios. Ver detalle de residenciales públicos por fecha de primera
ocupación en la tabla al final de este capítulo. Por otra parte, la

construcción de viviendas de madera, ladrillos y mampostería dio paso
a las viviendas de hormigón armado y bloques de concreto, tal y como
se aprecia en la foto. Para los 1970, el 52% de las unidades se realizaba
con paredes de concreto (Informe Kreps, Vol II., p .314). 

Cabe señalar que los problemas de escasez de vivienda en la zona
urbana hubiesen sido, sin duda alguna, mucho mayores a no ser por el
mejoramiento significativo de las viviendas en la zona rural gracias a los

programas estatales y federales. Según Rafael Picó, estos programas, en
especial, el de la Administración de Programas Sociales (APS) del
Departamento de Agricultura había logrado reinstalar más de 80 mil
familias en comunidades rurales y fincas de tipo familiar entre 1940 y
1960. Las familias que no tenían acceso a una finca o que no califican
para operar una se establecieron en comunidades rurales, las cuales
proveían ciertas facilidades de acceso a escuelas, centros religiosos,
lugares recreativos, etc. Unas 385 comunidades rurales fueron creadas
reinstalándose más de 70 mil familias. El programa de Ayuda Mutua y
Esfuerzo Propio de la APS aunaba esfuerzos de las familias para la
construcción de viviendas en hormigón y el Estado brindaba asistencia
y asesoramiento técnico y un préstamo por el valor de los materiales.
Estas viviendas tenían por lo menos dos dormitorios y otras
comodidades. Esta acción comunal permitía construir una vivienda a
un costo efectivo entre $475 a $575, pagando la familia una
mensualidad de $3.00 sin intereses. (Ver Picó p. 259).
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San Juan. Pintando casa recién construida en barrio El Fanguito. 1942 Jack Delano.

Corozal, Puerto Rico (vicinity). Casas de concreto reforzado construidas por la PRRA (Puerto Rico
Rehabilitation Administration). 1941 Jack Delano.
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b. Fase de reestructuración institucional: 1973 al 1991
Unos de los programas de Vivienda que mayor arraigo ha tenido

entre la ciudadanía a partir de esta época es el de subsidio de renta. El
mismo, conocido popularmente como “Sección 8”, pertenece a la Ley
Federal de Vivienda del 1976. Este programa admistrado por la entidad
federal Housing Urban Development (HUD) fue diseñado para ayudar
a las familias necesitadas elegibles a pagar la renta. Las familias elegibles
y los individuos reciben certificados o vales (vouchers). Este programa
de certificados provee subsidios de acuerdo a una determinada fórmula
basada en la diferencia entre el “justo valor de la renta” y el 30% del
ingreso de la familia elegible. El programa de vales, es el principal
programa del gobierno federal para asistir no sólo a las familias de bajos
ingresos sino también a ancianos y a personas con impedimentos. El
participante tiene la libertad para seleccionar la vivienda deseada, una
vez la misma cumpla con los requisitos del programa. 

Coincidentalmente con la creación del Departamento se
presentaron en el espectro económico mundial una serie de eventos
que trastocaron la organización de los mercados a consecuencias de
subidas drásticas de los precios del petróleo, tasas inflacionarias de
doble dígitos y mercados monetarios inestables entre 1970 y medidas
de 1980. A consecuencia de estos desajustes se suscitaron dos agudas
recesiones mundiales en los años 1973-75 y 1980-82. En resumen, estas
condiciones conllevaron una desaceleración en el crecimiento real de
los ingresos por concepto de la productividad real agregada en Puerto
Rico, sin considerar las transferencias del gobierno local y federal10.
Esta reducción en la productividad real fue el resultado combinado de
estos shocks (impactos).

Los eventos mencionados trajeron grandes repercusiones en los
programas de vivienda, en su financiamiento, en sus costos y en el
desarrollo de nuevas iniciativas por parte del sector público11. Entre la

fase de 1957-72 y 1973-91, de acuerdo a la Junta de Planificación, las
unidades de vivienda privada (promedio anual) construidas, observaron
un dramático descenso de 13,475 a 10,969 para menos de un 18.6%, y
las públicas de 4,257 a 2,780 para menos de un 34.7% (Ver Tabla II.6).
Con respecto al valor monetario de la vivienda privada el
comportamiento fue al inverso con un aumento de $7,634 a $17,630
equivalente a 131%; y la pública de $4,883 a $12,225 para un aumento
porcentual de 150%. 

En la década de 1980, con la llegada de la filosofía neoliberal de
Margaret Thatcher en Inglaterra y de Ronald Reagan en Estados
Unidos se propició una nueva corriente de intervención del Estado en
las decisiones de política pública. Ya para 1986, el Presidente Ronald
Reagan, firmó la ley de reforma tributaria, Tax Reform Act (PL 99-514),
en donde se crea el programa “Low–Income Housing Tax Credit” que
estimulaba el desarrollo de viviendas a bajo costo, proveyendo créditos
contributivos a los desarrolladores y constructores. La interpretación de
este nuevo e incipiente federalismo de la administración del Presidente
Reagan, fue el eslabón que suministró los cimientos de una nueva
política pública, en donde el sector privado de la construcción de
vivienda jugaría un rol pro-activo en los programas de vivienda de
interés social.

Como resultado de esta política, el 26 de junio de 1987, se aprobó
la Ley #47 conocida como Ley de Coparticipación del Sector Público
y Privado para la nueva operación de vivienda en Puerto Rico, con el
propósito de fomentar y promover el desarrollo y rehabilitación de
unidades de vivienda para la venta o alquiler a familias de ingresos bajos
empresa privada con el objetivo de estimular la construcción y 
11Un informe de la Junta de Planificación señalaba que desde el 1973, la economía local estaba
siendo afectada por una combinación de recesión con inflación (“stag-flation”), la cual había
impulsado la tasa de crecimiento de los precios como la tasa de financiamiento interino en
figuras de doble dígito. Señalaba y advertía el informe que la industria de la construcción de
vivienda estaba recibiendo un rudo golpe que habría de estancar su crecimiento y que de
continuar con esta tendencia en los precios, los costos de la vivienda sería el doble en los
próximos diez años (citado en Informe Kreps, Vol. II., pág. 314).

10J. Alameda– Lozada y A. González. 2001. Cambio tecnológico, productividad y crecimiento
económico en Puerto Rico. Unidad de Investigaciones Económicas. Universidad de Puerto Rico.
Río Piedras.
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rehabilitación de viviendas y de emprender tareas de gran interés social
que ni la empresa privada ni el gobierno actuando individualmente
hubiesen podido llevar a cabo. El gobierno concedió exención del pago
de contribución sobre los ingresos que reciba el dueño de un proyecto
de vivienda por concepto de la venta de las mismas. 

El 24 de julio de 1986, el Gobernador de Puerto Rico firmó una
Orden Ejecutiva que creó la Oficina para la Coordinación de Ayuda y
Servicios a los ciudadanos de los residenciales públicos. El 1 de julio de
1986, mediante la Ley #52 se creó como complemento a la oficina
anteriormente mencionada, el Programa de Recursos Entretejidos con
Dedicación (Programa RED). El propósito de este programa era
adaptar medidas en forma escalonada al rescate de poblaciones que
estén expuestas a la criminalidad. 

Es para el 17 de agosto de 1989 que se crea la Ley #66 conocida
como la Ley Orgánica de la Administración de la Vivienda Pública de

Puerto Rico, adscrita al Departamento, cuyo objetivo era mejorar la
calidad de vida en los residenciales públicos, fomentando la autonomía
en la actividad comunitaria, y el desarrollo personal y familiar de sus
residentes.

Por último, y no por eso irrelevante, es necesario destacar la
aprobación de la Ley conocida como Cranston-González, Ley
Nacional de Vivienda a Precios Razonables (National Affordable
Housing Act) subscrita el 28 de noviembre de 1990. En la época en
que se aprueba esta ley, muchas personas de bajos ingresos, que
alquilaban o eran propietarios de una vivienda, pagaban más de la
mitad de sus ingresos por costos de vivienda, lo que se consideraba
irrazonable para suplir el resto de las necesidades básicas de una
familia típica que no fuera el costo de la vivienda. Esta condición
acentuó el problema de la pobreza por lo que la ley replanteó no
sólo la definición de vivienda a precios razonables sino que además,
incorporó otras consideraciones de índole legal y administrativa. La
definición de precios razonables de HUD es que una familia no
tenga que pagar más del 30% de sus ingresos anuales por concepto
de vivienda. 

Uno de los aspectos más importantes de esta ley es el Título II,
que transforma el programa de inversión conocido como Programa
de Asociación Para Inversiones en Vivienda (Home Investment
Partnerships Program (HOME)). Este programa ayuda a expandir

la oferta de viviendas adecuadas a precios razonables para familias de
ingresos bajos o limitados, mediante la provisión de subsidios a
gobiernos locales y estatales llamados jurisdicciones participantes (en
inglés “PJs”). Estos PJs usan los fondos gratuitos HOME para obtener
recursos financieros que cubran las necesidades y prioridades locales
con relación a la vivienda. Los PJs cuentan con gran flexibilidad para el
diseño de sus programas locales basados en el reglamento final y
pueden utilizar estos dineros para ayudar a quienes alquilan, nuevos
propietarios de viviendas o propietarios existentes. El programa
establece además, límites para alquileres, ingresos, precio de compra y

Tabla II.6
Número de unidades y valor promedio de una vivienda: privada y pública

Años seleccionados
Años fiscales Número de Valor monetario promedio 

unidades promedio por unidad en $
Promedio Privadas Públicas Privadas Públicas
1937 a/ -1956 4,260 1,288 $5,532 $4,841
1957-1991 12,101 3,382 13,022 8,019
1957-72 13,475 4,257 7,634 4,883
1973-90 10,969 2,780 17,630 12,225
1991-2000 13,210 306 39,316 34,709
2001-2003 18,539 955 $50,929 $55,723
a/ comienza en 1951 la vivienda privada y en 1953 la vivienda pública

Fuente: Junta de Planificación
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límites de subsidio por unidad. Desde 1990, este programa ha
permitido, tanto en Estados Unidos como Puerto Rico, que casi
400,000 unidades de viviendas a precios razonables hayan sido
adquiridas, construidas o rehabilitadas, y casi 72,000 inquilinos hayan
recibido asistencia con el alquiler. 

3. Tercera etapa: Re-enfoque financiero-institucional: 1991 al 2001 
En esta etapa surge una nueva visión de la política pública desde el

punto de vista de la construcción, mantenimiento y financiamiento de
la vivienda pública. Esta nueva visión enfoca mayormente hacia el
sector privado la canalización de los esfuerzos de proveer vivienda de
interés social en cooperación directa con el aparato público. En
específico, esto provocó tres aspectos vitales: (a) participación de la
banca privada en el financiamiento de la vivienda pública; (b) nueva
política del gobierno federal para estimular la transición de la
beneficencia al trabajo, y; (c) re-estructuración del Departamento de la
Vivienda. 

En el 1991, la Ley #58 del 9 de agosto, enmienda la Ley Orgánica
#97 del 1972 para reorganizar el Departamento de la Vivienda en varios
artículos de su ley original y otras disposiciones. El área más neurálgica
expresada en la Ley es la eliminación de la CRUV, trasladando sus
poderes y funciones al Secretario. En adición, dentro de la nueva
política pública se integran y coordinan los servicios que ofrece el
Departamento y se fortalece la Administración de Vivienda Pública y la
Administración de Desarrollo y Mejoras de Vivienda (antes
Administración de Vivienda Rural). 

A la luz del primer párrafo de la Exposición de Motivos de esta Ley
#58, la legislatura de Puerto Rico expresa y citamos;
“…las nuevas realidades del mercado de la vivienda de interés social, donde
ha ocurrido un aumento vertiginoso en los costos de construcción, los recursos
del estado para la construcción de vivienda son limitados y el gobierno federal
ha cambiado su política pública destinando muy pocos dineros para la
construcción de nueva vivienda, enfatizando mayormente en mecanismos de

subsidio directo de renta, se hace necesaria una nueva conceptualización del
Departamento de la Vivienda” (el subrayado es nuestro).

Lo expresado en el párrafo anterior describe una nueva realidad
social y financiera que habría de requerir un reenfoque de la política
pública hacia nuevas fuentes de recursos de la comunidad financiera, los
fideicomisos hipotecarios, la banca hipotecaria privada y la banca
comercial. El nuevo rol del Departamento de la Vivienda habría de
concentrarse en ser y cito: 
“un facilitador del desarrollo de la vivienda de interés social y no un
constructor, fomentará y fortalecerá la participación del sector privado en la
construcción de vivienda de interés social, y fortalecerá su rol social y comunal
como vehículo para rehabilitar comunidades proveyéndole las herramientas
para su propio desarrollo.” 

Así, el nuevo rol del Departamento de la Vivienda se consignó en su
base legal y de manera resumida, en los siguientes apartados:

a. Uso óptimo de los terrenos disponibles y adecuados para el
desarrollo de vivienda;

b. Aumentar la cantidad de vivienda disponible (conversión de
edificios existentes, rehabilitación de los centros urbanos y
ayuda a residentes de vivienda deterioradas para
rehabilitarlas);

c. Organizar y proveer financiamiento de vivienda, coordinando
los programas federales y privados, y proveyendo incentivos a
proyecto de interés social;

d. Promover el desarrollo y construcción adecuada de proyectos
que promuevan la densificación de las ciudades;

e. Mejorar la calidad de vida de los residenciales públicos;
f. Proveer vivienda para grupos con necesidades especiales;
g. Trabajar con comunidades de alto riesgo de desastre natural, y

por último; y,
h. Promover proyectos de ayuda mutua y esfuerzo propio en

zonas rurales y urbanas.
Para los meses de junio y julio de 1991, estando vigente un
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memorando de acuerdo (MOA, en inglés) entre HUD y la
Administración de la Vivienda Pública, HUD al no estar conforme con
la administración de los residenciales intentó trasladarla al Cuerpo de
Ingenieros de los Estados Unidos, lo que provocó una sugerencia de
parte del gobierno estatal para que la Autoridad de Edificios Públicos
asumiera esta encomienda. 

El 2 de mayo de 1992, se firma un acuerdo trascendental en la
historia de la vivienda en Puerto Rico entre el Departamento de
Vivienda y Desarrollo Urbano Federal (HUD) y el gobierno de Puerto
Rico para mejorar las condiciones y la calidad de vida de los residentes
de todos los proyectos de vivienda pública subsidiados con fondos
federales. El propósito de este acuerdo era trasladar la administración y
mantenimiento de todos los proyectos operados por el gobierno estatal
o municipal a manos de contratistas privados de forma tal que se
descentralizara tanto la agencia como el programa de vivienda 
pública. El acuerdo incluyó cinco artículos:

Artículo I: administración por parte de sector privado,
Artículo II: descentralización,
Artículo III: ejercicios de derechos,
Artículo IV: cláusulas de separabilidad, y;
Artículo V: período del acuerdo.
Para el 10 de diciembre de 1993 se crea la Ley #124 que estableció

un programa de subsidio a los pagos mensuales de la hipoteca y al
pronto pago a través del Banco y Agencia de Financiamiento de la
Vivienda de Puerto Rico para hacer factible que familias o personas de
recursos bajos o moderados puedan adquirir viviendas. Mediante esta
Ley se enmienda la Ley #47 del 1987 que fijaba el precio máximo de la
vivienda de interés social en $70,000.

En el 1995, se aprueba la Ley #211 del 30 de septiembre la cual crea
la Administración para la Revitalización de las Comunidades (Arco). A
través de esta Ley, ARCO es responsable de ejecutar la política pública
del Departamento de la Vivienda en el área de servicios comunales
complementarios a la vivienda de interés social y el mejoramiento en la

calidad de vida de las comunidades, coordina con otros organismos
gubernamentales con funciones de desarrollo comunal aquellos
servicios que sean necesarios a las comunidades de escasos recursos
económicos, vivienda pública y residenciales atendidos por el
Departamento de la Vivienda y sus componentes. Como parte 
de esta misión, ARCO está facultada para aunar esfuerzos de 
personas y entidades privadas y públicas dirigidas al mejoramiento 
de las comunidades servidas por el Departamento y sus 
componentes. 

Para el 1996, con la aprobación de la nueva ley federal de bienestar
público (Tax Reform Act PL 99-514) se cambia la visión filosófica y
socio-económica del Estado para estimular la transición de la
beneficencia al trabajo. Esta legislación afectó dramáticamente la
asignación de fondos federales a Puerto Rico para las familias que
requerían vivienda de interés social, ya sea vivienda subsidiada o
pública. De acuerdo a la nueva política pública federal, el Departamento
debe promover los servicios que faciliten la transición de las familias
desde su arrendamiento en vivienda pública hasta la adquisición de un
hogar propio. 

El 25 de agosto del 2000 se aprueba la Ley #206 para enmendar la
Ley Orgánica del Programa de Subsidios para vivienda de interés social.
Con esta enmienda se autorizaba al Banco y Agencia de
Financiamiento de la Vivienda a utilizar sobrantes de los fondos
asignados al Fondo General para las diferentes etapas del programa de
subsidios. Esto permitió subvencionar el pago mensual de la hipoteca y
una parte del pronto pago. 

En términos de la construcción de la vivienda pública, la misma
descendió dramáticamente pues en el sector privado se habían
colocado los esfuerzos, los medios institucionales y la responsabilidad
primaria de financiar la construcción de la vivienda en Puerto Rico. En
la Tabla II.6, que relacionamos en la segunda fase, se presenta una
comparación por etapa de las unidades construidas por el sector
privado y el público y su valor monetario. Se observa una dramática
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reducción para la etapa de 1991-2000 en las unidades de vivienda
pública a 306 por año, mientras que el sector privado construyó a razón
de 13,210 por año. La construcción de apenas 306 unidades por año
tenía un valor promedio por unidad de $34,709, muy cercano al del
sector privado que se estimó en $39,316 por unidad. 

4. Cuarta etapa: Fomento para la adquisición de la vivienda propia:
2001 al presente
A partir del año 2001, el gobierno local estableció como prioridad

la necesidad de reestructurar las agencias, para que, en lo que respecta
al Departamento de la Vivienda se convirtiera en promotor principal de
la industria de la construcción de hogares en coordinación con las
agencias y la empresa privada. Como parte de esta iniciativa se aprobó
la Ley 103 del 11 de agosto de 2001, cuyo propósito esencial fue
disolver el Banco y Agencia de Financiamiento de la Vivienda de
Puerto Rico y redenominar la Corporación para el Financiamiento de
la Vivienda en Puerto Rico como Autoridad para el Financiamiento de
la Vivienda de Puerto Rico. Esta ley consolida en un solo organismo
gubernamental las funciones y responsabilidades para el desarrollo,
financiamiento, rehabilitación y adquisición de vivienda de interés
social. La nueva agencia sería subsidiaria del Banco Gubernamental de
Fomento para Puerto Rico. La misma habría de convertirse en una
entidad de programas novedosos que ha reevaluado y reconsiderado el
papel del estado en la provisión de una vivienda de interés social. Se
entendió que mediante esta consolidación en una sola entidad se
fortalecería la influencia en la negociación de acuerdos financieros con
el gobierno federal y el sector privado.

Los programas principales de esta Autoridad son:
• Subsidio para Viviendas de Interés Social - Ley 124 
• Programa Nuevo Hogar Seguro 
• Sección 42 del Código de Rentas Internas Federal 
• Créditos Contributivos 
• Programa la Llave para tu Hogar 

• Préstamos Interinos para Construcción 
• Préstamos Directos 
• Fideicomiso para Primeros Compradores (5.4%) 
• Administración de Vivienda Subsidiada 
• Administración de Contratos de Subsidio 
• Préstamos para Vivienda Multifamiliar de Alquiler 

El Programa “La Llave para tu Hogar”, creado en el 2001 y
administrado por el Departamento de la Vivienda en coordinación con
la Autoridad para el Financiamiento de la Vivienda es uno de los
programas de vivienda de interés social que impactó significativamente
en el reenfoque de la construcción, financiamiento y adquisición de una
vivienda para familias de medianos y bajos ingresos a partir 2001. Dicho
programa fue creado en virtud de la Ley #4 del 29 de marzo del 2001
que además, enmienda la Ley #124 del 10 de diciembre de 1993, al
otorgarle autorización a la Secretaria del Departamento a establecer el
precio máximo de la vivienda de interés social con la aprobación previa
de la Asamblea Legislativa. Al momento de redactar este documento se
había otorgado $164.3 millones a 11,881 familias puertorriqueñas que
pudieron alcanzar su sueño de adquirir una vivienda, gracias a la
asignación especial de entre $3,000 y 15,000 para el pronto. Un análisis
de los datos disponibles revela que a la mayor parte de las familias se le
otorgó el máximo autrizado ($15,000) para el pronto de su vivienda.

Para el periodo comprendido entre el 2001 y el 2004 las metas y
objetivos del Departamento de la Vivienda se pueden esbozar de la
siguiente forma:

a. vinculación entre la vivienda y la justicia social
b. promoción de la construcción de viviendas de interés social
c. rehabilitación de centros urbanos para fomentar su

repoblación, sus áreas comunes y espacios recreativos
d. desarrollar nuevos mecanismos de financiamiento para

aumentar la oferta de vivienda
En una enmienda a la Ley #47 del 26 de junio de 1987 conocida

como Ley de “coparticipación del sector público y privado”, se aprueba
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la Ley #118 del 17 de agosto de 2001 que incluye a la clase media como
“un grupo de nuestra sociedad que necesita ser atendido en un
programa de vivienda y además, brindar la oportunidad al desarrollador
o inversionista de adquirir terrenos públicos para ser utilizados en el
desarrollo de proyectos de vivienda de clase media. Por otro lado, al
identificar a la clase media como partícipe de programa de vivienda se
establece una exención al desarrollador de $2,500 por unidad de
vivienda contra las ganancias derivadas de la venta de unidades de
vivienda de clase media y se mantiene la de $5,000 para las unidades de
vivienda de interés social. 

El 11 de marzo de 2004, y como consecuencia de un marcado
aumento en la construcción de vivienda, se enmienda nuevamente la
Ley 124 y se fija el precio de venta máximo de las unidades de vivienda
de interés social a ochenta mil (80,000) dólares en viviendas
unifamiliares, noventa mil (90,000) dólares en viviendas multifamiliares
y cien mil (100,000) dólares en viviendas unifamiliares o multifamiliares

Bayamón. Casa construida a través de los fondos provistos por concepto de la Ley 124 en el 2001.

Cataño. Apartamentos tipo “walk ups” construidos a través de los fondos provistos por concepto de la Ley
124 en 2002. 

Morovis. Casa construida a través de los fondos provistos por concepto de la Ley 124 en el 2001.



en los centros urbanos, según haya sido delimitado por el Municipio y
la Directoría de Urbanismo del Departamento de Transportación y
Obras Públicas. 

Otro proyecto que se encaminó durante este cuatrienio fue el
Programa Mil Millones para las Comunidades Especiales, el cual hizo
justicia a miles de puertorriqueños en las comunidades especiales a
través de todo el país. De hecho la primera ley aprobada por esta
administración es la Ley 1 del 1 de marzo de 2001 denominada Ley 
para el Desarrollo Integral de las Comunidades Especiales en Puerto
Rico, reflejando esto en cierta manera, la prioridad gubernamental de
hacer justicia a los residentes de las comunidades pobres del país. A la
fecha de la redacción de este informe se había impactado a 176
comunidades especiales con la construcción de 6,425 unidades en
rehabilitación, 2,256 unidades de nueva construcción y 25 proyectos de
infraestructura.

La rehabilitación de centros urbanos es otro esfuerzo prioritario del
Departamento durante esta etapa el cual se estableció, con el objetivo
de rescatar las zonas urbanas del deterioro y de fomentar la repoblación
de los centros urbanos con proyectos de viviendas, áreas comunes,
parques y espacios recreativos. La rehabilitación de los centros urbanos
tiene que estar predicada en varios factores incluyendo la diversidad de
usos, en un equilibrio social de su población y en la reducción de la
dependencia del automóvil. Con esto en mente, se concibió el plan para
la revitalización del centro urbano de Santurce, el cual consiste
principalmente de lo siguiente:

• la construcción de 2,000 unidades de viviendas en 15
proyectos con precios que oscilan entre los $133 mil a los $500
mil

• el desarrollo de un complejo residencial de 120 unidades
residenciales para personas de edad avanzada de escasos
recursos que pagarán hasta máximo de $100 de alquiler
mensual

• la construcción de 3,200 nuevos estacionamientos
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Juana Díaz. Comunidad Callejón Los Buenos antes de la revitalización del 2002.

Juana Díaz. Comunidad Especial Callejón Los Buenos después de la revitalización del 2002.
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• la construcción de 200 mil pies cuadrados de espacios
comerciales para satisfacer las necesidades de servicios básicos
de la población del área tales como: farmacias, colmados,
servicios profesionales, restaurantes, cafés. Este esfuerzo
redundará en la generación de una actividad que fortalecerá la
economía local

• la inversión total de estos 15 proyectos es de unos $900
millones ($700 millones de fuentes privadas y $200 millones de 
recursos públicos), creando unos 9,000 empleos

Por otro lado, consciente de la escasez de vivienda para familias de
bajos o moderados ingresos, que aún hoy persiste, el esfuerzo
encaminado por el Departamento de la vivienda en el 2001 propició la
rehabilitación y la nueva construcción de 50,941 unidades de vivienda
en un plazo de cuatro años y a través de una inversión que supera los
$3,500 millones provenientes tanto del gobierno estatal como del
federal. Este esfuerzo se encaminó a través de los diferentes programas
del Departamento. Para visualizar el resultado del esfuerzo

Santurce. Imagen proyectada del edificio “Professional Building” en la Avenida de Diego. Primer edificio
remodelado bajo el Plan de Revitalización del Centro Urbano de Santurce. Al momento de la redacción de
este documento se encontraba en un 65% de construcción. Este proyecto provee 400 espacios de
estacionamiento, 38,160 pies cuadrados de área comercial y 56 unidades de dos y tres habitaciones.

Santurce. Foto de la derecha, Inmaculada Elderly, se comenzó a construir en agosto del 2003,
constituyendo el segundo proyecto del Plan, con 120 unidades de una habitación para personas mayores,
117 espacios de estacionamientos y 7,000 pies de área comercial. Foto de la izquierda, imagen proyectada
del tercer proyecto bajo el Plan, Villas del Parque se comenzó en agosto de 2003, cuenta con 30 unidades
de tres habitaciones, 64 espacios de estacionamiento y 1,485 pies cuadrados de área comercial.

Santurce. Ciudadela es el cuarto proyecto iniciado a través del Plan, con 513 apartamentos, 2,000
estacionamientos y 150,000 pies cuadrados de espacio comercial. El 100% de estos apartamentos fue
opcionado en un fin de semana.



gubernamental a partir de 2001, se presentan a continuación varias
fotografías de viviendas de los proyectos desarrollados por programa,
así como un mapa que revela la cantidad de unidades de vivienda
impactadas por el Departamento durante el periodo 2001-2004.

Al finalizar el año 2004, la Secretaria del Departamento de la
Vivienda esbozó en su informe de transición las siguientes
recomendaciones: 

• continuar con énfasis el Programa de Revitalización de los
Centros Urbanos y el desarrollo de las comunidades
planificadas 

• ampliar la misión del Departamento para que sea el ente
responsable tanto del desarrollo de la vivienda de interés social
como de las viviendas de alto costo o costos moderados de
manera que se planifique estratégicamente el uso del terreno a
través del desarrollo de los centros urbanos y las comunidades
planificadas

• establecer un nuevo Programa de Rehabilitación de la
Vivienda en su sitio, principalmente en los centros urbanos
mediante un Programa de Préstamos para Rehabilitación
donde se ofrezca a la ciudadanía un interés mínimo para
financiar esta obra y ayudar así a estas familias y por ende a la
revitalización de los centros urbanos

• continuar la inclusión de más residenciales en el Programa de
venta, explorando la alternativa cooperativista y fomentando el
orgullo de ser dueño

• finalmente, integrar las oficinas regionales de cada una de las

agencias adscritas del Departamento, dado que éstas están
dispersas y por lo tanto el servicio es especializado por
programa. Procede ofrecer todos los servicios, tal y como se
ofrecen hoy en San Juan, en una sola localidad por región. Esto
permitirá ofrecer orientación y atención de forma integrada a
la luz de las necesidades y a la situación de cada cliente lo que
propiciará una calificación mas efectiva

La observación de las obras de vivienda de interés social en Puerto
Rico vista a través del tiempo nos revela cuan significativa ha sido la
intervención del gobierno. Una revisión de los datos que se presentan
al final de este capítulo, nos muestra que a partir de 1941 se ha
construido más de medio millón de unidades de vivienda de interés
social, con un monto aproximado de más de $5 billones de dólares.

De manera sucinta, este marco de la evolución histórica de la
vivienda de interés social que hemos descrito, prentende esbozar desde
sus inicios, la trayectoria del comportamiento legal, institucional y de
acción programatica de la política pública al respecto. En retrospectiva
no debemos perder de vista que en la preocupación constante por parte
del Estado, está presente el mejoramiento de la calidad de vida de las
familias de bajos y moderados ingresos por medio del usufructo de una
vivienda digna, segura y que brinde integridad personal y comunitaria.
Para el Estado es mandatorio, que para alcanzar un desarrollo
económico creciente, sostenido y de mayor calidad de vida, la
evolución natural del crecimiento poblacional deberá ser armonizar
con un vigoroso programa gubernamental de vivienda para las futuras
generaciones en Puerto Rico.
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Unidades: 5,621

POLOS REGIONALES: Polo Oeste

Polo Norte
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Polo Norte Metro
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Polo Este
Unidades: 10,785

Polo Sur
Unidades: 11,076

Polo Montaña
Unidades: 5,896

Polo Norte Polo Este Polo Sur Polo MontañaPolo Norte Metro

Unidades de vivienda de interés social desarrolladas a partir del año 2001
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Gran Total
Año Natural Proyectos Unidades Inversión 
1941 12 2,561 4,640,330 
1942 21 5,749 4,218,067 
1943 37 7,377 1,424,000 
1944 45 9,494 322,000 
1945 31 4,750 218,000 
1946 12 1,605 4,767,738 
1947 10 2,472 321,000 
1948 31 5,369 7,721,757 
1949 17 4,021 7,343,233 
1950 21 2,743 1,419,600 
1951 34 5,270 8,748,010 
1952 19 3,253 8,785,612 
1953 45 7,331 40,954,636 
1954 61 16,318 65,527,522 
1955 60 8,253 10,447,535 
1956 92 13,908 22,499,447 
1957 78 7,083 6,911,000 
1958 71 4,891 6,092,006 
1959 79 9,221 36,196,375 
1960 121 10,196 32,903,213 
1961 114 9,240 25,481,543 
1962 144 13,559 43,636,988 
1963 140 9,010 28,245,965 
1964 156 9,491 36,244,174 
1965 163 8,775 35,393,221 
1966 133 8,313 43,238,478 
1967 145 8,639 62,818,18 

Gran Total
Año Natural Proyectos Unidades Inversión 
1968 137 9,286 92,739,049 
1969 120 8,189 74,952,653 
1970 120 8,903 87,622,227 
1971 138 11,897 143,401,005 
1972 148 9,599 94,081,737 
1973 143 13,879 155,293,295 
1974 125 17,257 129,805,063 
1975 165 22,087 133,060,880 
1976 152 19,535 217,045,232 
1977 90 12,101 133,273,242 
1978 95 10,032 154,616,213 
1979 85 9,032 161,224,765 
1980 92 12,377 155,521,850 
1981 108 12,036 290,210,571 
1982 86 9,982 319,522,882 
1983 72 6,679 244,396,539 
1984 38 4,111 119,423,102 
1985 34 2,960 85,691,977 
1986 25 2,116 46,107,332 
1987 32 2,722 35,591,786 
1988 40 2,344 34,661,028 
1989 21 1,690 13,633,000 
1990 16 880 6,000,000 
1991 5 550 7,845,528 
1992 -   1,397 -   
1993 3 5,657 1,959,888 
1994 67 11,802 64,358,184 

Tabla II.7
Proyectos de vivienda de interés social por unidades e inversión; 1941-2001



Gran Total
Año Natural Proyectos Unidades Inversión
1995 53 4,787 93,284,121 
1996 41 4,253 63,303,233 
1997 30 1,494 80,372,819 
1998 61 8,067 20,857,850 
1999 43 3,000 55,299,147 
2000 73 9,311 30,120,877 

Gran Total
Año Natural Proyectos Unidades Inversión
2001 23 1,292 49,275,318 
2002 92 16,513 497,215,057 
2003 247 17,502 654,840,381 
2004 180 15,634 785,789,017 
Totales 4,892 509,845 5,878,916,483

Fuente: Departamento de la Vivienda, Oficina de Estadística 
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Tabla II.8
Residenciales por municipio, fecha de primera ocupación y cantidad de edificios; 1941-1999

Cont. Tabla II.7

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Ponce de León Ponce 30 02/28/41
Portuguez Ponce 17 05/31/41
Las Casas San Juan 34 06/30/41
Caribe Ponce 30 08/31/41
San Agustin San Juan 4 08/31/41
San Antonio San Juan 5 03/31/42
Columbus Landing Mayaguez 44 04/30/42
Rosendo Matienzo Cintrón Cataño 15 11/30/46
Fernando Calimano Guayama 17 09/30/48
Santiago Iglesias Ponce 34 06/30/49
Puerta de Tierra San Juan 11 09/30/51
Liborio Ortíz Aibonito 23 11/30/52
Agustin Ruíz Miranda Hatillo 15 11/30/52
Ext. Manuel Zeno Gandía Arecibo 52 03/31/53
Juan Jiménez García Caguas 32 03/31/53

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Francisco Figueroa Añasco 30 03/31/53
Felipe Sánchez Osorio Carolina 31 03/31/53
José Castillo Sabana Grande 28 03/31/53
Virgilio Dávila Bayamón 52 05/31/53
Fernando Sierra Berdecía Ciales 20 05/31/53
Enrique Catoni Vega Baja 20 06/30/53
Ignacio Morales Naguabo 20 07/31/53
Pedro J. Rosaly Ponce 20 09/30/53
Dr. Padre Berrios Yabucoa 19 10/31/53
Zenon Díaz Varcarcel Guaynabo 27 11/30/53
Manuel Adames Camuy 10 11/30/53
Isidro Cora Arroyo 26 12/31/53
Fernando Luis García Utuado 28 12/31/53
El Toa Toa Baja 14 02/28/54
Dr. Ramón de la Pila Ponce 36 03/31/54
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Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Santa Rita Cabo Rojo 21 03/31/54
José H. Rámirez Río Grande 14 04/30/54
Francisco Vega Sánchez Vega Alta 16 04/30/54
Antonio Dávila Freytes Barceloneta 16 05/31/54
Pedro M. Descartes Santa Isabel 16 05/31/54
Manuel A. Pérez Río Piedras 73 06/30/54
El Dorado Dorado 12 06/30/54
Marini Mayaguez 14 06/30/54
Luis Llorens Torres San Juan 140 07/31/54
Jesus T. Piñeiro Canóvanas 23 07/31/54
Ramón P. Rodríguez Toa Alta 13 07/31/54
Sábalos Gardens Mayaguez 28 07/31/54
Dr. José N. Gandara Ponce 15 10/31/54
Franklin D. Roosevelt Mayaguez 31 03/31/55
Cuestas Las Piedras Mayaguez 23 03/31/55
José A. Gandara Moca 11 09/30/55
Ramón Marin Solá Arecibo 19 01/31/56
Nemesio R. Canales San Juan 65 06/30/56
Ext. Manuel A. Pérez Río Piedras 94 09/30/56
Ext. Dr. Pila I Ponce 9 07/31/58
José Celso Barbosa Bayamón 23 10/31/58
Padre Rivera Humacao 35 02/28/59
Andrés Méndez Liceaga San Sebastián 23 04/30/59
Luis Muñoz Morales Cayey 21 07/31/59
Luis Pales Matos Guayama 44 07/31/59
Trina Padilla de Sanz Arecibo 31 07/31/59
Aristides Chavier Ponce 49 08/31/59
El Recreo San Germán 45 08/31/59

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Narciso Varona Juncos 28 08/31/59
Padre Nazario Guayanilla 14 03/31/60
Enrique Landron Corozal 12 04/30/60
La Ribera Las Piedras 16 04/30/60
Residencial Aguada Aguada 17 05/31/60
José Guatier Bénitez Caguas 51 09/30/60
Praxedes Santiago Cidra 19 09/30/60
Antonio Marquez Arbona Arecibo 19 09/30/60
Dr. Rafael López Nussa Ponce 41 10/31/60
Yaguez Mayaguez 20 11/30/60
José V. Fortis Orocovis 10 05/31/61
Rvdo. Viga Salas Quebradillas 12 05/31/61
Luis Muñoz Rivera Guánica 20 05/31/61
Vista Hermosa San Juan 78 07/31/61
La Montaña Jayuya 10 10/31/61
Villas del Caribe Patillas 11 01/31/62
Manuel Hérnandez Rosa Mayaguez 36 01/31/62
Las Américas Lajas 8 04/30/62
Ernesto Ramos Antonini Río Piedras 84 06/30/62
El Carmen Mayaguez 26 06/30/62
Jardines de Guaynabo Guaynabo 10 07/31/62
Villa España San Juan 47 08/31/62
Vista Alegre Aguas Buenas 8 11/30/62
Las Palmas Coamo 8 11/30/62
Bella Vista Arecibo 28 11/30/62
Bellavista Salinas 14 12/31/62
Gabriel Soler Hormigueros 8 05/31/63
Juan Ferrer Maricao 5 05/31/63

Cont. Tabla II.8



Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Villas del Parque Juana Díaz 20 05/31/63
Agustin Stahl Aguadilla 70 05/31/63
Pedro Rosario Nieves Fajardo 28 06/30/63
Villa Universitaria Barranquitas 11 07/31/63
Diego Zalduondo Luquillo 14 07/31/63
Efraín Suarez Villalba 8 08/31/63
Luis del C. Echevarria Gurabo 13 08/31/63
Pedro Regalado Trujillo Alto 8 11/30/63
Raúl Castellón Caguas 25 12/31/63
Tomás Sorolla Morovis 8 01/31/64
Enrique Zorrilla Manatí 30 02/28/64
Los Flamboyanes Peñuelas 10 04/30/64
Valle Verde Adjuntas 11 06/30/64
San Patricio Loíza 8 07/31/64
José A. Ponte Aguadilla 31 07/31/64
Ernesto Ramos Antonini Ponce 34 08/31/64
Ext. Manuel A. Pérez II Río Piedras 42 09/30/64
Santa Rosa Rincón 10 10/31/64
Rafael Torrech Bayamón 26 01/31/65
Carmen Vda. De Matos Maunabo 8 06/30/65
Manuel Martorell Comerio 13 06/30/65
Jardines de Vieques Vieques 14 06/30/65
Rafael Hernández Mayaguez 30 06/30/65
Candelario Torres Naranjito 8 07/31/65
Cesar Cordero Dávila Hato Rey 33 07/31/65
Juana Matos II Cataño 20 10/31/66
Monte Hatillo Río Piedras 58 10/31/66
Mar Y Sol Mayaguez 17 02/28/67

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Juana Matos I Cataño 40 03/31/67
Jardines Selles Río Piedras 27 05/31/67
Juan García Ducos Aguadilla 25 06/30/67
Los Laureles Cayey 74 06/30/67
Sábalos Nuevo Mayaguez 29 07/31/67
Dr. Pedro J. Paluo Humacao 20 10/31/67
Santa Catalina Yauco 32 10/31/67
La Ceiba Ponce 36 01/31/68
Notre Dame Caguas 40 03/31/68
Las Margaritas I San Juan 38 04/30/68
Las Palmas Cataño 42 05/31/68
Alturas de Cupey Río Piedras 24 07/31/68
Jardines de Country Club Río Piedras 15 08/31/68
San Martín Río Piedras 26 08/31/68
Puerto Real Fajardo 19 09/30/68
Bernardino Villanueva Aguadilla 26 09/30/68
Jardines de Montellanos Cayey 47 09/30/68
Caguax Caguas 10 10/31/68
Jardines de Quintana Hato Rey 3 12/31/68
Riberas de Río Hondo Comerio 2 12/31/68
Sabana Abajo Carolina 66 01/31/69
Alejandrino Guaynabo 20 02/28/69
Catañito Gardens Carolina 6 02/28/69
San Fernando San Juan 20 06/30/69
Magnolia Gardens Bayamón 13 07/31/69
La Quinta Yauco 5 07/31/69
Jardines de Ceiba Ceiba 13 09/30/69
Juana Matos III Cataño 27 01/31/70

36

La Vivienda de Interés Social  en Puerto Rico

Cont. Tabla II.8
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Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Miraflores II Bayamón 5 01/31/70
Las Gladiolas I San Juan 2 02/28/70
Jardines de Campo Rico Río Piedras 29 03/31/70
Las Margaritas II San Juan 27 06/30/70
Jardines del Paraíso Río Piedras 39 06/30/70
Colinas del Marquez Vega Baja 3 06/30/70
El Trebol Río Piedras 3 07/31/70
Jardines Selles San Juan 10 07/31/70
Rámirez de Arellano Mayaguez 20 07/31/70
Brisas del Turabo II Caguas 16 08/31/70
Beatriz Lasalle Río Piedras 1 08/31/70
Brisas del Turabo I Caguas 26 10/31/70
Loma Linda Corozal 16 10/31/70
Los Rosales Aibonito 4 11/30/70
El Eden Coamo 31 12/31/70
Ext. Santa Catalina Yauco 9 01/31/71
Alturas de Country Club Carolina 9 01/31/71
Las Amapolas Río Piedras 30 02/28/71
Lagos de Blasina Carolina 19 02/28/71
Jardines de Cupey Río Piedras 27 03/31/71
Colinas de Magnolia Juncos 66 04/30/71
Alturas de Isabel Isabela 19 04/30/71
Las Margaritas III San Juan 22 04/31/71
Villa Evangelina II Manatí 53 04/31/71
Jardines de Cataño Cataño 23 05/31/71
Los Laureles Río Piedras 10 05/31/71
Leopoldo Figueroa Hato Rey 1 05/31/71
La Rosa Río Piedras 2 05/31/71

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

El Flamboyan Carolina 18 07/31/71
Las Violetas Vega Alta 10 07/31/71
La Alhambra Bayamón 8 08/30/71
Res. Parkhurst Las Piedras 4 09/30/71
Brisas del Mar Salinas 9 10/31/71
Turabo Heights Caguas 29 10/31/71
Los Rosales Ponce 22 12/31/71
Valle Alto Cayey 3 12/31/71
Los Alamos Guaynabo 28 12/31/71
Trasure Valley Cidra 9 12/31/71
La Rosaleda Guaynabo 11 12/31/71
Emiliano Pol Río Piedras 1 12/31/71
Los Cedros Carolina 2 12/31/71
Bonneville Heights Caguas 6 12/31/71
Santa Carolina Bayamón 20 12/31/71
Cana Bayamón 6 12/31/71
Las Gardenias Bayamón 8 02/28/72
Jardines de Yudely Las Piedras 4 03/31/72
Buena Vista Cayey 35 05/31/72
Villa del Río Naguabo 8 07/31/72
Monte Isleño Mayaguez 16 08/31/72
Los Mirtos Carolina 19 10/31/72
Dos Ríos Ciales 5 10/31/72
Villa Evangelina III Manatí 12 10/31/72
Torres de la Sabana Carolina 5 01/31/73
Villa De Navarra Maunabo 100 01/31/73
El Prado Río Piedras 12 03/31/73
Covadonga Trujillo Alto 34 03/31/73

Cont. Tabla II.8



Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Brisas de Bayamón Bayamón 28 04/30/73
La Lorenzana San Lorenzo 9 06/30/73
Guarionex Quebradillas 15 06/30/73
Monte Park Río Piedras 19 07/31/73
Villa del Rey Caguas 11 08/30/73
La Esmeralda Carolina 4 08/31/73
Carioca Guayama 34 09/30/73
Lirios del Sur Ponce 29 10/31/73
Los Murales Manatí 21 10/31/73
Yuquiyu Loíza 6 10/31/73
Villamar Apartments Aguadilla 3 10/31/73
Country State Bayamón 1 11/30/73
Villa Evangelina IV Manatí 120 01/31/74
Jesus María Lago Utuado 85 03/31/74
Sierra Linda Bayamón 11 04/30/74
Ext. Dr. Pila II Ponce 13 05/31//74
Villa Marina Gurabo 4 07/31/74
Cuesta Vieja Aguadilla 12 07/31/74
El Coral Carolina 6 09/30/74
Las Gladiolas II San Juan 2 09/30/74
Jardines de Caparra Bayamón 13 09/30/74
El Cemí Luquillo 8 09/30/74
La Montaña Aguadilla 26 09/30/74
La Meseta Arecibo 9 11/30/74
Jardines de Concordia Mayaguez 17 12/31/74
Brisas de Cayey Caguas 24 04/30/75
Villa Monserrate Aguas Buenas 7 05/31/75

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Las Dalias Río Piedras 30 06/30/75
Villa Esperanza Río Piedras 23 12/31/75
Hatillo del Mar Hatillo 5 12/31/75
Perla del Caribe Ponce 3 06/30/76
Hacienda San Andrés San Sebastián 6 11/31/76
Los Lirios - Hoare San Juan 8 12/31/76
Rincón Taíno Santa Isabel 9 02/28/77
Jardines de Oriente Humacao 17 04/30/77
Los Peña Río Piedras 8 05/31/77
Las Acacias San Juan 2 06/30/77
Las Muñecas Aguadilla 14 08/31/77
Las Delicias Ponce 100 11/30/77
Santa Elena Yabucoa 60 06/30/78
Manuel F. Rossy San Germán 22 08/31/78
El Manantial Río Piedras 9 02/28/79
Plazuela Catalina Barceloneta 11 09/30/79
Leonardo Santiago Juana Díaz 8 09/30/79
José Tormos Ponce 11 09/30/79
Colinas de Magnolia Juncos 11 04/30/80
Torres del Río Naguabo 2 05/31/80
Máximo Miranda Villalba 10 09/30/80
Alegría Apartments Bayamón 15 01/31/81
Veve Calzada Fajardo 9 02/28/81
Carolina walk-up Carolina 9 04/30/81
Jardines de San Carlos Caguas 6 05/31/81
Bahia Guayanilla 50 05/31/81
Ponce Housing Ponce 10 07/31/81
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Cont. Tabla II.8
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Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Nuevo Manatí Manatí 10 07/31/81
La Ceiba Ceiba 8 07/31/81
Brisas de Cupey Río Piedras 12 10/31/81
Alturas de Cibuco Bayamón 100 10/31/81
Alturas de Vega Baja Vega Baja 81 10/31/81
Mayaguez Gardens Mayaguez 3 11/30/81
Villa Elena Ponce 7 11/30/81
Torres de Francia Hato Rey 1 12/30/81
Jardines de Guamaní Guayama 13 12/31/81
Jardines de Guánica Guánica 8 02/28/82
Los Laureles Bayamón 6 03/31/82
Jardines de Cidra Cidra 8 04/30/82
Los Rosales Trujillo Alto 30 05/31/82
Jardines de utuado Utuado 13 06/30/82
El Taíno Santa Isabel 27 06/30/82
Judely Las Piedras 6 07/31/82
Villa de Los Santos Arecibo 100 07/31/82
Valle real Fajardo 75 07/31/82
Santa Elena Río Piedras 6 09/30/82
Puesta del Sol Aguadilla 5 09/30/82
Residencial Yuquiyu Luquillo 6 09/30/82
Los Lirios Río Piedras 15 09/30/82
Jardines de Aguada Aguada 4 10/31/82
Antigua Vía Río Piedras 22 11/30/82
Alto Montellanos Cayey 15 11/30/82
Enudio Negrón Villalba 5 11/30/82
Roberto Clemente Carolina 18 12/31/82

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Carolina Housing Carolina 8 12/31/82
Villa Los Santos Arecibo 150 01/31/83
Villas del cafetal Yauco 79 02/28/83
Alturas de Ciales Ciales 50 02/28/83
Valencia - Cortijo Bayamón 70 03/31/83
Jardines de San Fernando Bayamón 70 04/30/83
Mabo Guaynabo 18 05/31/83
San Martín Juana Díaz 44 06/30/83
Las Guajanas Las Marías 55 06/30/83
Campo verde Bayamón 6 06/30/83
Coamo Housing Coamo 10 07/31/83
El Batey Vega Alta 9 07/31/83
Vista Atenas Manatí 9 07/31/83
Lomas del Jilguero Yabucoa 37 08/31/83
Jardines del Noroeste Isabela 98 09/30/83
Reparto San Antonio Barranquitas 62 09/30/83
Villa orocovis II Orocovis 2 09/30/83
Galateo Apartments Río Grande 2 09/30/83
Residencial Coquí Cataño 16 09/30/83
Bella Vista Bayamón 20 09/30/83
Alturas de Adjuntas Adjuntas 55 09/30/83
Villa de Sabana Toa Baja 10 10/31/83
Urb. La Cruz Moca 8 12/31/83
Los Dominicos Bayamón 100 12/31/83
El Mirador Caguas 2 12/31/83
Parque Sultana I Mayaguez 9 12/31/83
Flamboyan Gardens Mayaguez 38 01/31/84

Cont. Tabla II.8
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Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Naguabo Valley Naguabo 4 03/31/84
Villa Andalucía I Río Piedras 3 06/30/84
Villa Andalucía II Río Piedras 2 09/30/84
Park Court Río Piedras 9 10/31/84
Santa Catalina Carolina 14 12/31/84
Urb. Mattei I Jayuya 4 12/31/84
Jardines del Almendro Maunabo 9 12/31/84
Urb. Mattei II Jayuya 10 12/31/84
Villas de San Lorenzo San Lorenzo 1 03/31/85
Rafael Martínez Nadal Guaynabo 6 04/30/85
Villa Real Patillas 18 10/31/85
Mayaguez Housing I Mayaguez 2 10/31/85
Parque San Agustín San Juan 3 11/30/85
La Guadalupe Ponce 50 02/05/86

Residencial Municipio Cantidad Fecha de 
de Edificios Ocupación

Ponce Housing Ponce 96 04/30/86
Los Robles Aguada 62 06/30/86
Quintas de Barceloneta Barceloneta 6 07/31/86
Florida Housing Florida 3 09/30/87
Loma Alta Carolina 2 08/31/88
Cidra Housing Cidra 40 02/28/89
Mayaguez Housing II Mayaguez 13 06/31/91
Vistas de Guayama Guayama 50 06/30/95
Golden View Ponce 50 02/05/96
Copper View Ponce 50 02/05/96
Silver View Ponce 50 08/08/96
La Granja Caguas 25 08/30/96
Hayuya II Jayuya 50 08/18/99

Fuente: Administración de Vivienda Pública 

Cont. Tabla II.8



41

Cápitulo 2 •  La Evolución Histórica de la Vivienda de Interés Social

Ejemplos de varios proyectos realizados entre el 2001 y 2004
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Cont. Ejemplos de varios proyectos realizados entre el 2001 y 2004
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Cont. Ejemplos de varios proyectos realizados entre el 2001 y 2004
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Capítulo 3
Necesidad, Demanda y Oferta de la Vivienda
de Interés Social para el 2025: Implicaciones
para la Política Pública

“

”

Me parece claro que una

comunidad angustiada lo que

reclama de sus lideres—de sus

líderes intelectuales, religiosos,

científicos, culturales, políticos—

es duro pensamiento creador,

hondo entender de humanidad.

Luis Muñoz Marín, 1949
Discurso inaugural del primer
gobernador de Puerto Rico
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[A] INTRODUCCIÓN

En este capítulo se examinan las tendencias en la necesidad, la
demanda y la oferta de vivienda para el 2025. El enfoque considerado
intenta reconocer los factores determinantes que configuran y
consolidan a un grupo de tendencias socio-económicas y ambientales
del entorno de la sociedad puertorriqueña para las próximas dos
décadas. Estos mismos factores generan un grupo de implicaciones
para la formulación de la política pública sobre el desarrollo de vivienda
de interés social, que transcienden por igual, a la política sobre el uso
de terrenos, la salud pública y ambiental, y por ende, en el desarrollo
económico per se.

Para visualizar la conceptualización integral de la política pública
sobre la vivienda de interés social para el Puerto Rico del 2025, es

necesario examinar los componentes causales que relacionan los
mismos, dentro de un marco macro-social que se esquematiza en el
Diagrama 1. Los componentes dentro de este diagrama 
relacionan de manera causal los elementos planteados en el párrafo
anterior.En primer lugar, las tendencias socio-económicas surgen de
tres dimensiones que son: (1) la dimensión demográfica; 
(2) la dimensión socio-económica, y (3) dimensión ambiental-espacial. 
Estas tres dimensiones traen como consecuencia unas implicaciones
socio-económicas, que repercuten sobre la necesidad de vivienda, la
demanda y la oferta. Las anteriores implicaciones traen consigo 
una reevaluación y ponderación de política pública que a su vez
requiere de unas determinaciones para configurar un nuevo 
esbozo de los programas e iniciativas atemperadas a los nuevos
escenarios. 

Dimensiones Estructurales Implicaciones socio-económicas Implicaciones de la vivienda: 
necesidad vs demanda Implicaciones de política pública Determinaciones de política pública

Demográfica

Socio-Económica

Ambiental/Espacial
(Eco-Sistema)

• Crecimiento poblacional: natural y migración 
neta

• Formación de hogares/tamaño de la familia
• Expectativas de vida/mortalidad y morbilidad
• Mayor proporción de envejecientes
• Emigración hacia suburbios/fuera área metro 

San Juan
• Generaciones X/Y/Z

• Nivel de productividad/ por sectores/por 
ocupación

• Generaciones tecnológicas/industria/ 
ocupación

• Tasa de participación laboral: mujer y hombre
• Tasa de desempleo/niveles de pobreza
• Poder adquisitivo/inflación/ crédito/ ahorro

• Usos de terrenos/disponibilidad para vivienda
• Densidad poblacional/zona metro SJ/ perifería
• presión sobre recursos/infraestructura
• Uso alterno de los recursos naturales: mar y 

aire

• Reevaluación construir/financiar/subsidio
• Reevaluar condiciones atípicas vivienda 
• Reevaluar programas rehabilitación/ 

mantenimiento de viviendas

• Ensachamiento de la brecha (gap) entre 
poder de compra y precio vivienda

• Participación activa y efectiva del Estado 
en la provisión de vivienda

• Ponderar "costo de oportunidad" en el uso 
del terreno conforme rendimiento social

• Ponderar la sustentabilidad
• Evaluar el desparramiento urbano
• Evaluar el uso intensivo de la tierra

• Uso efectivo de los programas de 
subsidio/ crédito/otros instrumentos de 
financiamiento

• Mayor flexibilidad en la concesión del 
crédito

• Enfasis en la planificación de tipos de 
construcción de uso intensivo tierra 
(i.e.; walkup, townhouses, etc.)

• Plan integral 
• Uso intensivo de recursos naturales 

alternos a la tierra

Necesidad de vivienda

• Población y familias crece ritmo menor
• Necesidad de vivienda crece 
• Hogares con condiciones especiales

Demanda de vivienda

• Crecimiento moderado
• Distribución ingresos/ deteriora
• Capacidad de compra/crédito/ moderada
• Aumento familias no- tradicionales

• Construcción de hogares/walk-
up/townhouse

• Asentamientos urbanos alternos
• Costo desarrollo proyectos de vivienda

Diagrama I
Enfoque en la Política Pública en el Sector de la Vivienda de Interés Social en el Puerto Rico del 2025
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[B] LAS DIMENSIONES ESTRUCTURALES

Para la formulación de una política pública sobre vivienda de interés
social congruente con un posible escenario de desarrollo económico
para Puerto Rico, debemos examinar, en primer lugar, las tendencias
más relevantes que moldearán las bases de la organización social en el
2025. Estas se pueden clasificar, como hemos ya expresado, en tres
dimensiones estructurales: 

1- la dimensión demográfica,
2- la dimensión socio-económica, y, 
3 la dimensión ambiental- espacial (eco-sistema).

En la Tabla III.1 se presentan algunos de los elementos
relevantes que emergen dentro de cada una de ellas, las cuales están
interrelacionadas, es decir, que ninguna de ellas es mutuamente
excluyente dentro de un contexto sistémico. 

Tabla III.1
Las tres dimensiones estructurales para el Puerto Rico del 2025

Demográfica
• crecimiento poblacional: natural y migración neta
• formación de hogares/tamaño de la familia
• expectativas de vida/mortalidad y morbilidad
• mayor proporción de envejecientes
• emigración hacia suburbios/fuera área metro San Juan
• generaciones X/Y/Z

Socio-económica
• niveles de productividad/por sectores/por ocupación
• generaciones tecnológicas/industria/ocupación
• tasa de participación laboral: mujer y hombre
• tasa de desempleo/niveles de pobreza
• poder adquisitivo/inflación/crédito/ahorro
• capital social y estabilidad social

Ambiental-espacial
• uso de terrenos/disponibilidad para vivienda
• densidad poblacional/ zona metro SJ/ periferia
• presión mayor sobre los recursos naturales y la infraestructura
• uso alterno de los recursos naturales: mar y espacio

Fuente: los autores

No cabe duda que la discusión pormenorizada de cada uno de estos
elementos pudiera ser trascendental en el entendimiento de las
tendencias socio-económicas y ambientales. Sin embargo, por razones
de espacio, nos vemos obligados a reducir su esbozo y el detalle
exhaustivo, sin perder de vista su relevancia.

1. Dimensión demográfica
En la dimensión demográfica, se resalta la fuerte tendencia hacia

una pirámide poblacional característica de los países desarrollados. En
estos países, el indicador de la edad mediana tiende a aumentar debido
a una combinación simultánea de efectos tales como el aumento de la
expectativa de vida y a las reducciones en la tasa de mortalidad y de
nacimiento para el 2020 y 2030. Las proyecciones de la Junta de
Planificación y del Censo Federal (U.S. Bureau of the Census,
International Data Base) para Puerto Rico presentan un estimado de
población de 4,109,050 y 4,113,758 habitantes, respectivamente. El
incremento de la población total sería de 554,186 personas para una
tasa de crecimiento de 8%, pero para aquellas de 65 años y más, la tasa
de crecimiento sería de 99.5%. 

Con relación a la dimensión demográfica, un ejercicio de
interpolación para el 2025 nos permite observar que la población
podría alcanzar 4,111,404 habitantes. Sin embargo, la estructura
poblacional de 2025 deberá ser significativamente diferente a la del año
2000. En la Tabla III.2 se presenta que ambas estructuras evidencian
que la población de 65 años y más alcanzaría para el 2025 un 22.8% del
total. En cambio, en el año 2000 esta proporción era tan sólo el 11.2%.cont.
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Debido al comportamiento de esta estructura poblacional, se espera
que la demanda por servicios de salud y facilidades médico
hospitalarias, recreativas y de otras amenidades, observen cambios
significativos en las condiciones de la edad, movilidad física y
preferencias socio-culturales. De igual manera, se esperan cambios en
las necesidades de vivienda, tales como el surgimiento de nuevas
características en el tipo de vivienda, en el uso del espacio, el
surgimiento de nuevas generacionales de jóvenes que logren la
emancipación temprana, y posean la madurez para enfrentar
responsabilidades sociales y otras.

Tabla III.2
Población en Puerto Rico por clases de edad: 2000 y 2025

Clases de edad 2000 2025 Cambio
menos de 5 años 295,406 223,699 -71,707
5 a 9 305,162 231,226 -73,937
10 a 14 305,800 241,551 -64,250
15 a 19 313,436 244,273 -69,164
20 a 24 301,191 242,337 -58,855
25 a 34 534,332 483,610 -50,722
35 a 44 515,663 524,089 8,426
45 a 54 463,036 543,918 80,882
55 a 59 188,883 269,479 80,596
60 a 64 160,564 259,272 98,708
65 a 74 240,951 455,919 214,968
75 años y más 184,186 392,036 207,850
Total 3,808,610 4,111,404 302,794
18 años y más 2,714,180 3,268,366 554,186
65 años y más 425,137 847,954 422,817

Fuente: U.S. Department of Commerce, U.S. Bureau of Census. 2000 Census of Population.

2. Dimensión socio-económica
No cabe duda que la nueva generación de sectores industriales

asociados a la Era de la Informática, Digitalización, Robótica,
Biotecnología, Mapa del Genoma Humano y la posibilidad de
producción de fármacos, Telecomunicaciones, entre otras, generen
nuevas tendencias en la productividad, en la convergencia tecnológica
interindustrial y, como resultado, un grupo de nuevas ocupaciones y
destrezas en la manufactura y servicios los cuales serán claves para la
generación de nuevas fuentes de riqueza e ingresos. En la economía
local, sin embargo, estas mismas tendencias de tecnologías emergentes
podrían ser aglutinadoras de elementos sociales que propendan a
mantener, o en su defecto, crear mayores niveles de desigualdad social
en las diversas maneras y manifestaciones de generación de riqueza e
ingresos entre los grupos y las clases sociales. Estas desigualdades
surgen, en gran medida, de las nuevas formas de creación de riqueza y
de nuevas corrientes tecnológicas. Por lo regular, estas nuevas
corrientes generan desajustes típicos con el sistema de educación y de
normas, leyes y valores, que podrían ahondar desigualdades sociales y
económicas. Se añade en esta dimensión el capital social y sus
componentes que permiten la estabilidad de la sociedad y que
persiguen reducir los niveles de violencia, consumo de estupefacientes,
alcoholismo, indolencia, corrupción y otros males.

3. Dimensión ambiental
En la dimensión ambiental-espacial se aglutinan elementos tales

como disponibilidad de tierras, presión demográfica hacia el uso de la
tierra, la posible reducción en la densidad poblacional de la zona
metropolitana de San Juan y del posible uso de otros recursos alternos
a la tierra. Es altamente probable que en las próximas décadas se tenga
que configurar, por parte de la Legislatura y del Poder Ejecutivo, un
nuevo plan integral del uso de la tierra, de manera tal, que se provea el
marco jurídico-institucional para su utilización óptima. El uso irracional
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de la tierra, frente a una precaria condición de escasez, puede
agudizarse a medida que nos acercamos a unos niveles críticos en la
concesión de permisos para urbanizar en aquellos espacios que aún se
encuentren disponibles. Este plan permitirá el desarrollo adecuado
tanto de la vivienda de interés social como aquella del mercado y podrá
orientar a los desarrolladores y constructores a mantener una expansión
ordenada y sustentable en las próximas décadas.

[C] LAS IMPLICACIONES PARA LA NECESIDAD Y 
LA DEMANDA DE VIVIENDA

Las tres dimensiones discutidas nos conducen a un grupo selecto de
implicaciones para la vivienda pública y privada. De manera somera
podemos establecer que las tendencias en la dimensión demográfica
inciden sobre las necesidades de vivienda; las tendencias en la
dimensión socio-económica sobre la demanda de la vivienda, y aquellas
en la dimensión ambiental-espacial sobre la oferta de vivienda.

En el caso de las necesidades de vivienda, se puede esperar que el
crecimiento en la población y en la formación de hogares (familias)
crezca a un ritmo menor a través del tiempo. En la Tabla III.3 se
presenta un estimado del cambio en la necesidad de vivienda generado
por los cambios poblacionales y en la formación de hogares. 
El estimado de población proviene de la Junta de Planificación y el U.S.
International Population Data, y la formación de hogares parte del
supuesto del parámetro de tres personas por unidad familiar para todos
los años considerados. La razón vivienda ocupada a hogares
evidenciada para el 2000, la suponemos constante para los años 
del análisis.

Nótese que es clara la tendencia declinante en la necesidad de
vivienda entre el 2000 y el 2025, sin considerar aquellas acumuladas al
año 2000. El gran total entre el 2000 y el 2025 alcanza una necesidad
de 122,741 unidades, sin considerar aquellas viviendas calculadas en el
2000. Si se considerara la necesidad de vivienda estimada en el 2000 de
49,432 unidades, entonces, el total acumulativo de unidades para el

2025 llegaría a 172,173 viviendas. Dado este estimado, la
oferta de vivienda tendría que incrementarse a razón de
6,890 unidades por año. En los últimos veinte años (1983
al 2003), el aumento anual promedio de nueva vivienda
privada es 12,165 unidades y de vivienda pública de 509
unidades. Sin embargo, estos números no pueden
conducirnos a la conclusión sencilla de que la necesidad
de vivienda pueda estar totalmente cubierta sino se toma
en consideración la capacidad de compra de las familias
puertorriqueñas. 

En la dimensión socio-económica se resalta el
aumento de las familias no-tradicionales tales como
madres solteras, padres solteros, parejas consensuales,
entre otras, las cuales inciden sobre la demanda efectiva
de vivienda. Se añade, al igual, la capacidad de compra,
acceso al crédito y los niveles de ingresos de parte de las

Tabla III.3
Población, hogares, vivienda y necesidad de vivienda

2000, 2005, 2010, 2015, 2020 y 2025

Año Población Hogares Vivienda Cambio en la necesidad 
de vivienda

2000 3,808,610 1,261,325 1,418,476 N/A
2005 3,916,632 1,305,544 1,468,204 49,728
2010 4,000,777 1,333,592 1,499,747 31,543
2015 4,054,914 1,351,638 1,520,041 20,294
2020 4,109,050 1,369,683 1,540,335 20,294
2025 4,111,404 1,370,468 1,541,217 882
Total 122,741

Fuente: Junta de Planificación, Negociado del Censo http://www.jp.gobierno.pr.
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familias puertorriqueñas. Si consideramos estos elementos con la
tendencia alcista en el precio promedio de una vivienda en Puerto Rico,
se podría estimar la razón conocida como Housing Affordability Ratio
(HAR), cuya traducción al español podríamos llamarla como Razón de
Costeabilidad de la Vivienda (RCV). Esta razón es el cociente entre el
precio promedio de un hogar y el ingreso familiar. Un ejercicio
hipotético, por ejemplo, sería el siguiente: si usamos la razón
tradicionalmente usada de tres (3.0), este indicaría que el precio de la
vivienda promedio es tres veces superior al ingreso familiar promedio.
Es decir, que si la RCV es mayor de tres, mayor dificultad o menor
capacidad de compra tendría la familia promedio para adquirir una
vivienda al precio prevaleciente del mercado. 

Utilizando los datos de los Censos de 1980, 1990 y 2000 hemos
estimado la RCV para Puerto Rico (Ver Tabla III.4). Partimos de la
utilización de la mediana del valor de una vivienda para cada año censal

y el ingreso mediano por familia, también de la misma fuente citada. El
crecimiento anual promedio del ingreso mediano familiar entre 1980 y
2000 fue 5.3% mientras que 6.9% para el precio de la vivienda.
Igualmente, usando estos parámetros proyectamos la RCV para los
años 2005, 2010, 2020 y 2025. En el año 2000, la RCV se estima en 4.5,
mostrando una tendencia alcista con respecto a sus valores anteriores.
En el 2025, se estima la RCV de 6.7. 

Basado en el comportamiento expresado de RCV que aparece en la
Tabla III.4, presentamos la Gráfica III.1, que muestra la brecha entre el
valor mediano de una vivienda y el ingreso mediano familiar en dos
partes; la evidencia histórica (1960 al 2000) y la proyectada (2005 al
2025). En la primera se nota un aumento consistente pero atenuado de
la brecha entre ambos valores, cuya separación no implica un
comportamiento que no pueda ser atendido por las decisiones de
política pública y que redunde en altos niveles de costos sociales. Sin

embargo, las proyecciones de esta tendencia
son altamente preocupantes, más que todo,
para las decisiones de política pública en el
área de vivienda para los estimados hasta el
2025. Nótese que valor mediano de una
vivienda para el 2025 podría llegar a alcanzar
$397,519 por unidad y que el ingreso mediano
familiar sólo alcanzaría $59,606. Si el RCV
fuera tres (3.0), entonces, el ingreso familiar
promedio debería ser $119,256, lo cual implica
que la insuficiencia de ingresos es $59,650, o
sea, una cantidad muy similar al ingreso
familiar proyectado. Esta insuficiencia de
ingresos provocaría que una alta proporción
de la población carezca de los recursos
adecuados para la adquisición de una vivienda
típica, lo que conllevaría a un alto nivel de
demanda de vivienda de interés social. Un

Tabla III.4
Razón de costeabilidad de una vivienda (RCV)

Ingreso mediano familiar y valor mediano vivienda 

Año Ingreso mediano familiar Valor mediano vivienda Razón de costeabilidad 
de una vivienda

1980 $5,933 $19,800 3.3
1990 $9,988 $36,200 3.6
2000 $16,543 $75,100 4.5

Proyecciones 
2005 $21,377 a/ $104,805 b/ 4.9
2010 $27,624 $146,261 5.3
2020 $46,127 $284,849 6.2
2025 $59,606 $397,519 6.7
a/ se usa una tasa de crecimiento del ingreso de 5.3% b/ se usa tasa de crecimiento anual promedio 6.9%

Fuente: U.S. Census of Population, varios issues.



estimado conservador que se presenta en este trabajo muestra que la
demanda de vivienda de interés social podría alcanzar un total de
101,500 unidades, lo que representaría un 59% de la necesidad de
vivienda para el 2025. 

[D] IMPLICACIONES Y DETERMINACIONES DE POLÍTICA PÚBLICA

Presentado lo anterior, el Departamento de la Vivienda, en el
descargue de su deber ministerial deberá ponderar y evaluar,
conjuntamente con todas aquellas agencias públicas y privadas, las
tendencias e implicaciones expuestas para el esbozo de una política
social óptima sobre la vivienda de interés social en Puerto Rico. Por un
lado, el surgimiento de la necesidad de vivienda para el 2025 plantea la
reevaluación de aquellos aspectos asociados a la construcción,
financiamiento, rehabilitación o de otorgación de subsidios. Por el lado
de la demanda de vivienda, se deberá reevaluar y ajustar la brecha
existente y proyectada entre el poder de compra de las familias y el
precio de la vivienda, la cual se estima en 6.7 para el 2025. 

Por el lado de la dimensión ambiental en donde se plantean
conflictos ineludibles por parte de la política social del Estado y los
desarrolladores en torno al costo de oportunidad en el uso de la tierra,
los rendimientos sociales, el desparramamiento urbano y la intensidad
de uso de los recursos, será necesario la formulación de un modelo
costo-beneficio que incorpore todos los aspectos sociales mencionados
de forma tal que la determinación de política pública esté atemperada
a los posibles escenarios del 2025. Estos escenarios una vez evaluados
deberán perseguir un desarrollo sustentable en el uso eficaz, eficiente y
efectivo de los recursos naturales, sin perder de vista los principios de
reciclaje, utilización de los materiales en la construcción, y otros
aspectos de habitat urbano. 

¿Qué posibles determinaciones de política pública en torno a la
vivienda de interés social podríamos esperar por parte del Estado? La
dimensión demográfica y su cadena de efectos repercutivos nos
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conduce a proponer una política pública que proponga iniciativas
propicias de programas de subsidios e incentivos a los constructores y
rehabilitadores que persigan la repoblación de los cascos urbanos
tomando como plan piloto el proyecto de revitalización de Santurce. Se
debe incluir el financiamiento para hogares con características o
condiciones físicas especiales tanto para envejecientes, minusválidos,
plusválidos, así como complejos de vivienda con mini-centros de salud
integrados, etc.

La dimensión socio-económica nos conduce a la incorporación de
medidas de acción conducentes a reducir la brecha entre el precio de la
vivienda y el ingreso familiar (razón RCV). Se puede considerar la
rehabilitación de viviendas, viviendas pre-fabricadas y otras
modalidades que puedan reducir la tendencia en el costo de las nuevas
viviendas. Parece claro que las tendencias en las dimensiones
demográfica y socio-económica conducen a propiciar una política más
asociada a la rehabilitación de la vivienda más que a la construcción de
nuevas unidades. 

Por último, dentro de la dimensión ambiental-espacial surge la
determinación de utilizar de manera más intensiva el recurso tierra1. Se
acompaña a esta determinación la posibilidad de construir vivienda,
townhouses, walk-up, y otras modalidades que utilicen eficientemente
el espacio. Se puede añadir como modelo de utilización eficiente de

recursos, la casa solar que en la actualidad está bajo experimentación en
el Recinto de Mayagüez de la Universidad de Puerto Rico. La misma
contará con las comodidades de una residencia moderna y suplirá sus
necesidades energéticas de manera autosuficiente. Un cuarto de
baterías de aproximadamente 8’x4’ en la parte exterior de la casa
almacenará la energía producida por las placas solares que recubrirán el
techo y partes de la casa (ver foto).

1El uso intensivo se refiere a construir usando menos tierra por un mayor uso de espacio
vertical. El uso extensivo trae consigo un mayor desparramamiento en la construcción de
vivienda y por ende, en el uso del terreno. Este escenario, pudiera provocar conflictos desde
varios ángulos, altos costos presupuestarios por parte del Estado, presión hacia el uso efectivo del
espacio urbano y ambiental, el desarrollo sustentable de las comunidades, el uso óptimo de la
infraestructura, entre otros.
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Apéndice Técnico
Apéndice Técnico A: 
Los Determinantes de la Demanda y 
la Oferta de la Vivienda de Interés Social

“

”

La demanda y la oferta

mantienen el equilibrio de los

valores en la sociedad con

tanta firmeza como se

mantiene el nivel del mar: 

el artificio o la legislación

recibe su propio castigo, 

mediante reacciones,

superabundancia y quiebras.

Ralph Waldo Emerson, 1860
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[A] MODELO TEÓRICO GENERAL

El mercado de vivienda surge de la interacción de la demanda por
vivienda y de la oferta —capacidad de construcción de nuevas unidades
y de la rehabilitación de aquellas ya establecidas— por parte de los
constructores y desarrolladores. Realmente, el mercado de vivienda es
uno complejo que puede analizarse desde diversos ángulos. Por un lado,
la vivienda puede ser analizada tanto como un flujo de servicios o un
bien de inversión. De otra parte, se puede analizar desde la perspectiva
geográfica al segmentar por regiones como por niveles de ingreso y
riqueza de las familias. Además, puede responder el análisis al nivel de
desarrollo socio-económico en que se encuentre el país. El nivel de
construcción de nuevas viviendas al igual que la calidad de su inventario
es el reflejo de la capacidad de crecimiento del país en un momento
dado. Otro ángulo de análisis surge del hecho que la necesidad o
demanda de vivienda es el reflejo, al igual, de la etapa en el ciclo de vida
de la familia1. Las necesidades de una familia varían con la edad del jefe
de la unidad familiar, edad de los hijos, dependientes dentro del hogar,
etc. En resumen, todos estos ángulos añaden dimensiones diversas y a
veces traslapadas en el análisis del mercado de la vivienda pues la
misma no se considera un bien homogéneo, sino más que nada, uno
heterogéneo. 

Como en todo mercado, el bien intercambiado en el mercado de la
vivienda es uno con características muy propias. En el caso de la
vivienda, los economistas concuerdan que las características de la
vivienda como un bien son: 

a- alto costo de oferta
b- durabilidad
c- heterogeneidad, e
d- inmovilidad de localización

Estos elementos inherentes en el bien tangible llamado vivienda,
apartan el análisis económico del enfoque tradicional neoclásico en el
cual se visualizaba a la vivienda como un bien de consumo homogéneo.
Un enfoque teórico más contemporáneo enfoca al mercado de la
vivienda como uno en varias vertientes: (a) como un activo duradero o
una inversión; (b) un bien multidimensional; y (c) con características,
atributos, y condiciones socio-espaciales interdependientes. 

El lado de la oferta de este mercado, se compone por los diversos
agentes económicos encargados de la generación de nuevas unidades o
de la rehabilitación de las mismas. La oferta está en función de los
costos de construcción, el costo y la disponibilidad de los terrenos, las
reglamentaciones y la política pública sobre la utilización de los
terrenos y la valoración gubernamental de la vivienda, entre otros
determinantes. 

El lado de la demanda está compuesto por la formación de nuevas
familias que tienen el poder de compra, acceso a fuentes de
financiamiento, la capacidad de crédito, la riqueza acumulada, entre
otros. Los conceptos de necesidad de vivienda, la demanda latente y la
demanda efectiva deben ser distinguidos y separados. La necesidad de
vivienda surge de la formación de nuevos hogares en un mercado sin
considerar su capacidad de endeudamiento, ingreso o riqueza. La
misma puede surgir por dos aspectos: los incrementos poblaciones y
por las unidades inadecuadas para la vivencia humana. La demanda
latente es una oculta y que a prima facie no es reconocida pues existen
familias que al residir en una vivienda determinada, tienen el deseo y la
capacidad efectiva de mudarse a otra con mejores atributos y
condiciones, pero que al momento no está disponible en el mercado de
vivienda. Por último, la demanda efectiva por vivienda es una en donde
la unidad puede ser efectivamente adquirida por parte de las familias al
poseer el nivel adecuado de ingresos o riqueza. Cuando el aumento
proyectado en la demanda efectiva es mayor que la oferta planeada por
parte de los constructores y desarrolladores, el mercado experimentaría
un déficit o escasez de unidades de vivienda. Esta situación deficitaria

1Shinn, M. et al. (1998). Predictors of homelessness among families in New York City: From
shelter request to housing stability. American Journal of Public Health, 88(11), pp.1651-1657.
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ha sido encontrada consistentemente en varios estudios locales
relacionadas al mercado de la vivienda en Puerto Rico.

Un estudio reciente postula que en la función de demanda por
vivienda se debe reconocer dos segmentos: (a) uno asociado al flujo de
servicios que provee la vivienda, (mercado de alquiler) y; (b) el asociado
a reconocer a la vivienda como un bien de inversión que no sólo genera
un flujo de servicios sino además, una plusvalía. En este último la
demanda de vivienda es una derivada que, como un activo de
producción o bien de inversión de capital, puede ser modelada dentro
de la teoría de inversión que reconoce una tasa de rendimiento dentro
de una vida útil del activo real2. 

Es importante recabar que una situación deficitaria de vivienda no
es necesariamente solucionada por la vía tradicional del mecanismo del
mercado, pues los desarrolladores y constructores —motivados por el
afán de lucro— producirán las unidades que les permita llevar al máximo
su ganancia, por lo que la creación de unidades de vivienda para
familias de menos recursos económicos podría quedarse fuera de toda
consideración. De ahí surge la urgencia y necesidad de una política
pública sabia, inteligente e integral destinada a proveer las unidades de
vivienda a las familias menos privilegiadas que el mercado no habría de
producir. Por lo general, el enfoque pragmático de la política pública
hacia la vivienda de interés social, incorpora incentivos, subsidios u
otros mecanismos que promuevan el desarrollo constante y sostenido
de estos programas. 

[B] EL MERCADO DE VIVIENDA: FACTORES DETERMINANTES

En esta sección evaluaremos los factores determinantes tanto de la
demanda como la oferta, los cuales interactúan dentro de un 

marco institucional jurídico-legal. Comencemos con los factores
determinantes de la demanda, luego la oferta y finalmente, el equilibrio. 

1. La demanda 
Debemos reconocer, en primer lugar, que este tipo de mercado

parece operar más como uno determinado por la demanda (“demand-
driven”) que uno inducido por la oferta (“supply-induced”). Un
mercado determinado por la demanda se refiere a que la oferta
reacciona frente a los requerimientos de la demanda. Por el contrario,
uno inducido por la oferta se refiere a que los oferentes propician las
condiciones para que los consumidores reaccionen y adquieran el
producto o servicio. En el caso del mercado de vivienda, ya fuera para
alquiler como para nuevas unidades de vivienda, los propietarios y
constructores suelen responder más a las determinaciones de gustos y
preferencias de las familias, el cambio en los ingresos y al crecimiento
poblacional, más que a otros factores. En este sentido, el mercado de
vivienda es uno fundamentalmente determinado por consideraciones
del lado de la demanda y no inducido por consideraciones de los
constructores o dueños de hogares. 

En teoría, en el lado de la demanda es indispensable reconocer la
diferencia existente entre la demanda y la necesidad por vivienda. En la
ecuación (1) se establece la relación entre necesidad y demanda;

(1) Dv (t) + Iv (t) = Nv (t)
en donde;
Dv (t) = demanda por vivienda en el tiempo t,
Iv (t) = el número de viviendas inadecuadas en el tiempo t, y;
Nv (t) = necesidad de vivienda en tiempo t

La demanda de vivienda es determinada por aquellos factores tales
como el crecimiento poblacional, el surgimiento de nuevas familias,
cambios en la estructura de edades, el ingreso monetario, la capacidad
de crédito, entre otros. 

2Ver Megbolugbe, I, A.P. Marks, y M. Schwartz. 1991. “The Economic Theory of Housing
Demand” A Critical Review.” The Journal of Real Estate Research . Fall, Volume 6, Number 3.
381-393.
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(2) Dv (t) = Dv (Pv (t), Y (t), H (t), C (t), T (t))

Esta ecuación (2) establece que la demanda por vivienda —alquiler o
nueva— es una función del precio de la misma (canon de
arrendamiento) de la vivienda para comprar o de alquiler (Pv (t)), los
ingresos familiares (Y(t)); la población u hogares formados (H), de la
capacidad del crédito (C(t)), y de los gustos y preferencias (T(t)).
Suponemos que se guarda una relación indirecta con el Pv (t), pero una
directa con los ingresos, la población, el crédito y los gustos y
preferencias. 

La demanda del mercado, una vez interactúe con la oferta, se
dividirá en dos vertientes: en demanda determinada por la capacidad de
compra de las familias (In- the -market) y aquella que surge debido a la
capacidad efectiva de ingresos o crédito para la misma. A esta le
llamamos demanda fuera del mercado (Out-of-the market). La primera,
o sea, la demanda en el mercado existe debido a la capacidad de
compra por parte de las familias y se combina con el afán de lucro o
rédito razonable esperado de la inversión por parte de los
desarrolladores y constructores, los cuales estarían dispuestos a colocar
nuevas unidades en el mercado bajo las condiciones señaladas. La
segunda, o sea, la fuera del mercado es aquella que se convierte en
demanda por vivienda de interés social, pues las familias carecerán de
la capacidad de compra para adquirirla o alquilarla a los precios
determinado por el mercado.

La vivienda inadecuada (Iv (t)) es aquella ya construida que adolece
de ciertas facilidades tales como electricidad, plomería, servicios
sanitarios y además, exhiben daños, fallas y/o vicios de construcción,
entre otros. La cantidad de viviendas inadecuadas se añade a la
demanda resultante del crecimiento poblacional para conformar la
necesidad de vivienda (Nv (t)), en un momento dado. En el modelo
teórico, suponemos que la vivienda inadecuada es exógenamente
determinada.

2. La oferta
En el otro lado del mercado tenemos a la oferta de vivienda, ya sea

para alquiler o compra. La oferta de vivienda es aquella colocada en el
mercado por parte de los constructores y desarrolladores con o sin
incentivos o subsidios en la formación de nueva vivienda o alquiler de
la misma. La oferta de vivienda en el mercado en un tiempo t dado, se
puede establecer de la siguiente manera:

(3) Ov (t) = Ov [Pv (t), CL (t), r (t), S (t), R(t)]
donde;
Ov (t) = oferta de vivienda;
Pv (t) = precio de la vivienda;
CL (t) = precio de la tierra y demás costos;
r (t) = tasa de interés (financiamiento interino);
S (t) = subsidios, y;
R (t) = tecnología 

En el análisis de esta ecuación postulamos los siguientes supuestos.
La oferta de vivienda guarda una relación directa con Pv, S, y R, pero
inversa con respecto a CL y r. Si la oferta fuera perfectamente elástica al
precio, los constructores estarían dispuestos a construir nuevas
unidades de vivienda, sin considerar cambios en los niveles de precio en
las mismas. Sin embargo, la realidad socio-económica no opera de esta
manera, pues los costos de la construcción para nuevas unidades tienen
una tendencia ascendente, por lo que el precio de la vivienda tiende a
aumentar a través del tiempo, y por lo tanto, excluye del mercado a
algunas familias con cierta capacidad de ingresos. 

(4) El equilibrio de mercado

En un mercado en equilibrio, la demanda por vivienda es por
definición idéntica a la oferta de vivienda, determinándose a su vez, un
precio de equilibrio:
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(5) Dv (t) Ov (t);

En términos de la ecuación de comportamiento para determinar el
precio de la vivienda (canon de arrendamiento), se establece la
siguiente expresión:

(6) Pv = Pv (Dv / Ov)

En una expresión más específica de la ecuación anterior y que se
presenta en la ecuación (6), se incluyen todos los determinantes de
ambas fuerzas del mercado.

(7) Pv = Pv (Y (t), H (t), C (t), T (t) / CL (t), r (t), S (t), R(t))

En esta expresión, los postulados de la relación entre los
determinantes de la demanda se quedan con la dirección similar a la
ecuación individual de la demanda, pero en el caso de los
determinantes de la oferta, la relación postulada toma una dirección
inversa. Por ejemplo, un aumento o una reducción en el costo del
terreno guarda una relación directa con el precio de la vivienda. Nótese
que en el caso de la ecuación de la oferta individual, el costo del terreno
guarda una relación indirecta con la cantidad ofrecida. 

En un mercado dinámico en equilibrio, si se produjera un aumento
en la población y por ende en la formación de hogares (H (t+1)), esto
provocaría un desplazamiento positivo en la curva de demanda por
vivienda lo que a su vez, redundaría en un desequilibrio en donde la
cantidad de oferta sería inferior a la demanda. 

En la Gráfica A.1 que aparece a continuación, se presenta el
esquema teórico que desde el punto de vista de la ciencia Económica,
explica un desequilibrio típico en el mercado de la vivienda. Esto es que,
en un mercado competitivo, tenemos que la cantidad de equilibrio
viene dada por Qe0 (digamos 1,000 unidades), y el precio de equilibrio
igual a $75,000 por unidad. Dado un aumento en el número de familias,

esto provocaría un desplazamiento de la curva de la demanda de D0 a
D1. Este desplazamiento crearía un déficit de unidades de vivienda igual
a Qe0 menos Q2. Usando la cantidad imaginaria propuesta de 1,000
unidades en equilibrio, el desplazamiento de la demanda a D1, genera
una cantidad demanda de 1,500 unidades de vivienda. Manteniéndose
la oferta fija en 1,000 unidades al precio de $75,000, se provocaría un
déficit de 500 unidades. Sin embargo, los constructores de vivienda no

$90,000

Precio de vivienda

Cantidad vivienda

$75,000

Qe0

1,000

Qe0 - Q2  = >  déficit

Qe1 - Qe0  = >  demanda en el mercado

Qe1 - Qe2  = >  demanda fuera del mercado

Qe1

1,200

Q2

1,500

O0

E1

E0

D1

D0

Gráfica A.1
Mercado de la Vivienda: Déficit de Vivienda
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estarían dispuestos a colocar en el mercado las 500 unidades al precio
prevaleciente de $75,000. Las nuevas unidades podrían ser construidas
a un precio mayor, digamos $90,000. 

A este nuevo precio, no todas las familias tendrían la capacidad de
adquirir las nuevas unidades construidas pues tan sólo 200 familias
podrían hacerlo. En la Gráfica A.2 señalada, el valor de 200 unidades se
representa como la cantidad igual a Qe1 menos Qe0. La demanda fuera
del mercado resultaría entonces igual a 300 unidades, o sea Q2 menos
Qe1. 

La ecuación genérica que representa una condición de desequilibrio
se puede expresar de la siguiente manera: 

(7) Dv (t+1) > Ov (t+1) => Pv

Suponiendo fija la cantidad de vivienda inadecuada en el mercado
(Iv (t) = 0), el incremento en la necesidad de nuevas unidades es el
resultado exclusivo de los cambios en la demanda por vivienda. Siendo
la oferta fija, este incremento provocaría un déficit en el mercado de la
vivienda con una presión alcista hacia el precio de las unidades o de su
renta. Esta situación deficitaria de vivienda tanto en el mercado como
aquella de interés social, requerirá de acciones combinadas del sector
gubernamental y del privado. Sin embargo, el déficit de vivienda de
interés social es la razón de ser de la política pública, la cual requiere
del diseño de medidas y programas adecuados y efectivos para
aminorar el déficit planteado. 

[C] EL MERCADO DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL

Considerando el mercado de vivienda de interés social, a veces
llamado como el mercado de vivienda a bajo costo, se reconocen tanto
el lado de la demanda como la oferta, interactuando dentro de un mar-
co filosófico-institucional provisto principalmente por la política públi-
ca del estado. Por el lado de la oferta se encuentran dos segmentos: 

a. el mercado de nueva vivienda; y 
b. el mercado de vivienda de alquiler 

En el mercado de nueva vivienda, los constructores o
desarrolladores privados desempeñan un papel activo en la creación de
las nuevas unidades de vivienda para los diversos segmentos de la
demanda, entiéndase, niveles de riqueza e ingresos, gustos y
preferencias, entre otros3. La formación de nueva vivienda dependerá
de la disponibilidad de los terrenos, la política pública hacia los
terrenos, los costos de construcción, los subsidios e incentivos al
constructor, entre otros. 

En el mercado de la vivienda de alquiler, que puede también
considerarse aquellas unidades multifamiliares o edificios multipisos ya
sean nuevos o rehabilitados, el abasto de estas unidades tiene los mis-
mos determinantes que el mercado anterior, aunque bajo condiciones
particulares articuladas por las distintas reglamentaciones locales y
federales para la vivienda de alquiler (e.i., el programa de Sección 8). 

Por el lado de la demanda de vivienda de interés social se reconocen
tres segmentos asociados: 

a. las familias que aún teniendo una capacidad limitada de
compra, pudieran adquirir una unidad a “bajo costo”4 pero que
los desarrolladores privados en el mercado no interesan
construir 

b. las familias que no pueden o no interesan comprar una nueva
unidad a bajo costo pero que pueden pagar una renta
relativamente módica dentro del mercado de vivienda
rentable; y

c. las familias que no pueden comprar una unidad a bajo costo ni 
tampoco pueden pagar una renta dentro del mercado

3Se puede añadir los apartamentos, “walk-ups” y de otra índole, siempre y cuando sean
considerados como nueva construcción.
4El concepto de “bajo costo” es uno relativo que depende de las condiciones del mercado. Es
probable que los constructores no interesen construir una nueva unidad de vivienda por debajo
de este valor por no considerarla viable. 
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Es importante reconocer que estos tres segmentos no son
mutuamente excluyentes. Por ejemplo, una familia que en un momento
dado pertenece al primer segmento, pero debido a que en el mercado
de vivienda no se han presentado las condiciones para la construcción
de nuevas unidades en un área geográfica deseada, la misma puede
optar por rentar un apartamento o una vivienda en otra área geográfica,
muy en contra de sus deseos y preferencias. En los tres segmentos es
vital considerar el papel que juega la política pública y los cambios en
la misma propulsados por las nuevas condiciones del mercado,
tecnológicas y socio-económicas. 

Los factores determinantes de la demanda de vivienda de interés
social en ambos segmentos son: 

a. los cambios poblacionales: migraciones internas, crecimiento
natural, tamaño familiar, y la formación de nuevos hogares

b. acervo de vivienda inadecuada: unidades dilapidadas,
deterioradas, estructuras no rehabilitables, etc.

c. ingresos inadecuados: falta de niveles adecuados de capital
humano, riqueza, ocupación permanente, falta de empleo, sub-
empleo, etc. Estas condiciones llevan a niveles mayores de
pobreza

[D] DETERMINANTES DE LA VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL 
EN PUERTO RICO

1. Capacidad de adquisición de una nueva vivienda
Para evaluar la capacidad que tienen las familias para adquirir una

vivienda en el mercado, se puede utilizar el parámetro de la razón de
precio de la vivienda en el mercado relativo al ingreso familiar. Esta
razón también es conocida como Housing Affordability Ratio (HAR),
cuya traducción al español podríamos llamarla Razón de Costeabilidad
de la Vivienda (RCV). Al igual se llama Razón Precio a Ingreso. Este
cociente intenta medir la capacidad de compra de una familia de
ingreso mediano, al precio promedio de una vivienda en el mercado.

Una vez se calcula el valor de este cociente mínimo para una familia en
particular, el mismo es utilizado para medir la capacidad mínima de
ingreso que debería disponer la misma, para la adquisición de una
vivienda en el mercado de un determinado precio. Por ejemplo, la
National Home Builders Association de Estados Unidos ha
determinado que el RCV mínimo para una familia típica en Estados
Unidos es 3.4. Un cociente de 3.4 nos indica que para adquirir una
vivienda de un precio típico en el mercado de, digamos, $120,000, se
requiere de un ingreso anual familiar mínimo de alrededor de $35,300.
Es lógico suponer que mayor magnitud de este cociente, mayor
dificultad de adquisición de una vivienda en el mercado se observará
por parte de las familias de escasos recursos, lo que provocaría una
mayor demanda de vivienda de interés social.

En la Tabla A.1 se presenta el comportamiento de la RCV para una
serie de países seleccionados y se compara con Puerto Rico. Notamos
que los países centralizados evidencian el nivel mundial más alto de esta
razón ya que la mediana oscila entre 9 y 16.5. Los países en vía de
desarrollo, incluyendo a Puerto Rico exhiben una mediana de 5.5,
siendo Tunez y Egipto aquellos que evidencian la mayor razón con 7.8
y 7.5, respectivamente. Por lado, Perú y Tailandia exhiben las razones
menores con 3.3 y 2.5, respectivamente. Agregando a Puerto Rico en
este grupo, observamos una razón de 3.6 para 1990 y de 4.5 para el
2000, valores que son menores a la mediana de este grupo de países.
Finalmente, los países industrializados presentan una mediana de 3.9
que comparativamente con todos los países analizados resulta ser la
menor pero muy similar a las razones calculadas para Puerto Rico para
el 1990 y 2000. 

Evaluando esta misma razón RCV, ya no entre países sino para los
cincuenta estados de los Estados Unidos, se evidencia un cuadro
diagnóstico diferente. En la Tabla A.2 se presenta la razón precio de la
vivienda a ingreso mediano familiar para el año censal 2000, para los
cincuenta estados, el Distrito de Columbia (D.C.) y, además se agrega a
Puerto Rico. La conclusión fundamental es que Puerto Rico presenta la
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razón más alta entre todos los estados y el D.C., y sólo Hawai y
California mostraron razones parecidas con 4.4 y 3.8, respectivamente.
De otra parte, los dos estados con razones menores fueron Dakota del
Norte y Kansas con 1.56 y 1.63, respectivamente. Sin embargo,
debemos reconocer que en el caso de Hawai y California, las razones

precio de la vivienda a ingreso familiar son altas debido al elevado
precio de la vivienda promedio en el mercado— $249,300 en Hawai y
$198,900 en California. 

En Puerto Rico, esta razón es alta debido al bajo ingreso familiar y
no al precio mediano de la vivienda ($75,100). Sólo los siguientes
estados poseen un precio mediano de la vivienda menor a Puerto Rico
y los mismos son: Dakota del Sur ($74,300), Dakota del Norte
($68,300), Oklahoma ($67,700), Arkansas ($67,400), West Virginia
($66,000), y Misisipí ($64,700). 

Es evidente que muchos estados y Puerto Rico, enfrentan
condiciones de alto nivel de demanda por vivienda de interés social
dada la brecha existente entre el precio promedio de la vivienda y el
ingreso promedio familiar. Aunque ciertos estados tales como Dakota
del Norte y Kansas —en donde el nivel de demanda por vivienda de
interés social no se puede catalogar como un problema social crítico- sí
se podría concluir lo contrario para estados como Hawai, California, y
por supuesto, Puerto Rico. 

2. Capacidad de pago del canon de alquiler
Otra dimensión de los determinantes por vivienda de interés social,

es la incapacidad económica para costear el pago del alquiler de una
vivienda. Según el Censo de Población del 2000, en Puerto Rico existen
unas 341,556 viviendas ocupadas mediante el alquiler —27.1% el total de
vivienda ocupadas— pagando una renta mediana de $297 por mes. Esta
mediana de renta de alquiler resulta ser la más baja entre todos los
estados de la nación norteamericana. Los diez estados que poseen una
mediana de renta relativamente baja se presentan en la Tabla A.3.
Como se observa, el estado de Virginia Occidental sigue a Puerto Rico
aunque con una renta mensual que es 35% mayor a la local. Los diez
estados con renta de alquiler más alta son Hawai, Nueva Jersey,
California, Alaska, Nevada, Maryland, Massachussets, Connecticut,
Nueva York y Colorado. 

Tabla A.1
Razón precio de la vivienda a ingreso mediano familiar

Países seleccionados

En desarrollo Centralizados Industrializados 
Países Razón Países Razón Países Razón
Tunez 7.8 China 15--25 Japón 6.6 
Egipto 7.5 Polonia 10--20 Holanda 5.5 
Nigeria 6.1 Hungría 8--13 Canada 4.8 
Malasia 6.0 Union Soviética 7--1O Alemania 4.4 
Chile 5.7 Australia 4.0 
Turquía 5.7 Grecia 4.0 
Brasil 5.6 Noruega 3.8 
Rep. de Korea 5.5 Reino Unido 3.7 
Marruecos 4.6 Francia 3.4 
Filipinas 4.5 Estados Unidos 2.8 
Indonesia 4.5 Suecia 2.4 
Colombia 4.4 
Perú 3.3 
Tailandia 2.5 
Mediana 5.6 9.0--16.5 4.0 
Puerto Rico 
1990 3.6 
2000 4.5

Fuente: Banco Mundial, Housing Enabling Markets to Works: with tecnical suplemments. Página 97. La
mayoría de la información es entre mediados y finales de la década de los 1980, excepto Puerto Rico.
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Estado/PR Valor mediano Ingreso mediano Razón precio 
vivienda familiar a ingreso 

Estados Unidos $111,800 $50,046 2.23 
Puerto Rico 75,100 16,543 4.54 
Hawaii 249,300 56,961 4.38 
California 198,900 53,025 3.75 
D.C. 153,500 46,283 3.32 
Oregon 145,800 48,680 3.00 
Massachusetts 182,800 61,664 2.96 
Washington 158,800 53,760 2.95 
Colorado 160,100 55,883 2.86 
New York 147,600 51,691 2.86 
Utah 142,600 51,022 2.79 
Nevada 132,500 50,849 2.61 
New Jersey 167,900 65,370 2.57 
Rhode Island 130,500 52,781 2.47 
Connecticut 160,600 65,521 2.45 
New Mexico 94,600 39,425 2.40 
Montana 95,800 40,487 2.37 
Idaho 102,100 43,490 2.35 
Arizona 109,400 46,723 2.34 
Alaska 137,400 59,036 2.33 
Maryland 143,300 61,876 2.32 
Illinois 127,800 55,545 2.30 
Vermont 111,200 48,625 2.29 
New Hampshire 127,500 57,575 2.21 
Delaware 122,000 55,257 2.21 
Virginia 118,800 54,169 2.19 
Maine 94,300 45,179 2.09

Estado/PR Valor mediano Ingreso mediano Razón precio 
vivienda familiar a ingreso 

Wisconsin 109,900 52,911 2.08 
Minnesota 118,100 56,874 2.08 
North Carolina 95,800 46,335 2.07 
Michigan 110,300 53,457 2.06 
Florida 93,200 45,625 2.04 
Georgia 100,600 49,280 2.04 
Tennessee 88,300 43,517 2.03 
Ohio 100,500 50,037 2.01 
Wyoming 91,500 45,685 2.00 
Louisiana 77,500 39,774 1.95 
Kentucky 79,600 40,939 1.94 
Pennsylvania 94,800 49,184 1.93 
Missouri 86,900 46,044 1.89 
South Carolina 83,100 44,227 1.88 
Alabama 76,700 41,657 1.84 
Indiana 92,500 50,261 1.84 
Nebraska 86,900 48,032 1.81 
West Virginia 66,000 36,484 1.81 
Arkansas 67,400 38,663 1.74 
Mississippi 64,700 37,406 1.73 
South Dakota 74,300 43,237 1.72 
Iowa 82,100 48,005 1.71 
Texas 77,800 45,861 1.70 
Oklahoma 67,700 40,709 1.66 
Kansas 81,000 49,624 1.63 
North Dakota $68,300 $43,654 1.56 

Fuente: U.S. Bureau of Census, 2000.

Tabla A.2 
Valor mediano de Ia vivienda, Ingreso familiar y razón precio a ingreso, año 2000 

Estados de Estados Unidos y Puerto Rico 
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Tabla A.3
Mediana de renta de alquiler en estados de Estados Unidos

Algunos estados y Puerto Rico

Estado/territorio Mediana de renta de alquiler mensual
1 Hawai $779
2 New Jersey 751
3 California 747
4 Alaska 720
5 Nevada 699
6 Maryland 689
7 Massachusetts 684
8 Connecticut 681
9 New York 672
10 Colorado 671

Puerto Rico 297
42 West Virginia 401
43 North Dakota 412
44 South Dakota 426
45 Wyoming 437
46 Mississippi 439
47 Kentucky 445
48 Alabama 447
49 Montana 447
50 Arkansas 453
51 Oklahoma $456
Fuente: U.S. Bureau of the Census, 2000

No obstante, el hecho que la renta de alquiler fuera en Puerto Rico
la más baja, esto no implica que el acceso a una vivienda de alquiler en
el mercado sea adecuado. Si se compara la razón de renta de alquiler
con respecto al ingreso de la unidad familiar (household), de Puerto Rico

con los demás estados, tenemos que llegar a la conclusión que existe
una proporción relativa más elevada para las familias puertorriqueñas
que aquellas ubicadas en los estados de los Estados Unidos, debido a
ingreso de la unidad familiar relativamente bajo (Ver Tabla A.4). La
razón renta a ingreso de la unidad familiar para Puerto Rico resultó ser
25%. Dicho de otra manera, una cuarta parte del ingreso de la unidad
familiar se destina hacia el pago de la renta de la vivienda. Los estados
que observaron cocientes mucho más bajos fueron Wyoming y Dakota
del Norte con aproximadamente 14%. El promedio total para la nación
alcanzó el 17.2%.

Nuevamente, la información suministrada por el Censo nos lleva a
una conclusión muy similar a la expresada cuando se analizaba el
cociente precio de la vivienda a ingreso familiar. En Puerto Rico debe
existir un alto nivel de demanda por vivienda de interés social, mayor
que en todos los estados de la Unión, que surge debido a la brecha
existente entre el canon promedio de arrendamiento para una vivienda
de alquiler y el ingreso promedio familiar, sin tomar en consideración
algún tipo de subsidios gubernamental. 

3. Determinación empírica de las familias con ingresos
inadecuados
Hasta la Segunda Guerra Mundial, el estado y calidad de la vivienda

en Puerto Rico estaba subordinado y limitado por la ausencia de un
desarrollo socio-económico adecuado, haciendo que el acceso a una
vivienda decente y fuera sólo para las personas de altos niveles de
ingresos. La disponibilidad en las fuentes de financiamiento atemperada
a la capacidad de pago de las familias pobres, era un obstáculo
significativo hacia el mejoramiento del acervo de la vivienda en Puerto
Rico. 

Señala el Informe Kreps que no fue hasta después de la Segunda
Guerra Mundial en donde la economía local entró en la corriente
principal de expansión y mejoramiento de la vivienda, siguiendo el
modelo norteamericano de financiamiento de la vivienda. La entrada
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Estado/PR Renta anual Mediano ingreso Razón renta-
unidad familiar ingreso 

Etados Unidos $7,224 $41,994 17.2% 
Wyoming $5,244 $37,892 13.8% 
North Dakota $4944 $34,604 14.3% 
Iowa $5,640 $39,469 14.3% 
Minnesota $6,792 $47,111 14.4% 
South Dakota $5,112 $35,282 14.5% 
Michigan $6,552 $44,667 14.7% 
Kansas $5,976 $40,624 14.7% 
Wisconsin $6,480 $43,791 14.8% 
Nebraska $5,892 $39,250 15.0% 
Indiana $6,252 $41,567 15.0% 
Ohio $6,180 $40,956 15.1% 
Connecticut $8,172 $53,935 15.2% 
Missouri $5,808 $37,934 15.3% 
Illinois $7,260 $46,590 15.6% 
Maryland $8,268 $52,868 15.6% 
Utah $7,164 $45,726 15.7% 
New Hampshire $7,752 $49,467 15.7% 
Alabama $5,364 $34,135 15.7% 
Rhode Island $6,636 $42,090 15.8% 
Kentucky $5,340 $33,672 15.9% 
Pennsylvania $6,372 $40,106 15.9% 
Maine $5,964 $37,240 16.0% 
Delaware $7,668 $47,381 16.2% 
West Virginia $4,812 $29,696 16.2% 
Vermont $6,636 $40,856 16.2% 
Montana $5,364 $33,024 16.2% 

Estado/PR Renta anual Mediano ingreso Razón renta-
unidad familiar ingreso 

Massachusetts $8,208 $50,502 16.3% 
New Jersey $9,012 $55,146 16.3% 
Oklahoma $5,472 $33,400 16.4% 
Idaho $6,180 $37,572 16.4% 
North Carolina $6,120 $37,082 16.5% 
Tennessee $6,060 $36,360 16.7% 
Virginia $7,800 $46,677 16.7% 
Alaska $8,640 $51,571 16.8% 
North Carolina $6,576 $39,184 16.8% 
Mississippi $5,268 $31 330 16.8% 
Arkansas $5,436 $32,182 16.9% 
Colorado $8,052 $47,203 17.1% 
Lousiana $5,592 $32,566 17.2% 
Texas $6,888 $39,927 17.3% 
Georgia $7,356 $42,433 17.3% 
Washington $7,956 $45,776 17.4% 
New Mexico $6,036 $34,133 17.7% 
Oregon $7,440 $40,916 18.2% 
Arizona $7,428 $40,558 18.3% 
District of Columbia $7,416 $40,127 18.5% 
New York $8,064 $43,393 18.6% 
Hawaii $9,348 $49,820 18.8% 
Nevada $8,388 $44,581 18.8% 
California $8964 $47,493 18.9% 
Florida $7,692 $38,819 19.8% 
Puerto Rico $3,564 $14,412 24.7% 

Fuente: U.S. Bureau of Census, 2000.

Tabla A.4 
Renta anual, mediana de ingreso y razón renta-ingreso, año 2000 

Estados de Estados Unidos y Puerto Rico 
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de las agencias federales tales como Federal Housing Administration
(FHA), y Administración de Veteranos (en inglés, Veterans
Administration, (VA), permitió tasas de intereses fijas en el largo plazo
y consigno, un desarrollo apropiado de la misma. Dice el referido
informe:
“It was not merely that the rapid growth of the island’s economy began to
create a substantial middle class families, anxious to spend its income on
modern quality housing. Equally important, these middle-class families found
that they were able to purchase houses on the same liberal home financing
terms as middle-class families on the mainland” (Vol. II, pág. 353).

Sin embargo, este informe añade que a pesar de que los costos de
construcción en Puerto Rico no eran altos si se compara con Estados
Unidos, este elemento no era condicionante efectivo como para tener
un precio de la vivienda relativamente bajo. Aún bajo la expansión en
los ingresos surgido por el incipiente efecto positivo del programa de
industrialización a principios de la década de 1950, todavía persistía un
serio problema distributivo del ingreso. En el 1950, por ejemplo, un
47% de las familias generaban ingresos menores a $1,000 y recibían tan
sólo el 27.7% del ingreso total. En el 1950 y 1955, las dos quintilas
inferiores de la distribución del ingreso familiar controlaron tanto sólo
un 12.0% y 12.5% del ingreso total. Las familias dentro de la quintilla
superior mantuvieron para los mismos años un 55% y 52% del total del
ingreso familiar. 

Un análisis de la distribución del ingreso familiar comparado con los
precios de la vivienda prevalecientes en cada década, nos puede llevar
a estimar el número de familias potenciales sujetas a demandar vivienda
de interés social. Este análisis pretende incorporar una amplia gama de
los determinantes de la demanda de vivienda de interés social y de la
oferta, tales como niveles de pobreza, ingresos, gustos y preferencias,
precio de la vivienda, subsidios, costo de los insumos, entre otros. 

Para estimar el número de familias potenciales sujetas a demandar
vivienda de interés social en los años 1946-47, 1950, 1955, 1960, 1970,
1980, 1990, y 2000 fueron necesarios plantear los siguientes supuestos.

Primero, suponemos una razón de costeabilidad (affordability) con un
valor igual a tres, es decir, el precio prevaleciente de la vivienda con
relación al ingreso familiar. Por ejemplo, si el precio prevaleciente para
una vivienda en el mercado, o sea, su valor mínimo de construcción, en
un año de la década de estudio, fuera $10,000, el ingreso mínimo
requerido para una familia tendría que ser $3,000 anuales. Familias con
ingresos menores a $3,000 no tendrían acceso a una vivienda, a menos
que el Estado intervenga en su financiamiento. En segundo lugar,
utilizamos el valor monetario promedio por unidad de vivienda en el
sector privado, como un proxy del precio de la vivienda en el mercado.
Este valor promedio surge de las estadísticas publicadas por la El
Negociado del Censo Federal en la Junta de Planificación que aparecen
en la siguiente Tabla A.5.

Tabla A.5
Valor monetario promedio de la vivienda privada e ingreso familiar

mínimo para adquirir una vivienda en el sector privado
Año 1946-47, 1950, 1960, 1970, 1980, 1990, y 2000

Años Valor promedio Ingreso familiar 
de la vivienda mínimo necesario

1946-47 $4,500 a/ $1,500 a/
1950 $5,200 a/ $1,733 a/
1955 $5,592 $1,864
1960 $7,309 $2,436
1970 $12,117 $4,039
1980 $20,345 $6,782
1990 $36,764 $12,255
2000 $49,747 $16,582
a/ estimado de los autores. El ingreso familiar mínimo es computado a base de una razón precio
vivienda /ingreso igual a tres.

Fuente: Para los años 1946-47, 1950 y 1955, el estimado pertenece a Harvey Perloff y citado en Distribution of
Family Incomes in Puerto Rico, de Fuat M. Andic, Institute of Caribbean Studies, University of Puerto Rico, 1964,
(pág. 110). Entre 1960 al 2000, son cifras del Negociado Federal del Censo.
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Basado en los supuestos anteriores, hemos estimado el número de
familias que estarían desprovistas de la capacidad económica para la
adquisición de una vivienda del mercado, por lo que requerirían de la
asistencia gubernamental. En la Tabla A.6 se presenta el estimado
referido para los años mencionados. En la misma se observa una
tendencia de largo plazo a la disminución del por ciento de las familias
con ingresos mínimos para costear una vivienda en el sector privado
(Ver Gráfica A.2). Por ejemplo, para 1946-47 este valor se estima en
70.2% que en valor absoluto equivalen a 282,585 familias. El valor más
reciente del estimado para el año 2000, alcanza un 48.2% del total de
familias que equivale a 485,984 familias. Nótese que a pesar de la
tendencia descrita, todavía persiste una alta tasa de familias cuyo nivel
de ingreso es inadecuado para la adquisición de una vivienda en el
mercado.

Tabla A.6
Estimado del número de familias potenciales sujetas a demandar

vivienda de interés social en Puerto Rico; años seleccionados

Años Familias con ingresos Porciento
por debajo del mínimo del total de las 

requerido para costear una familias en Puerto Rico
vivienda privada

1946-47 282,585 70.2%
1950 253,370 61.2%
1955 209,851 48.3%
1960 321,346 66.4%
1970 379,131 60.0%
1980 432,287 49.8%
1990 598,479 56.7%
2000 485,984 48.2%

Fuente: Junta de Planificación y Negociado del Censo Federal. Estimado de los autores.
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[E] ESTUDIOS SOBRE EL DÉFICIT DE VIVIENDA EN PUERTO RICO 

El mercado de la vivienda en Puerto Rico ha sido estudiado desde
hace varias décadas, tratando de estimar las necesidades y condiciones
emergentes en el mismo tales como déficit o superávit de unidades de
vivienda. Los estimados realizados en estos estudios reconocen
exclusivamente las condiciones en el mercado dejando afuera del
análisis, el marco institucional que provee el estado y sus programas de
subsidios y/o incentivos en la oferta de vivienda, ya sea para alquiler
como para la nueva construcción. No obstante, la idea medular en los
estudios ha estado en provocar la reacción de las autoridades
encargadas de la política pública sobre la vivienda tanto la de interés
social y la del sector privado, de manera tal, que se lograse conducir y
orientar de manera óptima a ambos sectores. 

Varios estudios de compañías consultoras y agencias del gobierno
han intentado establecer las condiciones del mercado de vivienda en
Puerto Rico que se remontan a los albores de los años 1980. En un
estudio que se publica sin ninguna referencia se establece que entre
1977 al 1980 habría de existir una necesidad de vivienda de 195,043
unidades. Esta cifra se dividía en 131,122 unidades asociadas al
incremento poblacional y el remanente, o sea 63,921 unidades, no
podían ser rehabilitadas. Para esta época, señala el estudio, los altos
costos hipotecarios en combinación con el alto precio relativo de la
vivienda, habían colocado a la industria de la construcción en una
condición precaria. Puesto que el ingreso familiar real se había
deteriorado como resultado de las altas tasas inflacionarias, la demanda
probable efectiva por vivienda habría de alcanzar apenas unas 25,020
unidades por año. Si se compara esta demanda efectiva con los cálculos
de necesidad vivienda entre 1977 y 1980, que se estimaba en 195,043, ó
un promedio anual de 65,014 por año, resultaría en una insuficiencia
promedio anual de casi 40,000 unidades.

En 1986, la firma de consultoría Corplan, Inc., realizó un estudio
para la Asociación de Bancos de Puerto Rico con el propósito de

estimar la necesidad y demanda de vivienda en Puerto Rico entre 1987
al 1990. Una conclusión importante de este estudio apuntaba hacia la
formación de tres segmentos de mercado: (a) un mercado para
segundas casas (second-homes) con altos niveles de precios por unidad;
(b) un mercado de familias indigentes al precio del mercado y (c) otro
intermedio. Añade el estudio que la demanda efectiva por vivienda para
el sector privado podría alcanzar 11,091 unidades por año, o un total de
44,364 unidades en el período. Las casas con precios de $70,000 ó más
(precio de 1985), habrían de ser las más solicitadas en la región de San
Juan. En los municipios de Guaynabo y Bayamón ha-bría la mayor
demanda para el segmento exclusivo de $140,000 y más.

En otro estudio realizado por el Departamento de la Vivienda5 para
el 1995 en donde se estima la necesidad de vivienda para cinco regiones
en que se dividió el país, puntualizaba una necesidad total de vivienda
de 132,160 unidades. La región de San Juan resultó ser la de mayor
necesidad con 36,109 unidades (27.3%), seguida por la región de Ponce
con 26,612 (20.1%). La región de Mayagüez fue la de menor necesidad
con 15,616 unidades (11.8%). 

Tabla A.7
Necesidad de vivienda por regiones, 1995 y 2005

Regiones Estudio Vivienda, 1995 Estudio Estudios Técnicos, 2005
I- Arecibo 25,552 (19.3%) 28,247 (15.6%)
II- Mayagüez 15,616 (11.8) 35,611 (19.6)
III- Ponce 26,612 (20.1) 48,149 (26.5)
IV- Caguas 28,271 (21.4) 13,808 (7.6)
V- San Juan 36,109 (27.3) 55,640 (30.7)
Total 132,160 (100.0%) 181,455 (100.0%)

Fuente: varios estudios, Departamento de la Vivienda y Estudios Técnicos, Inc. 

5Estas cifras aparecen incorporadas en el Tomo III del documento, “Proyecto Puerto Rico 2005”,
noviembre de 1992, realizado por la Junta de Planificación.
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En el estudio de la Junta de Planificación del Proyecto 2005 se
estima la necesidad de viviendas para el año 2005 y para las mismas
regiones y se llega a conclusiones más o menos similares a las del
estudio anteriormente citado. Al observar la información de la Tabla
A.7 encontramos una necesidad de vivienda igual 181,455 unidades6. Al
examinar las cifras por regiones observamos que la Región de San Juan
ocupaba el primer lugar nuevamente con 55,640 (30.7%). Le seguía
Ponce con 48,149 (26.5%) y en último lugar, Caguas con 13,808 para un
7.6% del total. Al comparar la estimación en ambos estudios llegamos a
las siguientes conclusiones:

a. la región de San Juan tenía la posición cimera en la necesidad
de vivienda

b. la región de San Juan aumentó el valor absoluto de necesidad
de unas 36 mil unidades a 56 mil unidades (un crecimiento
absoluto de 20 mil unidades)

c. la región de Caguas reduce extraordinariamente su necesidad
de 28,271 a 13,808 unidades (cambio absoluto de menos
14,463 unidades)

d. la región de Mayagüez, por el contrario, aumenta de 15,616 a
35,611 unidades (crecimiento de 20,000 unidades, que es
exactamente igual a la cifra de la región de San Juan)

Por último, la firma de consultoría “Estudios Técnicos, Inc.” ha
estado realizando en los últimos quince años, estudios sobre el mercado
de vivienda en Puerto Rico para la Asociación de Bancos de Puerto
Rico. Al momento de la redacción de esta publicación, esta firma se
encontraba en la preparación de su quinto estudio, ya que en los cuatro
previos, la firma citada llegó a estimar la demanda del mercado y
aquella fuera del mercado, esta última, muy importante para la política
pública. En la Tabla A.8 se presenta los valores obtenidos para ambos
segmentos y, además, el déficit de vivienda para Puerto Rico 

durante los períodos señalados. Se observa que el estimado de demanda
en el mercado ha estado disminuyendo consistentemente. Por ejemplo,
en el período 1994-1998, la demanda en el mercado alcanzaba 84,408;
entre 1999-2003 un total de 59,847 y en el 2002-2006, un total de
55,156 unidades. El segmento de demanda de interés social ha sido
errático sin un patrón definido, aunque se evidencia una reducción
entre el período de 1994-1998 con 62,439 unidades a 48,045 unidades
en 2002-2006. Por último, el déficit de vivienda estimado muestra una
reducción consistente entre el período 1990-1995, de 151,700 unidades
a casi 58,600 en el período 2002-2006. Todo parece indicar que las
tendencias demográficas unidas a la capacidad de ingresos y los costos
de construcción pueden explicar gran parte de esta reducción en el
déficit. 

Tabla A.8
Demanda en el mercado y fuera del mercado, y déficit total

Períodos 1990-95; 1995-98; 1999-2003 y 2002 -2006

Período En el Fuera del Demanda Déficit 
mercado mercado total total

1990-95 78,990 8,787 87,777 -151,698
1994-98 84,408 62,439 146,847 -88,500
1999-03 59,847 46,867 106,714 -55,784
2002-06 55,156 48,045 103,201 -58,556

Fuente: Estudios Técnicos, Inc., Hato Rey, Puerto Rico

6El estudio totalizó 190,113 unidades, pero la verificación nuestra proveyó una sumatoria
diferente.
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“ ”
La fortaleza va creciendo en

proporción a la carga.

Thomas W. Higginson
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[A] INTRODUCCIÓN

En este capítulo se pretende estimar el efecto que ha ejercido la
política pública del gobierno del Estado Libre Asociado desde la
década del 30 hasta la presente, en lo concerniente a la construcción de
vivienda pública y que se manifiesta en la economía local. Mediante la
información disponible se puede estimar el efecto o impacto directo,
indirecto e inducido que tiene la inversión interna bruta en la 
vivienda pública sobre el empleo, los salarios y el producto 
nacional bruto. 

En general, el efecto (impacto) directo de una determinada
actividad económica mide las repercusiones más directas o primarias
que surgen de cualquier actividad y que tienen sus efectos sobre el nivel
de empleo, la ganancia de los productores, las recaudaciones de
impuestos, los salarios y sueldos, entre otras variables
macroeconómicas relevantes. Estas repercusiones pueden emanar de
las actividades iniciales que propician los efectos multiplicadores de los
niveles de gastos o inversiones generados tanto por agencias
gubernamentales, gobiernos municipales y estatales, y las empresas
públicas y privadas. A este grupo de efectos se les considera dentro del
nivel de actividades primarias o como efectos directos.

Los efectos directos a su vez, generan una segunda y tercera “ronda”
de impactos que inciden sobre el resto de los sectores industriales a
través de los nuevos niveles de ingresos creados y de gastos de
consumo, entre otras partidas. Al conjunto de estas actividades se
conocen como efectos indirectos e inducidos. Sin embargo, existe
una diferencia entre el indirecto y el inducido. El indirecto es aquella
cadena de repercusiones en los sectores industriales que surgen de los
primarios o directos. Por ejemplo, la construcción de una vivienda
puede generar un aumento en las compras de cemento a las empresas
locales. El efecto indirecto de la actividad primaria, que es la
construcción de una vivienda, se mide por el volumen de ventas de
cemento. No obstante, estas empresas locales productoras de cemento,

a su vez, contratarían o comprarían más insumos tales como nuevos
trabajadores de la producción (o más horas laborables), mayores
cantidades de energía, agua, materia prima y otras, para poder satisfacer
el aumento en la demanda de su industria. 

El efecto inducido es cuando consideramos a las familias como
un sector industrial y se crea mediante el nuevo gasto en consumo
generado por la nueva corriente de ingresos y los efectos directos e
indirectos. Esta nueva corriente de gastos tendrá sus repercusiones en
todos los sectores industriales tales como agricultura, manufactura,
servicios, transportación, gobierno y otros. 

Los estimados de los efectos primarios (directos) y secundarios
(indirectos e inducidos) pueden ser calculados tanto a precios
corrientes como a precios constantes, esto es, substrayendo el efecto de
la inflación dentro de las partidas de gastos o inversiones. De esta
manera, el estimado del impacto de los nuevos niveles de inversión
pudiera medir con mayor precisión el efecto posible de los cambios en
los niveles de precios a través del tiempo y sólo así se eliminarían las
confusiones típicas que surgen cuando se interpretan los valores
monetarios en períodos diferentes de tiempo. Sin embargo, la medición
deflacionada puede traer problemas en el análisis cuando la
información disponible para cada período de tiempo no esta disponible
con el mismo año base de referencia. 

La cadena de efectos indirectos e inducidos es fácil de estimar si
empleamos los multiplicadores de gastos y de consumo que se obtienen
por medio del modelo de insumo-producto, instrumento idealizado y
conceptualmente creado por el premio Nobel de Economía 
Wassily Leontieff (1973). Con el uso de este instrumento, el impacto
económico total de las actividades primarias y secundarias es medido a
través de la suma del valor expresado en la unidad monetaria de un
determinado año.

En Puerto Rico se preparan matrices de relaciones inter-industriales
las cuales miden en varios períodos de tiempo, la intrincada red de
interrelaciones industriales que existe en la economía local. La
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interrelación industrial genera efectos multiplicadores que se recogen
en varias publicaciones de la Junta de Planificación, Negociado de
Modelo Económico, tituladas Multiplicadores Interindustriales de
Puerto Rico: Insumo Producto. Los multiplicadores interin-
dustriales reflejan el grado de interdependencia estructural de cada
industria con el resto de la economía. Cabe señalar que la estructura
interindustrial típica de una nación no varía en lapsos cortos de tiempo,
sino que la misma puede tomar hasta décadas para que se registren
variaciones significativas.

[B] LA INVERSIÓN INTERNA BRUTA EN VIVIENDA PÚBLICA

En primer lugar, en la Tabla B.1 presenta la inversión interna bruta
en la vivienda pública para entre 1947 y 2003. El total de inversión
desde 1947 hasta el 2003 alcanzó casi los $3,890 millones a precios
corrientes, o el equivalente a $69 millones por año. Si se analiza el nivel
de inversión en vivienda en términos reales (ajustado a los efectos de los
precios de 1954) el nivel de inversión real total alcanzaría $1,171
millones o el equivalente de $21 millones por año. 

Tabla B.1
Inversión interna bruta en vivienda pública 

A precios corrientes y constantes (1954=100)

1947 al 2003 Valor de la Inversión Inversión promedio
en vivienda pública por año

Millones $ Millones $
Total corrientes $3,887.5 $69.4 
Total constantes de 1954 $1,170.9 $20.9

Fuente: Junta de Planificación de Puerto Rico, Negociado de Análisis Económico

[C] EL EFECTO DIRECTO DE LA INVERSIÓN TOTAL 
EN VIVIENDA PÚBLICA

El total de inversión en vivienda pública ha generado efectos
directos en los niveles de empleo, ingresos y en la producción. Con el
propósito de calcular el efecto directo en el empleo y el ingreso, por
ejemplo, hemos recurrido a varios supuestos dado la ausencia de
estadísticas al respecto. Para estimar el empleo directo generado por la
inversión interna bruta en la vivienda pública, aplicamos la misma
proporción de requisitos directos de empleo total relativo a la inversión
en construcción total para cada uno de los años entre 1947 y 2003. Al
aplicar el coeficiente de requisitos directos de empleo por inversión
total, suponemos que el nivel de empleo generado por la inversión en
vivienda pública guarda el mismo requisito directo de empleo por
millón de inversión total. De igual manera, para computar la
compensación de empleados generada por la inversión en vivienda
pública, suponemos la misma proporción equivalente al requisito de
compensación de empleados a la inversión total en la construcción. 

En la Tabla B.2 se presenta el estimado de empleo total y el empleo
directo por cada millón de inversión generados por la inversión interna
bruta en la vivienda pública. En primer lugar, el nivel histórico de
empleo directo generado por esta inversión alcanza a l64,100 empleos
directos, para un nivel de empleo por millón de inversión de 42
empleos directos. El empleo directo promedio alcanzó la cifra de 2,931
personas por año. 

En la Tabla B.3 se presenta la compensación total a empleados a
precios corrientes y a precios constantes de 1954. El monto total
pagado a través de todas las etapas alcanza $916 millones, o el
equivalente a $5,582 por empleado a precios corrientes y a precios
constantes a $1,865. Nuevamente, el nivel de compensación por
empleado mayor, tanto a precios corrientes como en constantes resultó
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ser la etapa presente 2001 al 2003 con $18,031 y $2,612,
respectivamente. Por lo tanto, los cambios en los niveles de precios en
cada una de las etapas, no alteran el efecto positivo que se evidencia
durante la etapa presente con relación a la inversión interna bruta en la
vivienda pública en lo respecta al nivel de empleo generado.

Tabla B.2
Empleo directo total y por millón de inversión 

en vivienda pública; 1947 al 2003

Etapas Empleos directos Empleos directos Empleos directos
por cada millón por año

en inversión
Total 164,120 42 2,931 

Fuente: Junta de Planificación de Puerto Rico, Negociado de Análisis Económico

Tabla B.3
Compensación directa y compensación por empleados, a precios

corrientes y constantes de 1954

Etapas Compensación a Compensación Compensación
empleados por empleado por empleado
(Millones $) Precios corrientes Precios constantes

1954 a/
Total $916.1 $5,582 $1,865
a/ deflacionado por el índice implícito para deflacionar el PNB.

Fuente: Junta de Planificación de Puerto Rico, Negociado de Análisis Económico

[D] LOS EFECTOS INDIRECTOS E INDUCIDOS

La Tabla B.4 presenta los efectos indirectos e inducidos en el

empleo. Como se estableció en la discusión anterior, el nivel estimado
de empleo directo alcanzaba 164,120 personas para un promedio anual
de 2,931 personas. Este nivel de empleo ha incidido sobre otros
sectores industriales, incluyendo, la construcción misma, generando un
total de 277,246 empleos indirectos e inducidos. La suma de estas tres
partidas alcanza el total de empleos propiciados o inducidos por el nivel
primario del gasto, llegando a 441 mil empleos, lo que equivale a 7,882
por año. 

Tabla B.4
Empleo directo, indirecto e inducido de la inversión 

en vivienda pública; 1947 al 2003

Etapas Empleo directo Estimados de Estimado de
Empleos indirectos empleo total

e inducidos
Total 164,120 277,246 441,366 

Fuente: Junta de Planificación de Puerto Rico, Negociado de Análisis Económico

Nota: se usaron los multiplicadores Tipo I y Tipo II de las publicaciones de multiplicadores de la Junta de
Planificación

El nivel primario de gasto no sólo genera efectos en el empleo sino
también en los ingresos o compensación a los empleados. El gasto
primario de inversión en vivienda pública debe haber generado una
compensación directa de $916.1 millones (Ver Tabla B.5). A su vez, los
efectos indirectos e inducidos de este nivel primario, propiciaron una
cadena de efectos llegándose a un nivel indirecto e inducido de $1,544
millones en otros sectores. El efecto total alcanzó un valor de $2,470
millones a precios corrientes y a precios constantes el efecto total
alcanzó el valor de $825 millones, con un efecto directo de $306
millones y uno indirecto e inducido de $519 millones. 
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Tabla B.5
Compensación a empleados: efectos directos, 

indirectos e inducidos; 1947 al 2003

Efectos directos, indirectos e inducidos
Directos Indirectos e inducidos Total

A precios corrientes $916.0 $1,554.3 $2,470.0
A precios constantes $306.0 $519.2 $825.2

Fuente: Junta de Planificación de Puerto Rico, Negociado de Análisis Económico

De otra parte en la Tabla B.6 se presenta el efecto directo e indirecto
de la inversión en vivienda pública en el producto nacional bruto. Se
utilizaron los multiplicadores de construcción en el producto bruto que
publica la Junta de Planificación. Entre 1947 al 1980 se utilizó el valor
del multiplicador de 0.92 y desde el 1981 hasta el 2003 el valor de 0.97.

Bajo estos supuestos, se estimó que el efecto de la inversión en vivienda
pública a precios corrientes ha añadido al PNB unos $226 millones
entre 1947 al 2003. Puesto que el aumento en el producto nacional ha
sido de $46,742 entre esos años, la contribución global de la inversión
al producto bruto a precios corrientes es 0.5%, para todo el período. 

Tabla B.6
Contribución de la inversión pública en vivienda 

en el producto nacional; 1947 al 2003

Etapas Contribución Cambio en el Contribución al
al PNB nominal PNB nominal PNB de la inversión 

vivienda pública
Total $226 $46,742 0.5%

Fuente: Junta de Planificación de Puerto Rico, Negociado de Análisis Económico
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“

”

Madre, yo al oro me humillo,

él es mi amante y mi amado,

pues de puro enamorado  

de continuo anda amarillo;

que pues, doblón o sencillo,

hace todo cuanto quiero,

poderoso caballero

es Don Dinero.

Francisco de Quevedo y
Villegas (1580-1645)
Fragmento del poema Poderoso
caballero es Don Dinero
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[A] EL MARCO INSTITUCIONAL DE APOYO AL FINANCIAMIENTO DE LA
VIVIENDA EN PUERTO RICO

Esta sección examina el aspecto financiero del desarrollo y
mejoramiento del acervo de la vivienda en Puerto Rico. Desde los
albores del desarrollo de la economía local, Puerto Rico pudo contar
con instituciones financieras sólidas y efectivas, tanto en el ámbito local
como del gobierno federal de Estados Unidos que permitieron
canalizar un flujo sustancial de recursos hacia la vivienda privada y a la
de interés social.

Resulta imperativo analizar el marco institucional que sirvió y sirve
de infraestructura esencial para el financiamiento de la vivienda en
Puerto Rico. En este marco se resalta la alta integración de la economía
de Puerto Rico con las estructuras institucionales de la economía de
Estados Unidos de América creadas para promover el desarrollo del
capital social y privado de la misma. Muchas de estas instituciones
federales fueron creadas a raíz de los efectos nocivos que trajo la Gran
Depresión de 1930 al bienestar colectivo de la nación norteamericana.
La ausencia de instituciones ágiles, efectivas y con la capacidad para
estabilizar el sistema financiero de Estados Unidos para esta época,
permitió que los efectos nocivos iniciales de la Depresión del 1930, se
trasmitieran de manera amplificada no sólo a nivel interno, sino
también a otros países. De ahí la necesidad imperiosa de no sólo
consolidar los esfuerzos institucionales en el manejo de los recursos
hábiles para el desarrollo económico, sino además, de modificar la
filosofía de laissez faire dentro de la economía norteamericana. 

La economía de Puerto Rico fue igualmente beneficiada con la
creación de estas instituciones pues las mismas tenían la
responsabilidad ministerial de proveer los recursos necesarios para el
financiamiento de la inversión en vivienda tanto pública como privada
a las familias locales.

En el ámbito local, las instituciones más relevantes que han provisto
—y que actualmente algunas todavía proveen recursos financieros para

el financiamiento de la vivienda en Puerto Rico— son:
a. la banca comercial privada
b. la banca hipotecaria
c. los fondos de pensiones de empleados públicos
d. las cooperativas de ahorro y crédito, y
e. los bancos de ahorro mutualistas y de ahorro y préstamos

En el marco de las instituciones del Estado, podemos mencionar:
a. La Autoridad de Hogares (1938-1957)
b. Corporación de Renovación Urbana y Vivienda (1957-2001)
c. El Banco de la Vivienda (1961- 2001), y la más reciente
d. Corporación para el Financiamiento de la Vivienda en Puerto

Rico,(creada en 2001 como subsidiaria del Banco
Gubernamental de Fomento)

En el marco de las instituciones del gobierno y del sector privado
de Estados Unidos, podemos mencionar las siguientes:

a. Department of Housing and Urban Development (HUD)
b. Federal Housing Administration (conocida como FHA, creada

1934)
c. Federal Home Loan Bank, (FHLB, creada en 1932)
d. Farmer Home Administration (FmHA, 1918)
e. Government National Mortgage Administration (GNMA,

Gennie Mae, 1968)
f. Rural Housing Service (RHS) bajo el Departamento de

Agricultura Federal
g. Federal National Mortgage Association (FNMA, Fannie Mae,

1938)
h. Federal Home Mortgage Corporation (FHMC, Freddie Mac,

1970)
i. Veterans Administration (VA, 1944)

Tanto las agencias conocidas como FNMA, FHLB, y FHLMC son
al momento Empresas Patrocinadas por el Gobierno (Government-
Sponsored- Entreprises—GSE), que suministran fondos al mercado
hipotecario por medio de la venta de bonos y emplean sus utilidades
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para la compra de hipotecas. En el 1932, se creó el FHLB para
supervisar las asociaciones de ahorro y préstamos, creadas en un
principio para el financiamiento de las hipotecas. En el 1934 se creó la
FHA para levantar los recursos financieros necesarios para financiar
hipotecas a las familias necesitadas. En el 1938, el gobierno federal
estableció el FNMA, conocida popularmente como Fannie Mae que
tenía el propósito inicial de proveer los recursos necesarios para el
mercado de las hipotecas mediante la adquisición de las mismas por
medio de inversiones en el mercado secundario. De hecho, la creación
del FNMA crea formalmente el mercado secundario de hipotecas en
donde las hipotecas son vendidas como inversiones en el mercado
financiero, y así, se permite mayor liquidez y eficiencia en los mercados
de crédito. En el 1944, el Congreso de Estados Unidos legisló para
permitir a la Administración de Veteranos (VA) garantizar las 
hipotecas realizadas por bancos u otras instituciones financieras a los
veteranos. 

En el 1968, parte de la entidad pública FNMA es traslada a una
cuasi-pública y separada en dos entes diferentes. Una como parte de
GNMA, la cual seguía como entidad pública bajo el auspicio del
Departamento de Vivienda y Desarrollo Urbano (HUD), con un
enfoque convencional de respaldar las hipotecas garantizadas por FHA,
VA y de aquellos préstamos a agricultores. La otra parte se crea como
una entidad cuasi-pública de acciones intercambiadas en la bolsa de
valores, pero enfocada en los programas no convencionales de
préstamos, excepto FHA y VA. 

En el 1970, el Congreso aprueba la creación de otra entidad GSE
conocida como Federal Home Loan Mortgage Corporation (FHLMC,
Freddie Mac), con la intención de aumentar la oferta de hipotecas a los
bancos comerciales, instituciones de ahorro y préstamos, cooperativas,
bancos hipotecarios, entre otros. Freddie Mac complementa a la vez
que compite con los esfuerzos de Fannie Mae. 

[B] LA ACTIVIDAD DE FINANCIAMIENTO DE LA VIVIENDA

1. Los inicios de la actividad financiera para los 1940 y 1950
No cabe duda que tanto a las agencias federales como locales

jugaron un papel preponderante en la canalización de un volumen
sustancial de fondos para el financiamiento de la vivienda en Puerto
Rico. Podemos decir con cierta autoridad que hasta la Segunda Guerra
Mundial, el nivel de desarrollo de la vivienda en Puerto Rico era tanto
insuficiente como inadecuado para mejorar sustancialmente la calidad
de vida de las familias puertorriqueñas. La demanda efectiva de
vivienda con facilidades básicas y condiciones adecuadas de salud,
estaba determinada por un grupo reducido de familias con capacidad
de ingreso para costear la misma. 

Una vez finalizada la Segunda Guerra Mundial, un grupo de fuerzas
institucionales y sociales convergieron para impulsar mejoras
significativas a las condiciones de vida de la mayoría de las familias en
Puerto Rico. Los esfuerzos de industrialización por medio del
Programa Operación Manos a la Obra; el reenfoque social del Estado
hacia el problema de la desigualdad y la pobreza; el surgimiento de
nuevas instituciones financieras —tales como asociaciones de ahorro y
crédito, cooperativas, bancos estatales, etc.— y la abundancia relativa de
fuentes externas de capital para el financiamiento del desarrollo,
promovieron las condiciones para reconciliar las fuerzas necesarias y
elevar los niveles del desarrollo social y económico, y con ello, el
mejoramiento del acervo de la vivienda en Puerto Rico. 

Cabe señalar que para el 1940, existían 355 mil viviendas de las
cuales tres cuartas partes de las familias en Puerto Rico, o sea 270,000,
vivían en casas inadecuadas y malamente construidas. El Censo Federal
de Población del 1940 informaba, a su vez, que el 83% de las casas
ocupadas por sus dueños estaban valoradas en $400 y menos, el
equivalente a $8,640 a precios del 20041. Los datos obtenidos para el 

1Como medida de valor comparable recordemos que la mediana de una casa era $75,100 para
el 2000. 
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1941-42 mostraban, además, que en el Registro de la Propiedad se
habían registrado tan sólo unos $10 millones en hipotecas, lo que
equivale a $216 millones a precios del 2004. Es evidente que esta
cantidad anual era insuficiente si es que se quería mejorar y expandir
significativamente el acervo de vivienda en Puerto Rico. 

A principio de los 50, las tasas de interés sobre préstamos
garantizados por colateral fluctuaban entre 5% y 6% mientras que la
misma sin colateral era de 9%. Estas tasas eran superiores a las
establecidas en Estados Unidos para esa época2. Sin embargo, la banca
comercial pagaba al depositante apenas un 1%. A pesar de que los
bancos locales estaban bajo el seguro de depósito de la Federal Deposit
Insurance Corporation (FDIC) creado en Estados Unidos en los años
30, existían ciertas limitaciones en la liquidez bancaria y el riesgo,
porque los bancos eran sumamente conservadores en prestar los
recursos para el financiamiento de las hipotecas, a menos que no
estuviesen garantizadas por la FHA y/o VA. En este sentido, las
asociaciones de ahorro y crédito, que en Estados Unidos se habían
creado con la intención expandir la oferta de dinero para las hipotecas,
surtieron un efecto positivo significativo en el volumen de los depósitos
y el financiamiento de acervo de la vivienda3. Se debe añadir un Banco
de Cooperativas, las cooperativas de ahorro y crédito que surgieron
para el 1947, los sistemas de retiro, y otras instituciones análogas, las
cuales absorbieron una proporción sustancial de los ahorros de las
personas y por ende, suplieron los fondos necesarios para la formación
de capital. 

El economista Eliezer Curet Cuevas (1976), en un destacado libro
sobre el desarrollo económico de Puerto Rico, establece tanto el flujo
de fondos de largo plazo destinados a la financiación de la vivienda
como la importancia relativa de los sectores financieros en la inversión 

interna bruta en vivienda. Sobre el primer punto señalado, el flujo de
fondos destinados hacia el financiamiento de la vivienda en Puerto Rico
en los años 1951 y 1957 aumentó levemente de $6 millones a $7.7
millones. En el 1951, el 70% del flujo de fondos de largo plazo
provenían de los bancos mientras que el 33% de las asociaciones de
ahorro y préstamos. Para el 1957, los bancos comerciales pierden
importancia relativa pero los sectores asociados al gobierno local y
federal, en especial las hipotecas garantizadas por VA, toman el liderato
con 88% y 38%, respectivamente. El flujo de los bancos comerciales fue
$8.4 millones. 

Sin embargo, el flujo de fondos destinado hacia la vivienda era
proporcionalmente bajo a la inversión realizada en vivienda. El flujo de
inversión provistos por el sector financiero hacia la financiación de la
inversión total en vivienda para los años 1951-57 proveyó sólo el 15.5%
de los fondos para el financiamiento de la inversión en vivienda. El
remanente de la inversión, o sea el 84.5%, fue financiado a través de
otros medios tales como depreciación, ahorro personal privado, entre
otros. Dentro de este proceso, el sector financiero no-bancario
(Asociaciones de Ahorro y Préstamo y los Bancos Hipotecarios)
jugaron el papel más importante, aunque el mismo no fue significativo. 

2. La pujanza del financiamiento en la vivienda de 1960 y 1970
Del 1960 en adelante, comienza de lleno la pujanza institucional

sobre el desarrollo de la vivienda en Puerto Rico, mediante un esfuerzo
de renovación urbana que acompañaba programas mucho más
abarcadores tanto en la zona rural como en la zona urbana. En el 1957
se crea la Administración de Renovación Urbana y Vivienda (ARUV) y
la Corporación de Renovación Urbana y Vivienda (CRUV), y en el
1961 el brazo financiero conocido como el Banco de la Vivienda. Otra
institución medular fue el movimiento cooperativo y la creación de La
Administración de Fomento Cooperativo en 1957.

Al examinar el papel jugado por los intermediarios financieros en su
rol de destinar los fondos hacia el financiamiento de la vivienda,

2De Jesús Toro, Rafael. Historia Económica de Puerto Rico, pág. 307.
3La primera entidad en abrir operaciones fue First Federal en 1947 y la segunda United
Federal en 1958. El Ponce Federal, Western Federal, y Central Federal, comenzaron para el
1958.
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notamos un aumento notable de recursos invertidos por parte de estos
intermediarios. En la Tabla C.1 se observa que en 1967 se habían
destinado sobre $230 millones hacia estos fines, cifra que compara muy
favorablemente con apenas $7.7 millones en 1957. Los intermediarios
responsables de la mayor cantidad invertida fueron la banca
hipotecaria, las asociaciones de ahorro y préstamos y los bancos
comerciales, los cuales combinadamente representaron el 73% de los
fondos destinados por los intermediarios hacia el financiamiento de la
vivienda. Los fondos destinados por el sector financiero a la inversión
realizada en el sector de la vivienda representaron un 72% de la
inversión, en donde el sector no-bancario —bancos hipotecarios y
asociaciones de ahorro—y la banca comercial, fueron responsables de
dos terceras partes del financiamiento. 

Tabla C.1
Intermediarios financieros y los fondos de largo plazo hacia el sector de

la vivienda, 1957 y 1967 (en millones $)

Intermediarios (en %) 1957 1967
1. Gobierno de Puerto Rico $6.8 $16.3

(88.3%) (7.1%)
Fondos pensiones 6.8 14.5

(88.3%) (6.3%)
Banco de la Vivienda NA 1.8

(0.8%)
2. Gobierno Federal 2.9 40.1

(37.7%) (17.3%)
FNMA 0.6 38.3

(7.8%) (16.5%)
Housing and Home Finance Agency NA 2.9 

(1.3%)
Administración de Veteranos 2.3 -1.1 

(-0.5%)

3. Instituciones privadas no-bancarias 6.4 139.4 
(83.1%) (60.2%)

Bancos hipotecarios 2.4 112.7 
(31.2%) (48.7%)

Asociaciones de Ahorro y Préstamos 4.0 20.7
(51.9%) (8.9%)

Compañías de seguro —- 6.0 
(2.6%)

4. Bancos Comerciales -8.4 35.7 
(-109.1) (15.4%)

Total (1+2+3+4) $7.7 $231.5

Fuente: Curet Cuevas, E. 1976. EL Desarrollo Económico de Puerto Rico: 1940 a 1972. Management Aid Center,
Inc. 

NA= No aplica

Cabe señalar que las asociaciones de ahorro y préstamos locales,
operando bajo las leyes federales, fueron pieza importante en respaldar
la vivienda a bajo costo y aún en momentos de crisis de los 1970 y 1980,
respaldaron este sector de vivienda. Estas asociaciones fueron en gran
medida las impulsadas de las hipotecas convencionales que no
cualificaban para FHA y VA. Además, brindaron el respaldo financiero
en la adquisición de apartamentos individuales, en condominios y la
construcción de edificios multipisos. Para mediados de los 1980, por
ejemplo, estas asociaciones habían financiado el 60% del total de
hogares en Puerto Rico, con alrededor de $200 millones dedicados a
casas de bajo costo (Aponte, 1988).

3. La crisis del financiamiento bancario de las décadas de 1970 y
1980 
En las décadas de 1970 y 1980, un grupo de eventos concatenados

repercutieron sobre el sector financiero asociado a la vivienda en Puerto
Rico, en especial, en las Asociaciones de Ahorro y Préstamos (AA&P).
A fines de 1973, la Organización de Países Exportadores de Petróleocont.
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(OPEP) estableció la política de aumento en los precios, quizás, como
arma política internacional. Entre 1950 y 1971, el precio del petróleo
había permanecido más o menos estable y al mismo tiempo, su
consumo mundial había crecido de forma considerable hasta
configurarse como la fuente de energía fundamental4. El 16 de octubre
de 1973 y en pleno apogeo de la Guerra Arabe-Israelí (Guerra del Yom
Kippur), los países miembros de la OPEP tomaron la dura decisión de
aumentar los precios del barril del petróleo de unos $2.00 a $8.00 por
barril. Entre la década de los 1970 y 1980, se evidenció una persistencia
marcada de aumentos en los precios del crudo de parte de la OPEP
unida a que los mismos eran bruscos y sin un patrón sistemático que
tomara en consideración los efectos nocivos al crecimiento económico.
El mismo se multiplicó por cinco en 1973-1974 y luego creció el 150%
en 1979-1980, de frente al inicio de la Guerra entre Irak e Irán.

Frente a la presencia de esta política se consignó la llegada de la
inflación de dos dígitos al mismo tiempo que el crecimiento en la
producción industrial de los países industrializados se disminuía entre
un 10 y 20%. Con ello se configuró el conocido proceso de
“estanflación” (stagflation) que combinaba altos niveles de inflación con
una recesión aguda. Este tipo de espiral inflacionaria condujo a
aumentos consecuentes en las tasas de interés, afectándose por igual, la
tasa hipotecaría. 

a. Modelo para estimar el efecto del precio del petróleo en las tasas de
interés y su impacto en el financiamiento hipotecario

Con el propósito de establecer el efecto del aumento en el precio del
petróleo para esta época, se presenta el resultado del siguiente modelo:

(1) MORTGR = ( OILP (t) ; OIL (t-1); T)
donde:
MORTGR = Tasa de interés hipotecaria establecida por
FHLMC;
OILP = Precio del barril de petróleo “West Texas
Intermediate”; t corresponde al tiempo de hoy, y (t-1) a un año
atrás; y.
T = Tendencia

El modelo se “corre” para dos períodos de tiempo, 1971 al 1991 y
1991 al 2003. En esta división se intenta observar el posible cambio en
la estructura de determinación establecida por el precio del petróleo. El
valor de las variables son convertidas en logaritmos naturales, para
encauzar mayor precisión lineal en caso de que sean estructuras
matemáticas no-lineales. La información de las variables fue tomada de
forma anual.

El resultado del modelo se presenta a continuación, para el período
1971 al 1991:

LMORTGR = 1.49 - 0.197 T + 0.40 LOILP (t) + 0.034 LOILP
(t-1)
(22.7)* (-5.2)* (6.83)* (0.57)

R2 ajustado = 0.916 D.W. = 1.30 F-statistics = 70.47*
* Significativa al nivel de 99%

Para el período 1991 al 2003:

LMORTGR = 2.69 - 0.029 T + 0.14 LOILP (t) - 0.116 LOILP
(t-1)
(10.2)* (-4.2)* (1.38) (-1.20)

R2 ajustado = 0.65 D.W. = 1.49 F-statistics = 8.49*
* Significativa al 99%

4Así se demuestra al analizar por el crecimiento de la importancia del petróleo en el consumo
total de energía. En 1950, el petróleo representaba el 37.8%, frente al 55.7% del carbón. En
1972, en cambio, el petróleo y el gas representaban el 64.4% del total. En resumen, podemos
decir que la parte correspondiente al petróleo en el consumo de energía pasó de ser un tercio a
dos tercios, en un momento en que el consumo anual de energía se triplicaba cada año. De este
modo, las reservas petrolíferas descubiertas cada año eran inferiores al consumo anual.
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El análisis de ambos resultados establece que el aumento en el
precio de petróleo, indujo aumentos directos en las tasas de interés
hipotecarias— vía la tasa inflacionaria— de manera significativa entre
1971 y 1991, pero no así, entre 1991 y 2003. El coeficiente de reacción
de la tasa hipotecaria frente al precio de petróleo contemporáneo es
0.40, lo cual implica que un aumento de 100% en el precio de petróleo,
indujo un 40% de aumento en la tasa de interés. Esta variable, LOILP
(t) resultó ser significativa a un 99% de confianza. Entre 1991 y 2003, la
reacción de la tasa hipotecaria frente a los aumentos en el precio del
petróleo se había reducido 0.14, lo que equivale a tan sólo una reacción
de 14% en la tasa hipotecaria frente a un 100% de aumento en el precio
del petróleo. Sin embargo, esta vez, la variable LOIPL (t) no es
significativa desde el punto de vista estadístico. 

Este aumento persistente en el precio del petróleo entre 1971 al
1991, y por consiguiente en la tasa de interés, generó una onda crisis en
las asociaciones de ahorro y préstamos cuyo negocio principal estaba
en el financiamiento de las hipotecas. Puesto que el costo de los fondos
aumentaba y la captación de los recursos era de un vencimiento a corto
plazo, se creó un desfase entre los pasivos y los activos. Los pasivos, o
depósitos de corto plazo estaban determinados a una tasa de interés
determinada por el mercado, mientras que en los activos generadores
de ingresos, a una tasa de interés fija y relativamente baja, y
determinada por las condiciones de las hipotecas de décadas anteriores.
Un estudio de Alameda y Rivera-Galindo (1985)5 establece que en sólo
dos años, 1980 y 1982, el número de asociaciones de ahorro y crédito
asistidas en Estados Unidos (incluyendo a Puerto Rico) fue 118, y sólo
comparable con 114 unidades en el período 1935-79 que, en parte
cubre la Depresión de 1930. Además, el costo (valor presente) de la 
asistencia entre 1980 y 1982 llegó a $2,286 millones mientras que entre
1935-79, apenas de $344 millones. 

La crisis en el financiamiento se refleja al igual en la actividad de
garantía hipotecaria generada por la FHA, VA y la FmHA que son base
fundamental para los bancos hipotecarios y comerciales. En la Gráfica
C.1 se presenta el número total de hipotecas garantizadas por estas
agencias federales y el valor monetario de las mismas entre 1970 y 1983.
El total de hipotecas garantizas por estas tres instituciones observó una
tendencia de largo plazo declinante de 12,274 en el 1970, a apenas unas
4,548 en el 1983. Igualmente, el valor de las hipotecas de $228.6
millones a $153.1 millones. Tanto el número total de garantías
hipotecarias como el valor monetario alcanzaron su punto máximo en
1979 con 13,155 hipotecas garantizadas y $399 millones.

Frente a esta crisis de las AA&P, el Congreso de Estados Unidos
aprobó sendas leyes en 1980 y 1982 con el propósito de salvar a estas
instituciones: Depositary Institution Deregulation and Monetary
Control Act (DIDMCA) de 1980, y la Garn-St. Germain Depositary
Institution Act de 1982. En general, ambas leyes tenían la intención de
promover la recuperación de estas instituciones a través de la extensión
de nuevos poderes en el área de nuevas inversiones bancarias, hasta el
momento limitadas para estas asociaciones. El estudio citado de
Alameda y Rivera-Galindo llegó a la conclusión que las doce (12)
asociaciones locales reaccionaron en dos maneras divergentes; la
primera —que fue seguida por nueve instituciones— fue el aumentar las
inversiones en valores de bajo riesgo como por ejemplo, valores del
gobierno federal y sus agencias, mientras que la segunda fue impulsada
por las otras tres restantes —instituciones mucho más jóvenes en la
industria— las cuales aumentaron sus activos en préstamos no-
hipotecarios, aunque mantenían en cartera una alta proporción de
préstamos hipotecarios6.

4. Los fondos 936 y las corporaciones norteamericanas 
En 1976 surge en Puerto Rico un mercado sui generis de fondos de 

5Alameda-Lozada, J. y C. Rivera-Galindo. 1985. “Efectos de la Desreglamentación Bancaria
en las Instituciones de Ahorro y Préstamo en Puerto Rico”. Segunda Asamblea Anual de la
Asociación de Economistas de Puerto Rico, 3-4 mayo de 1985. Documento inédito. 6Alameda y Rivera-Galindo, Op.Cit, páginas 35-36.
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las ganancias acumuladas de las corporaciones norteamericanas que
operaban en Puerto Rico, en un inicio bajo la Sección 931 del Código
de Rentas Internas de Estados Unidos, pero desde este año, enmendada
bajo la Sección 936. Debido a un grupo de enmiendas, las
corporaciones norteamericanas tuvieron la opción de traer a Puerto
Rico o repatriar a Estados Unidos unos $5,000 millones invertidos en el
exterior, los cuales ya no habrían de seguir siendo exentos del pago de
contribuciones federales, a menos que no se invirtieran en Puerto Rico.
Desde el 1976, el mercado de fondos 936 creció significativamente de
alrededor de $252 millones en depósitos de estas corporaciones para
junio de 1976, hasta llegar a $2,841 millones en junio de 1980; y $6,876
millones en junio de 1987. En el 1992, los depósitos alcanzaron unos
$11,000 millones. En 1976, los depósitos 936 eran apenas un 5.2% del
total de depósitos bancarios, pero en el 1987 ya alcanzaba en 37.4% del
total. 

Sin embargo, los bancos comerciales no sólo fueron beneficiados
exclusivamente de este mercado, pues existían inversiones directas de
las corporaciones en obligaciones gubernamentales y algunos de sus
agencias y programas para el financiamiento, acuerdos de reventas y
recompra (Repos), fondos de hipotecas GNMA, entre otras. En el
1992, por ejemplo, los activos financieros de las corporaciones 936
invertidos en Puerto Rico alcanzó los $15,000 millones en donde un
48% de estos eran invertidos de manera directa de parte de las
corporaciones fuera de los bancos comerciales y bancos de ahorro. 

El mercado de fondos 936 tuvo, al igual, sus repercusiones en el
mercado del crédito hipotecario por vía de la canalización de los
recursos hacia: (a) las Asociaciones de Ahorro y Préstamos, los Bancos
Comerciales y Bancos Hipotecarios, (b) hacia los fondos en valores
GNMA; y, (c) hacia un Fideicomiso Hipotecario creado por el Banco
Gubernamental de Fomento (BGF), y (d) una reducción de la tasa de
interés del mercado. 

En un estudio realizado por el BGF se establece que los fondos 936
sirvieron para recuperar las Asociaciones de Ahorro y Préstamos con
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Gráfica C.1
Hipotecas garantizadas por FHA, VA y FmHA–

número y valor en millones de dólares; 1970 al 1983
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mayor rapidez que su contraparte en Estados Unidos.7 Concluye el
estudio y citamos; 
“Unlike their United States counterparts, the savings and loans in Puerto Rico
recovered quickly because of the availability of 936 funds”… “The
availability of 936 funds and the steps taken by the Puerto Rico government
to allow those funds to be redeposited with savings and loans were
instrumental in the industry’s recovery”. (página 26). 

Señala además que para marzo de 1985, casi $1,201 millones en
fondos 936 estaban depositados en estas instituciones generando una
actividad elegible de $2,359 millones, en donde el 74.9% de esta misma
era en hipotecas, o sea $1,767 millones. En adición, estas instituciones
pudieron emitir notas de capital desde el 1982 por un total de $635.8
millones como un financiamiento directo de las corporaciones 936, a
una tasa de financiamiento menor que la que dictaba el mercado. 

Otro aspecto importante de las corporaciones 936 radica en el
Fideicomiso para el Financiamiento de la vivienda creado por el BGF
y auspiciado por las compañías 936 que operaban en la Isla. En el 1985,
un nutrido grupo de estas corporaciones financió unos $220 millones
para casas a bajo costo. Según el informe, este fondo generaría recursos
para la construcción de entre 3,000 a 5,000 unidades de casas a bajo
costo. 

En el 1993 la Sección 936 sufrió varias enmiendas y posteriormente
para el 1996, la misma fue totalmente eliminada, aunque de manera
paulatina hasta llegar el 2005. Frente a estos cambios, no sólo
desaparece gradualmente el monto significativo de fondos e inversiones
de las corporaciones 936, sino también, se induce a la desaparición de
las AA&P pues estas mismas operaban bajo las condiciones mismas de
ser consideradas corporaciones 936. Desde entonces, estas asociaciones
han estado convirtiéndose en bancos comerciales, aunque ya para 
mediados del 1994, un banquero de este sector indicaba que las 

operaciones de estas instituciones eran un 25% de banco de ahorro
propiamente y el 75% de bancos comercia8. 

5. La actividad de financiamiento para las décadas 1990 y 2000
Entre 1995 al 2003, el grueso de financiamiento de la vivienda ha

sido mediante los bancos hipotecarios y los bancos comerciales. A junio
del 2004, los bancos hipotecarios habían invertido $1,694 millones en
hipotecas y los bancos comerciales $1,303 millones. El total invertido
llegaba a casi $3,000 millones. En este período, los bancos hipotecarios
presentaron el 56% del valor monetario de las hipotecas y el 65% del
número de hipotecas emitidas. 

Otras instituciones tales como cooperativas de ahorro y crédito y
los fondos gubernamentales de empleados y pensiones han sido
consideradas como alternativas al financiamiento de la vivienda. Sin
embargo, de estas dos instituciones, las cooperativas han dominado el
valor monetario de las hipotecas. Por ejemplo, a marzo del 2004, las
cooperativas de ahorro y crédito habían financiado hipotecas por valor
de $949.1 millones, lo que presentaba el 27% de su cartera de
préstamos. Si se considera las cooperativas, el monto total destinado
hacia el financiamiento de la hipotecas puede alcanzar casi los $3,945
millones y la proporción del mercado controlada por éstas alcanza un
24%. Los bancos hipotecarios dominan el financiamiento con cerca de
un 43% del mercado y los bancos comerciales con un 33% (Ver Cuadro
C.1).

En la Tabla C.3 se percibe que tanto la banca hipotecaria como la
comercial han aumentado significativamente tanto el número de
hipotecas emitidas con el valor monetario de las mismas en el mercado.
La banca hipotecaria ha mantenido el dominio especialmente entre el
1995 y 2000, pero para los siguientes años de período, el dominio ha
continuado aunque este ha sido menos pronunciado.

7Banco Gubernamental de Fomento. “Impact of 936 funds in the Financial Markets in Puerto
Rico: A Complementary View of the 936 Issue”. Julio de 1985.

8Esta fue la expresión de un banquero de una de estas instituciones frente a una entrevista del
semanario Caribbean Business, 30 de junio de 1994, Hiram Cintrón, “Savings banks: changes
in law make once tax-exempt thrifts turn in federal charters”, Thursday, June 30, 1994. 
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El aumento vertiginoso en las cifras presentadas es en gran medida
el resultado del comportamiento de la tasa de interés hipotecaria. En la
Gráfica C.2 se muestra una alta sensibilidad del número de hipotecas
emitidas a medida que cambia la tasa de interés. Por ejemplo, entre
1995 y 1998, la tasa de interés se redujo de 7.95% a 6.94% —una
reducción de cerca de un punto porcentual— lo cual implicó un
aumento de 7,409 a 17,453 hipotecas, o sea, un aumento de 10,044
nuevas hipotecas. Entre 1998 al 2000, la tasa de interés aumentó de
6.94% a 8.06%, lo cual implicó una reducción de hipotecas de 17,453 a
12,808. Por último entre el 2001 al 2003, la tasa de interés disminuyó
de 6.97% a 5.82%, y como resultado el número de hipotecas aumentó
de 19,461 a 21,716.

$949, 24%
Cooperativas

$1,302, 33%
Bancos Comerciales

$1,694, 43%
Bancos Hipotecarios

Cuadro C.1
Hipotecas de bancos comerciales, bancos hipotecarios y cooperativas

A junio de 2004, excepto Cooperativas (amarzo del 2004) 
En millones de dólares

Tabla C.3
Número de hipotecas y valor monetario de las hipotecas
Bancos comerciales y bancos hipotecarios 1995 al 2004

Año a diciembre Bancos Hipotecarios Bancos Comerciales Total de Bancos 
Hipotecas Valor monetario Hipotecas Valor monetario Hipotecas Valor monetario

(millones $) (millones $) (millones $)
1995 4,596 $296.2 2,813 $229.8 7,409 $526.0
1996 6,839 $421.3 2,389 $335.3 9,228 $756.5
1997 7,743 $530.9 2,765 $297.4 10,508 $828.3
1998 10,537 $906.6 6,916 $655.0 17,453 $1,561.6
1999 10,360 $828.0 3,073 $413.1 13,433 $1,241.1
2000 9,245 $814.5 3,563 $403.8 12,808 $1,218.3
2001 11,546 $1,192.6 7,915 $1,361.1 19,461 $2,553.8
2002 12,960 $1,445.0 10,199 $1,504.5 23,159 $2,954.4
2003 13,913 $1,551.9 7,803 $1,047.0 21,716 $2,598.8
2004 a/ 15,160 $1,693.8 8,700 $1,302.1 23,860 $2,995.9

Fuente: Comisionado de Instituciones Financieras, Estado Libre Asociado de Puerto Rico
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El comportamiento descrito puede ser resumido a base del cambio
de un punto porcentual en la tasa de interés. El resultado, aunque no es
simétrico en sus efectos, mantiene una relación inversa entre la tasa de
interés y el número de hipotecas. Tomando como base el dato de
cambio de un punto porcentual, la Tabla C.4 describe el efecto final
promedio en el número de hipotecas emitidas tanto por la banca
hipotecaria como la banca comercial. El mismo fue obtenido a base de
un análisis de regresión simple entre el número de hipotecas y la tasa
interés. El resultado final apunta a una alta correlación entre ambas
variables. Más importante aún es reconocer que una disminución
(aumento) de un punto porcentual en la tasa de interés, se asocia a un
aumento (disminución) de 3,654 hipotecas emitidas por la banca
hipotecaria y 3,105 para la banca comercial, para un gran total de 6,758. 

Tabla C.4
Efecto de la reducción en un punto porcentual en la tasa de interés

FHLMC en el número de hipotecas emitidas por la banca en Puerto Rico

Efecto en: Cambio en el número de hipotecas
Banca hipotecaria 3,654
Banca commercial 3,105
Total de efecto 6,759

Fuente: estimado mediante análisis de regresión. Los autores.

[C] EFECTOS DE LA TASA DE INTERÉS HIPOTECARIA EN LA
CONSTRUCCIÓN DE NUEVA VIVIENDA

Con el propósito de examinar el efecto de la tasa de interés
hipotecario en la generación de nuevas unidades de vivienda en Puerto
Rico, hemos establecido la siguiente ecuación de comportamiento
entre 1971 y 2003;

9

Tasa interés
Núm. hipotecas

30,000

1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004a/
7.95 7.8 7.6 6.94 7.43 8.06 6.97 6.54 5.82 5.89
7,409 9,228 10,508 17,453 13,433 12,808 19,461 23,159 21,716 23,860
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Gráfica C.2
Comportamiento de la tasa de interés hipotecario de Freddie Mac con
relación al número de hipotecas de bancos hipotecatios y comerciales



89

Apéndice Técnico C • El  Financiamiento de la Vivienda en Puerto Rico

(2) VTOTAL = f (MORTGR, YRFAM, T)
donde;

VTOTAL = Unidades de vivienda construidas en Puerto Rico
en el año;
MORTGR = Tasa de interés hipotecaria del FHLMC;
YRFAM = Ingreso real familiar (1954=100) y,
T = Tendencia

A base de la información obtenida para este estudio y mediante un
modelo de regresión se llegó a la siguiente conclusión (Ver Tabla C.5).
En la misma se nota que un aumento de un punto porcentual en la tasa
de interés hipotecaria reduce la construcción de nueva vivienda en 440
unidades, siendo el sector privado el más afectado con 439 unidades. La
construcción de vivienda pública virtualmente no sufre efecto alguno
con este aumento. Todo parece indicar que la determinación de
construcción de vivienda por parte del sector público no toma en
consideración, o por lo menos, acentúa muy poco el comportamiento
de la tasa de interés hipotecaria. Este no es el caso del sector privado.

Con respecto a la variable de ingreso real familiar, se nota que un
aumento de $1,000 genera un aumento en la construcción de nueva
vivienda tanto del sector privado como público. Este mismo produce
un aumento de 5,554 nuevas unidades en el sector privado y 2,050 en
el sector público, para un efecto total de 7,604 unidades.

La variable de tendencia mide el efecto de otros factores seculares

que no han sido considerados de manera directa dentro del modelo de
regresión o modelación econométrica. Los mismos pueden ser de
naturaleza estructural— e.j. cambios en la tecnología, gustos y
preferencias, énfasis de la política pública, etc. —como aquellos de
naturaleza coyuntural— e.j, eventos atmosféricos, huelgas, cambios en el
ciclo económico, etc. El resultado del modelo muestra, como un hecho
irrefutable, que entre 1971 al 2003 se ha venido reduciendo el número
de nuevas vivienda en 877 por año, en donde el sector privado es
responsable de 508 unidades y el sector público de 370 unidades. Esta
reducción es la responsabilidad combinada de todos estos factores
estructurales y coyunturales, pero que no han sido especificados en la
modelación econométrica. 

Tabla C.5
Efecto de la tasa hipotecaria y el ingreso real familiar 

en la vivienda, 1971 al 2003

Categoría Tasa Ingreso real Tendencia
hipotecaria a/ por familia b/

Total -440 7,604 -877
Privada -439 5,554 -508
Pública -1 2,050 -370
a/ efecto de un aumento en un punto porcentual

b/ efecto de un aumento de $1,000 en el ingreso real por familia
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Anos fiscales Vivienda Privada Püblica 
1947 $12.0 $9.4 $2.6 
1948 $22.2 $18.4 $3.8 
1949 $27.5 $22.5 $5.0 
1950 $25.6 $21.0 $4.6 
1951 $34.2 $28.9 $5.3 
1952 $50.9 $28.1 $22.8 
1953 $42.6 $21.1 $21.5 
1954 $36.3 $23.8 $12.5 
1955 $46.0 $35.1 $10.9 
1956 $55.3 $49.1 $6.2 
1957 $46.4 $42.6 $3.8 
1958 $66.9 $53.2 $13.7 
1959 $75.2 $57.6 $17.6 
1960 $88.1 $72.4 $15.7 
1961 $101.5 $81.6 $19.9 
1962 $125.5 $97.4 $28.1 
1963 $132.8 $115.3 $17.5 
1964 $158.3 $140.1 $18.2 
1965 $211.6 $189.6 $22.0 
1966 $245.2 $216.8 $28.5 
1967 $289.2 $229.3 $59.9 
1968 $322.1 $264.1 $58.0 
1969 $357.3 $291.0 $66.3 
1970 $349.4 $289.1 $60.3 
1971 $408.7 $311.7 $97.0 
1972 $471.7 $373.9 $97.8 
1973 $467.3 $391.8 $75.5 
1974 $487.7 $411.4 $76.3 
1975 $472.1 $384.8 $87.3

Anos fiscales Vivienda Privada Püblica 
1976 $424.2 $356.5 $67.7 
1977 $3576 $3089 $487 
1978 $477.2 $428.1 $49.1 
1979 $443.9 $394.2 $49.7 
1980 $435.5 $342.7 $92.8 
1981 $417.4 $305.1 $112.3 
1982 $387.1 $289.9 $97.2 
1983 $359.5 $268.5 $91.0 
1984 $330.8 $243.7 $87.1 
1985 $373.7 $296.3 $77.5 
1986 $360.9 $307.9 $53.0 
1987 $451.7 $384.1 $67.6 
1988 $522.2 $436.7 $85.5 
1989 $558.4 $479.1 $79.3 
1990 $670.1 $599.9 $70.1 
1991 $754.2 $620.5 $133.7 
1992 $586.1 $509.6 $76.5 
1993 $639.8 $537.0 $102.8 
1994 $773.7 $642.3 $131.4 
1995 $859.9 $743.0 $116.9 
1996 $1,066.4 $956.8 $109.7 
1997 $1,242.4 $1,106.3 $136.1 
1998 $1,459.2 $1,341.5 $117.7 
1999 $2,089.7 $1,901.7 $188.0 
2000 $1,905.8 $1,750.9 $154.9 
2001 $2,166.5 $2,029.4 $137.1 
2002 $2,400.1 $2,245.3 $154.8 
2003 $2,432.2 $2,191.5 $240.7 

Fuente: Junta de Planificación, Negociado de Análisis Económico

Tabla D.1 
Inversión Interna Bruta en Vivienda; Años Fiscales 1947 a 2003 
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Tabla D.2 
Número de Unidades, Valor Monetario y Valor Promedio de Ia Vivienda Pública y Privada; Años Fiscales 1951 a 2003

Número de unidades Valor monetario (000$) Miles $ Valor monetario por unidad $ 
Años fiscales Privadas Públicas Privadas Públicas Privadas Públicas

1951 6,942 nd nd nd nd nd 
1952 2,323 nd nd nd nd nd 
1953 2,370 972 nd nd nd nd 
1954 2,742 2,651 $15,899 $11,983 $5,798 $4,520 
1955 4,515 808 $23,241 $3,442 $5,148 $4,260 
1956 6,667 720 $31,553 $3,278 $4,733 $4,553 
1957 6,284 3,442 $34,587 $18,652 $5,504 $5,419 
1958 5,539 2,553 $35,516 $8,808 $6,412 $3,450 
1959 7,122 1,784 $42,415 $9,171 $5,955 $5,141 
1960 9,932 4,341 $66,064 $21,477 $6,652 $4,947 
1961 9,081 6,620 $61,026 $23,372 $6,720 $3,531 
1962 13,185 6,740 $88,803 $30,050 $6,735 $4,458 
1963 11,366 3,626 $85,202 $11,709 $7,496 $3,229 
1964 12,693 3,554 $94,451 $3,158 $7,441 $889 
1965 16,294 5,800 $117,987 $19,233 $7,241 $3,316 
1966 17,596 4,758 $131,492 $17,091 $7,473 $3,592 
1967 14,851 3,778 $111,096 $20,090 $7,481 $5,318 
1968 17,400 3,158 $134,869 $12,755 $7,751 $4,039 
1969 17,495 2,430 $141,674 $13,949 $8,098 $5,740 
1970 16,609 5,890 $138,489 $52,030 $8,338 $8,834 
1971 19,820 4,151 $155,305 $30,259 $7,836 $7,290 
1972 20,328 5,489 $206,790 $40,766 $10,173 $7,427 
1973 20,562 4,393 $248,002 $26,654 $12,061 $6,067 
1974 18,779 10,215 $252,101 $91,770 $13,425 $8,984 
1975 10,575 8,057 $134,795 $92,628 $12,747 $11,497
1976 9,545 5,373 $119,597 $82,590 $12,530 $15,371 

cont.
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Cont. Tabla D.2

Número de unidades Valor monetario (000$) Miles $ Valor monetario por unidad $ 
Años fiscales Privadas Públicas Privadas Públicas Privadas Públicas

1977 9,556 4,433 $139,611 $40,785 $14,610 $9,200 
1978 14,007 1,804 $180,038 $29,685 $12,853 $16,455 
1979 13,748 1,847 $228,201 $23,365 $16,599 $12,650 
1980 11,800 2,508 $192,516 $41,484 $16,315 $16,541 
1981 9,867 3,031 $162,400 $50,554 $16,459 $16,679 
1982 7,738 2,962 $127,327 $43,880 $16,455 $14,814 
1983 7,076 1,524 $128,766 $24,286 $18,198 $15,936 
1984 5,672 832 $108,805 $13,140 $19,183 $15,793 
1985 7,552 491 $140,888 $9,796 $18,656 $19,951 
1986 8,204 397 $186,608 $5,028 $22,746 $12,665 
1987 9,967 1,549 $225,586 $26,233 $22,633 $16,935 
1988 10,739 483 $269,057 $6,986 $25,054 $14,464 
1989 11,711 3 $325,046 $54 $27,756 $18,000 
1990 10,345 133 $311,615 $2,752 $30,122 $20,692 
1991 10,492 236 $388,365 $5,048 $37,015 $21,390 
1992 8,945 167 $333,298 $2,811 $37,261 $16,832 
1993 9,785 257 $383,024 $4,058 $39,144 $15,790 
1994 11,268 395 $401,497 $9,252 $35,632 $23,423 
1995 13,685 531 $504,879 $18,126 $36,893 $34,136 
1996 13,959 152 $520,677 $3,476 $37,300 $22,868 
1997 15,464 91 $559,184 $1,462 $36,160 $16,066 
1998 14,973 51 $567,490 $3,538 $37,901 $69,373 
1999 14,056 314 $565,180 $15,492 $40,209 $49,338 
2000 16,754 794 $838,983 $37,305 $50,077 $46,984 
2001 20,070 770 $932,128 $36,083 $46,444 $46,861 
2002 18,000 724 $943,040 $54,490 $52,391 $75,262 
2003 17,546 1,370 $957,303 $69,017 $54,560 $50,377 

Fuente: Junta de Planificación, Negociado de Análisis Económico
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Años Numero Valor monetario Valor
fiscales total total (000$) promedio 

1951 nd nd nd 
1952 nd nd nd 
1953 3,342 nd nd 
1954 5,393 $27,882 $5,170 
1955 5,323 $26,683 $5,013 
1956 7,387 $34,831 $4,715 
1957 9,726 $53,239 $5,474 
1958 8,092 $44,324 $5,478 
1959 8,906 $51,586 $5,792 
1960 14,273 $87,541 $6,133 
1961 15,701 $84,398 $5,375 
1962 19,925 $118,853 $5,965 
1963 14,992 $96,911 $6,464 
1964 16,247 $97,609 $6,008 
1965 22,094 $137,220 $6,211 
1966 22,354 $148,583 $6,647 
1967 18,629 $131,186 $7,042 
1968 20,558 $147,624 $7,181 
1969 19,925 $155,623 $7,810 
1970 22,499 $190,519 $8,468 
1971 23,971 $185,564 $7,741 
1972 25,817 $247,556 $9,589 
1973 24,955 $274,656 $11,006 
1974 28,994 $343,871 $11,860 
1975 18,632 $227,423 $12,206 
1976 14,918 $202,187 $13,553
1977 13,989 $180,396 $12,896 

Años Numero Valor monetario Valor
fiscales total total (000$) promedio 

1978 15,811 $209,723 $13,264 
1979 15,595 $251,566 $16,131 
1980 14,308 $234,000 $16,354 
1981 12,898 $212,954 $16,511 
1982 10,700 $171,207 $16,001 
1983 8,600 $153,052 $17,797 
1984 6,504 $121,945 $18,749 
1985 8,043 $150,684 $18,735 
1986 8,601 $191,636 $22,281 
1987 11,516 $251,819 $21,867 
1988 11,222 $276,043 $24,598 
1989 11,714 $325,100 $27,753 
1990 10,478 $314,367 $30,003 
1991 10,728 $393,413 $36,672 
1992 9,112 $336,109 $36,886 
1993 10,042 $387,082 $38,546 
1994 11,663 $410,749 $35,218 
1995 14,216 $523,005 $36,790 
1996 14,111 $524,153 $37,145 
1997 15,555 $560,646 $36,043 
1998 15,024 $571,028 $38,008 
1999 14,370 $580,672 $40,409 
2000 17,548 $876,288 $49,937 
2001 20,840 $968,211 $46,459 
2002 18,724 $997,530 $53,275 
2003 18,916 $1,026,320 $54,257 

Fuente: Junta de Planificación, Negociado de Análisis Económico

Tabla D.3
Número Total de Unidades Nuevas de Vivienda y Valor Monetario; Años Fiscales 1951 a 2003
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“

”

Con el objetivo de conocer
cual es la realidad en otros
países en torno al tema de la
vivienda de interés social, en
esta sección presentamos un
resumen nuestro de cuatro
ponencias escritas por
distinguidas personalidades.
Las mismas tratan acerca de
la vivienda en Argentina,
Colombia, y España en
específico y en general en
torno al financiamiento de la
vivienda social en
Latinoamérica y el Caribe.

Aspectos Relevantes de la Vivienda de
Interés Social en Argentina, España,
Colombia y el Caribe
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[A] VIVIENDA SOCIAL EN ARGENTINA: SOLUCIONES ESPONTÁNEAS Y
RESPUESTAS ESTATALES EN EL CASO DE UN PAÍS ATÍPICO

David Kullock
Arquitecto y Planificador Urbano y Regional, egresado de la Universidad

de Buenos Aires. Desarrolla actividades de docencia, investigación y gestión en
cuestiones urbanas, ambientales y habitacionales. Actualmente se desempeña
en la Universidad de Buenos Aires como: Profesor Titular de la Cátedra de
Planificación Urbana (desde 1984). Director de la Maestría en Planificación
Urbana y Regional (desde 1991); Director del Centro de Investigaciones
Hábitat y Municipio (desde 1991). Es Coordinador General del Proyecto
GEO-Argentina (Global Environmental Outlook), a partir de una
encomienda del PNUD.

Ha desempeñado diversos cargos en la administración pública: A nivel
nacional fue: Jefe de Departamento de Evaluación Ambiental (1985/88);
Vocal de la Comisión de Política Ambiental (1989). En el ámbito del
Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires fue: Asesor de Presidencia en la
Asamblea Estatuyente (1996); Consejero del Consejo Asesor de Planificación
Urbana (1999/2002) o Director General de Habilitaciones y Permisos
(2002/03); Consultor del Programa Naciones Unidas para el Medio
Ambiente (1986/88); Consultor del Programa Naciones Unidas para el
Desarrollo (1991).

Desde la función pública y desde la privada, así como desarrollando
funciones de asistencia técnica desde la Universidad de Buenos Aires, ha
tenido a su cargo la conducción de diversos trabajos de planificación
urbanística y de evaluación ambiental. Ha publicado en libros y revistas del
país y del extranjero y ha recibido premios de la 2da Bienal Internacional de
Urbanismo y del Colegio de Arquitectos de la Provincia de Buenos Aires.
Colabora como evaluador en el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas
y Técnicas (CONICET), en la Agencia Nacional de Promoción Científica y
Tecnológica y en las Universidades del Litoral, Noreste, La Plata, Rosario,
Mar del Plata y Buenos Aires.

1. Introducción
Presenta la trayectoria de la vivienda de interés social en Argentina,

y propone una cronología comenzando en 1946. Para ello propone
cinco períodos:
1946-1955: Comienzo de las acciones estatales sobre el problema

de la vivienda.
1955-1976: Período heterogéneo pero se detesta la instituciona-

lización.
1976-1983: Caracterizada por el comienzo del FONAVI (Fondo

Nacional de la Vivienda).
1983-1989: intentos de perfeccionar y diversificar el FONAVI.
1989-2003: Reconocimiento paulatino en “romper el compro-

miso” del Estado con el problema de la vivienda.
El trabajo plantea como tesis básica, la cual se sustentó en Argentina

y en otros países latinoamericanos, la idea de que la producción masiva
de vivienda permitiría resolver el problema del déficit habitacional por
medio de la reducción del costo y del aumento en la capacidad
económica de la población demandante vía el empleo generado. Sin
embargo, esta postulación fracasó y el autor propone los siguientes
factores como explicación:

a. existe una contradicción intrínseca entre los altos costos de la
vivienda y la capacidad económica de los sectores menos
privilegiados;

b. la deficiencia de los instrumentos utilizados para promover los
intereses de los sectores; y,

c. el cambio en la política del Estado sobre los procesos de
intervención de éste en la actividad económica, en especial,
con la implantación de un modelo neoliberal.

El autor establece un replanteamiento de los supuestos esenciales de
la política de la vivienda social debido al conflicto entre los altos costos
de la vivienda y la capacidad económica de los sectores menos
privilegiados. En principio se debe procurar reducir o brecha entre el
alto costo de la vivienda y la capacidad económica. De ahí el autor
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propone trabajar tanto con el lado de los costos de la vivienda como
con la capacidad económica. En el primer elemento, los costos, se
requiere de una redefinición que no resulte incidida por los intereses de
la industria ni por las modas trasmitidas por los medios de
comunicación. De otra parte, la capacidad económica se requiere una
acción hacia el aumento del empleo. 

Sin embargo, el autor propone que en la política pública sobre la
vivienda se accione y se convoque a una diversidad de organizaciones
civiles que trabajan en el tema tales como ONG’s, universidades, grupos
eclesiásticos, grupos profesionales, etc. El autor parece sugerir y estar
conteste con la filosofía de HABITAT de reorientar los esfuerzos hacia
el mejoramiento y mantenimientos de las viviendas actuales, siempre y
cuando sea menos costoso que la construcción de una nueva vivienda. 

2. La cuestión habitacional
El problema de la vivienda surge en el ultimo tercio del siglo XIX,

producido por los contingentes migratorios que acudían en respuesta al
“Gobernar es Poblar”. Para los años 1930 surgen las “villas miseria” que
consistían en la ocupación de una fracción de terreno baldío en las que
erigían sus viviendas individuales en precarias condiciones con
materiales de desecho (lata y/o cartón) o tradicionales (ladrillo y
madera) pero deficientes en su construcción. El modelo de
industrialización con el que se resaltaba el exportador, trajo como
consecuencia que los sectores populares resolvieran sus necesidades
habitacionales mediante la convivencia familiar en los “conventillos”y
“los inquilinatos” que llegaron a albergar el 20% de la población de
Buenos Aires, en las antiguas casas solariegas unifamiliares en las que se
alquilaba una habitación por familia con el uso compartido de baños y
cocinas o en edificios construidos específicamente para alojar una sola
familia, pero sin facilidades sanitarias las que también eran comunes.

Para los inicios del Siglo 20, surgen las primeras intervenciones del
Estado con la construcción de conjuntos de viviendas para familias
obreras a las que se sumaron asociaciones de beneficencia y

organizaciones eclesiásticas, esfuerzos que se pueden resumir en los
cinco (5) grandes periodos descritos anteriormente.

3. La política pública recomendada
Los procesos permiten formular algunas postulaciones sobre

criterios que parecieren apropiados para repensar y volver a fundar una
política de vivienda, más allá de las especificaciones propias de cada
espacio territorial: 

a. Partiendo de los altos costos de la vivienda y la capacidad
económica de los sectores menos favorecidos, debemos
enfocarlos desde dos vertientes; a) operando sobre los costos
de vivienda y b) operando sobre la capacidad económica de la
población.

b. Hay que ser concientes de que siempre restara campo de
acción que requerirá la actuación del Estado y más
precisamente, su disposición para acordar subsidios.

c. Superar el déficit pareciera un objetivo inalcanzable, aún
cuando se ponga en marcha procesos masivos; es necesario
recordar que la demanda crece permanentemente, porque hay
más gente y el stock físico se va deteriorando, o tornándose
obsoleto.

d. Aun cuando la intervención del Estado es indispensable, su
accionar autónomo ya ha demostrado que no es suficiente, por
lo que hay que aunar esfuerzos para diseñar políticas y
ponerlas en práctica.

e-. En la solución al problema de la vivienda hay que tomar en
cuenta lo siguiente: (a) una vivienda no configura habitat por
sí mismo, (b) el destinatario de la vivienda, no es un grupo
familiar autónomo, sino una unidad social, (c) tener una
vivienda , sea en propiedad o en préstamo , es una fuente de
gastos, tanto en servicios como en mantenimiento, (d)
disponer de una vivienda, es dar marco a una continuidad
dinámica y cultural puede procurarla superación (e) hay que
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considerar, que disponer de una vivienda es un paso
trascendental en el marco de un proceso de crecimiento socio-
político, al que se llega a través de un proceso participativo. 

Para concluir: hace varios años, la voz oficial de HABITAT (Centro
de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos) decía que el
mejoramiento y mantenimiento de las viviendas actuales, siempre
resultará más barato que la construcción de nuevos edificios… la
adopción de políticas sobre tenencia del suelo, facilitando a los pobres
el acceso a la misma: …la introducción de mecanismos que permitan a
los pobres mejorar sus viviendas y sus vecindarios. Es evidente que “la
vivienda digna” fue suplantada por “la solución habitacional” y más aun,
por el “mejoramiento de la vivienda de emergencia”. No vaya a ocurrir
que el ayudar a los pobres a que se ayude a si mismo (HABITAT), se
convierta muy rápidamente en un ya lo ayudamos”.

[B] POLÍTICA DE VIVIENDA EN EUROPA Y ESPAÑA

Julio Rodríguez López 
Estadístico y Doctor en Ciencias Económicas de la Universidad

Complutense de Madrid. Ex Presidente del Banco Hipotecario de España,
1985-1994. Durante este periodo fue consejero del Instituto de Crédito Oficial,
Presidente de la Federación Hipotecaria Europea (1991-1993), y Presidente
de la Sociedad Gestora del Fondo Público de Regulación del Mercado
Hipotecario. Presidente del Consejo Social de la Universidad de Granada,
1996-2002. Vocal del Consejo Superior de Estadística en representación del
sindicato UGT, desde Enero de 2002. - Profesor del Master “Política
Territorial y Urbanística. Especialidad: Gestión Urbanística”, del Instituto
Pascual Madoz, de la Universidad Carlos III de Madrid, durante los Cursos
2002-03 y 2003-04. Consejero de la Empresa Publica de Suelo y Vivienda del
Ayuntamiento de Pozuelo de Alarcón (Madrid), Sunpasa, desde mayo de
2004.

1. Introducción 
En los quince estados miembros de la Unión Europea (UE-15) y de

la Zona Euro persistía una marcada diferencia en la política pública
sobre la vivienda. No obstante, en los últimos años se ha producido una
tendencia hacia la convergencia de dichas políticas que se asocia los
siguientes elementos: (a) problema hacia el acceso de la vivienda, (b) el
contenido de la vivienda, (c) las políticas de vivienda, y, (d) la
conveniencia de moderar el impacto presupuestario de las mismas.

En los países de la UE-15 existen unas tendencias generales sobre la
política pública de la vivienda, que se puede resumir de la siguiente
manera:

a. Aumento en la vivienda de propiedad estimulada por los bajos
niveles en la tasa de interés hipotecaria.

b. Descentralización creciente de la política pública de vivienda.
c. Menor participación de la vivienda de alquiler y una

participación constante en la vivienda social.
d. Recrudecimiento del problema de acceso a la vivienda en vista

de los elevados precios de la misma con relación a los niveles
salariales.

El autor destaca que en los gobiernos de estos países miembros, ha
existido una mayor preocupación por conjurar el déficit presupuestario,
posiblemente por los efectos macroeconómicos del mismo que una
atención debida a la política pública de vivienda. Sin embargo, la
política pública “necesita tener objetivos claros y positivos”, por medio
de una correspondiente mejoría en la calidad de los parques de
vivienda, facilitar el acceso a la vivienda para los jóvenes, ayuda a los
hogares de bajos niveles de ingreso, facilitar la movilidad del trabajo,
reducir la segregación y auspiciar la sustentabilidad del medio-
ambiente.

En el caso de España, la evolución reciente del mercado y del
acceso a la vivienda entre 1998 y 2003, se evidencia un auge marcado
en el ritmo del comienzo de nuevas viviendas propulsado por los bajos
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tipos de interés, un mayor plazo en los préstamos, la introducción del
euro el cual ha ayudado a os no residentes a comprar casas, el precio
del terreno urbanizable no ha frenado la construcción de nueva
vivienda, entre otros.

El autor propone que la política de vivienda debe responder a las
necesidades específicas de cada país. Destaca el autor el papel activos
de los ayuntamientos en la solución de los problemas de acceso. Como
cuestión de hecho, el autor enfatiza que la política pública debe actuar
para promover nuevas viviendas para la venta y para el alquiler, adquirir
viviendas existentes, rehabilitar y urbanizar. 

2. España- El mercado inmobiliario y la evolución reciente de las
variables básicas
Lo sucedido en España en materia de vivienda entre 1997 y 2004

responde básicamente a una situación de inflación de demanda. Un
conjunto de factores ha impulsado el aumento de la demanda de
vivienda que está en el origen de las elevaciones citadas de los precios
y de la construcción de nuevas viviendas. Los tipos de interés de los
prestamos-vivienda descendieron desde el 9,5% de 1997 hasta el 3,3%
en el primer trimestre de 2004. El plazo de los préstamos, por otra
parte, ha aumentado sensiblemente: unos 23 años aparece como el
plazo medio de los préstamos para compra de vivienda en 2003-2004. 

La creación de nuevos hogares se aceleró desde una media de
139.000 al año entre 1992 y 1997 hasta unos 280.000 entre 1998 y 2003,
impulsada por los nuevos hábitos sociales y por la intensidad de la
inmigración. La introducción del euro ha estimulado la compra de
viviendas por parte de no residentes. La mayor demanda ha llevado a
que se construyan  entre 1998 y 2003 en España mas de tres millones
de viviendas (el total de hogares ha crecido en torno a 1,7 millones en
el mismo periodo), además de presionar al alza a los precios de las
viviendas, aunque la vivienda de protección oficial, una especie de
vivienda social a la española, ha tenido una presencia reducida en los
últimos años. 

Entre 1998 y 2003 ha tenido lugar uno de los periódicos episodios
de auge inmobiliario que han caracterizado la evolución de la economía
española durante la segunda mitad del siglo veinte. En los seis años
transcurridos entre el último trimestre de 1997 y el mismo periodo de
2003, los precios de las viviendas aumentaron en España en un 118,4%
(el aumento registrado entre el primer trimestre de 2004 y el mismo
periodo de 1997 fue del 133,8%). Este crecimiento equivale a seis veces
el registrado por los salarios y por los precios de consumo en el mismo
periodo de tiempo. La evolución al alza de los precios de las viviendas
y de la actividad constructora residencial en España ha persistido en el
primer semestre de 2004, aunque el aumento de los precios en dicho
periodo ha sido menos intenso que el correspondiente a los tres
semestres precedentes. 

Existen en España 3,4 millones de viviendas secundarias o de
segunda residencia y 3,1 millones de viviendas vacías, lo que implica
que el 30,8% del parque total de viviendas familiares se utiliza con
escasa intensidad. El ritmo de creación de hogares ha sido alto en el
periodo intercensal 1991-2001, periodo este en que volvió a retroceder
el número de viviendas de alquiler. Los bajos tipos de interés han
provocado que una parte notable del ahorro de las familias se desvíe
hacia la adquisición de viviendas como inversión, unas 100.000 al año.
La demanda de vivienda atiende, pues, a la creación de un hogar, a la
adquisición de una vivienda secundaria y a la realización de una
inversión para mantener el poder adquisitivo del ahorro o con fines a
todas luces especulativos.  

3. Ideas para un programa de política de vivienda
El reforzamiento de la vivienda social
Objetivo básico:

• facilitar el acceso a los hogares a la vivienda, especialmente a
los de nueva creación, en torno al 60% de los que se crean
estos últimos años (unos 300.000 netos), de lo que se deriva un
total de 180.000 hogares a ayudar cada año
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Objetivos adicionales: 
• aumentar la proporción de viviendas de alquiler
• frenar la especulación inmobiliaria

Restricción significativa: la pluralidad de instrumentos que actúan
sobre ambos lados de la demanda de viviendas y la presencia de
administraciones públicas (autonomías y ayuntamientos) que inciden
sobre dicho mercado, al estar transferidas a las autonomías las
competencias de política de vivienda y ante el posible interés de los
ayuntamientos en actuar sobre dicho mercado. 

4. Actuaciones integrantes de un programa de política de vivienda
a. Ampliación del número de actuaciones protegidas en los

planes plurianuales de vivienda, reforzando la oferta de
viviendas protegidas.
a-1 Nuevo Plan 2005-08: recibirían ayuda para el acceso a la

vivienda unos 180.000 hogares y ello vía nuevas VPO1, en
las que se reforzaría el componente de alquiler, así como a
través de las adquisiciones de viviendas existentes y a
través de las ayudas directas al alquiler. El Plan vigente
2002-2005 no pasa de las 110.000 actuaciones protegidas
al año. 

a-2 Creación de la figura de la ayuda directa al alquiler por un
tiempo determinado, en colaboración con ayuntamientos
y Comunidades Autónomas. 

a-3 Garantizar la financiación para las actuaciones protegidas
que requieran de financiación crediticia, así como el 
gasto público preciso en forma de subvenciones a la cuota 

de entrada a y a los pagos de las cuotas de los créditos
convenidos.

b. Modificación del marco legal de las VPO.
b-1 Actualización de la normativa de 1978, consensuada con

las CC AA.
b-2 Ataque directo a las irregularidades habituales en las

transacciones de VPO: 
• venta en derecho de superficie de las VPO de

promoción pública
• aumento del periodo en el que no cabe realizar a

descalificación
• registro de las VPO y de los adquirentes 
• ejecución del derecho de retracto

c. Urbanismo– suelo.
c-1 Aumento de la disponibilidad de suelo para VPO:  suelo

público, suelo cedido a los ayuntamientos, suelo calificado
para VPO en los PGOU locales. En los nuevos desarrollos
el 25% del suelo calificado como de urbanizable debe
destinarse a VPO. 

c-2 Creación de suelo urbanizado residencial para VPO a
través de SEPES, procedente del de origen público y del
adquirido al sector privado.

c-3 Eliminación de la normativa de suelo de los elementos
generadores de especulación. 

d. Refuerzo del alquiler.
d-1 Aumento de las garantías del arrendador (avales, seguros).
d-2 Establecimiento de una Agencia Pública para el Alquiler,

regulada de acuerdo con las CC AA y los ayuntamientos.
e. Fiscalidad.

e-1 Equiparación de la fiscalidad del acceso en propiedad y
del acceso en alquiler. O se elimina la desgravación para el
acceso en propiedad o se introduce para el alquiler (en
este momento solo hay ayudas fiscales para el acceso en

1VPO: viviendas de protección oficial. Tienen una superficie no superior a 90 m2 útiles, un
precio máximo legal de venta (en torno al 60% del precio de mercado), se financian con créditos
a 20 años, con subsidios para hogares con ingresos no superiores a 4,5 salarios mínimos y no
pueden descalificarse como tales VPO en 10 años. El proyecto de construcción debe aprobarse
por la autoridad competente (la autonomía) que le otorga primero una calificación provisional
y, al término de la construcción, una calificación definitiva. 
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propiedad). Se mantendría la ayuda fiscal a las familias que
están disfrutando de la misma.

f. Financiación a la vivienda.
f-1 Reforma de la normativa de mercado hipotecario, en el

sentido de actualizar la misma, cuyos elementos básicos
son de 1981. 

[C] LA EXPERIENCIA DEL CENTRO DE ESTUDIOS EN VIVIENDA DE
INTERÉS SOCIAL CENVIS EN EL DESARROLLO DE PROYECTOS
COMUNITARIOS EN BOGOTÁ, COLOMBIA

Juan Fernando Pacheco Duarte
Director del Centro de Práctica Social, Corporación Universitario Minuto

de Dios, Bogota- Ingeniero Industrial, Especialista en Gerencia Social y
Diplomado en Investigación Social y Educación Virtual. Ha trabajado en el
sector privado en al área de producción y en el Ministerio de Comercio,
Industria y Turismo de Colombia se desempeñó como Asesor de Cultura
Exportadora, específicamente en el tema de Jóvenes Emprendedores Expor-
tadores y Comités Asesores Regionales de Comercio Exterior. En la Corpora-
ción Universitaria Minuto de Dios, Bogotá, ha sido Coordinador de Proyectos
de Cooperación Internacional, Director de Planeación, Decano de la Facultad
de Ingeniería y actualmente Director del Centro de Práctica Social. Su labor
docente en pregrado y postgrado se orienta a la gestión de proyectos sociales.
Desde la Decanatura y actualmente desde la Dirección del Centro de Práctica
Social, dirige el Centro de Estudios en Vivienda de Interés Social CENVIS.

El autor esboza toda la experiencia histórica de la formación de una
de las instituciones de apoyo social en Colombia, y que es responsable
de la construcción de viviendas para familias pobres en este país.
Comienza relatando de la abnegada devoción del sacerdote
colombiano Rafael García-Herreros desde mediados de los 1950 hacia
las familias menos privilegiadas, la cual se convirtió en el cimiento de
una institución sólida que ha permitido la construcción de más de
40,000 unidades de vivienda social en todo Colombia, además de otras

obras de índole social, tales como ayuda de emergencia, micro-
préstamos, creación de escuelas, puesto de trabajo, entre otras. Con el
fallecimiento del sacerdote García para 1992, su obra se ha mantenido
como legado y otras personas han seguido su compromiso
inquebrantable con los menos privilegiados. 

La creación de una corporación sin fines de lucro llamada
Corporación Minuto de Dios (CMD) permitió la subsiguiente
formación de ocho empresas las cuales forman el conglomerado de
acción social de la Organización Minuto de Dios. La CMD comenzó
con programas de mejoramiento de viviendas y casas modulares
prefabricadas, aunque la filosofía fundamental era la creación de
comunidades y no de viviendas. Según establece el autor y cito… “Su
modelo de actuación se basa en el establecimiento de núcleos de
participación ciudadana en torno a la solución adecuada de los
programas de vivienda de interés social, canalizando recursos
financieros, técnicos, administrativos y jurídicos para la conformación
de comunidades organizadas, autosostenibles y comprometidas con su
propio desarrollo”.

En 1991 se crea La Corporación Universitaria Minuto de Dios—
UNIMINUTO— la cual tiene la misión de formar profesionales con un
imperativo nivel de responsabilidad social y académico que, entre otras
cosas, formara un programa de Ingeniería Civil con un costo muy
reducido de matrícula. Hoy día esta Universidad abarca a toda
Colombia con unos 5 mil estudiantes en 21 programas académicos a
nivel profesional y tecnológico. 

A principio del año 1999, UNIMINUTO a su vez, creó otra empre-
sa conocida como Centro de Estudios en Vivienda de Interés Social
(CENVIS), la cual es no sólo es un centro de investigaciones teóricas
sobre la vivienda, sino también, enfoca al trabajo directo con amplía
aplicación a las comunidades pobres. La estrategia de trabajo se basa en
recibir de las comunidades pobres las solicitudes de apoyo a las iniciati-
vas y apoyar los procesos de planeación comunitaria participativa. 

El autor relata las experiencias de dos programas, a saber, Empleo
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en Acción y Asistencia al Desarrollo Progresivo de la Vivienda. El
primero fue una iniciativa complementaria al programa del Estado
conocido Herramientas para la Paz creado en 1998. Este mismo
intentaba mejorar las condiciones de vida de los pobres y de luchar en
contra del narcotráfico. Los participantes eran desempleados de la clase
pobre y que se encontraban fuera de la escuela. Los mismos laboraban
en el desarrollo de proyectos en su misma zona, la cual estaba asediada
por altos índices de desempleo y pobreza. La dinámica era sencilla pues
las entidades privadas y públicas que requieran de recursos solicitaban
la mano de obra y los materiales a un organismo que era CENVIS. Esta
institución llegó a administrar 52 proyectos en Bogota, once de salones
comunales, 24 de vías de peatones, 13 parques barriales y 4 de
mejoramiento del ambiente. 

Sobre el programa de Asistencia al Desarrollo Progresivo de la
Vivienda (ADPV) en agosto de 2003, el CENVIS firmó un convenio
con Metrovivienda orientado hacia el aspecto social y técnico a la
conformación de la recién creada Ciudadela Nuevo Usme. De frente a
los problemas de infraestructura, facilidades de transporte y otros,
CENVIS inició un proceso para reconocer los problemas de las
primeras 250 familias que llegaron a Ciudadela y poder mejorar las
condiciones de éstas y de las otras seis mil nuevas familias para otros
lugares similares. El equipo de CENVIS colaboró y prestó asistencia
técnica en la planificación, construcción y organización comunitaria a
las familias de estas nuevas comunidades. 

El autor termina su trabajo proponiendo como enunciados varias
hipótesis sobre la vivienda de interés social que emanan de la
experiencia de CENVIS, y son las siguientes:

a. Los proyectos de vivienda de interés social deben ser
abarcadores, que incluya, no sólo la construcción per se de una
unidad, sino también el hábitat, o sea, los servicios, la
infraestructura, los procesos productivos, el tejido social, la
organizaciones de base, etc. 

b. Se debe incluir el desarrollo integrado de las competencias

civiles o de ciudadanos definido que evite el caos y el desorden
social.

c. El proyecto deberá contener el espacio social y físico para la
expansión además de las instituciones que faciliten la
ampliación a bajo costo. 

d. Adiestrar y capacitar a los miembros principales de la vivienda
con el propósito de que puedan resolver los problemas físicos
asociados a la vivienda y la comunidad.

e. La vivienda debe responder a los intereses y necesidades de los
moradores.

f. Los proyectos deben basarse en procesos participativos de las
comunidades.

g. Sincronizar los proyectos de vivienda con las políticas
educativas y de los demás sectores.

h. Los especialistas y profesionales que trabajen de manera
directa con las comunidades deben ser sensibles a las
necesidades y con la capacidad de empatía sobre los
problemas personales y colectivos de la comunidad.

[D] EL FINANCIAMIENTO A LA VIVIENDA SOCIAL EN LATINOAMERICA 
Y EL CARIBE

José Brakarz
Tiene un Doctorado por la Universidad de California, Berkeley. Es

Especialista Senior en Desarrollo Urbano del Banco Interamericano de
Desarrollo, desde 1993. Participa en la preparación de proyectos urbanos,
sociales y de desarrollo municipal en toda la región. Trabajó en el Gobierno
Federal en Brasil y en el Instituto Brasileño de Administración Municipal. 

En el área de desarrollo urbano ha sido responsable por la preparación de
una serie de programas de mejoramiento de barrios, incluso como jefe de equipo
de las dos etapas del Programa Favela-Bairro.

El autor comienza enumerando varios aspectos esenciales de la
vivienda en América Latina.
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1. Dimensión y características de la urbanización
Los países de la América Latina y el Caribe se caracterizan por un

alto grado de urbanización y por la velocidad con que este proceso se
viene efectuando. Adicionalmente, la población que se urbaniza
rápidamente tiene un perfil de pobreza, lo que dificulta
significativamente el diseño de políticas para su absorción en el medio
urbano. Así, con un promedio de 80% de la población viviendo en el
área urbana la región es una de las masas urbanizadas del mundo. Este
proceso de reurbanización se ha dado en un corto espacio de tiempo,
ya que en los anos cincuenta, este promedio no pasaba de los 40% (74.4
millones para una población total de 179 millones).

Otra característica importante de la urbanización en Latinoamérica
es que el ultimo cuarto de siglo se ha producido un proceso de
urbanización de la pobreza, mientras la pobreza urbana se ha triplicado
(de 44.2 millones de pobres en áreas urbanas en 1970 a 125.8 millones
en 1997) la pobreza rural se ha mantenido prácticamente estable. Los
factores de este proceso han sido por un lado, el desplazamiento de los
pobres desde el medio rural y su migración a las ciudades en busca de
empleo y mejores condiciones de servicios y por el otro el
empobrecimiento de la población urbana, generado por las sucesivas
crisis económicas por los que ha pasado la Región. El Crecimiento
urbano con pobreza ha producido un panorama muy común en toda la
región: los barrios informales. Para una población total de
aproximadamente 500 millones, la población en situación de
marginalidad urbana es estimada en 128 millones o 25% .Los barrios
informales consisten en extensivas zonas urbanas ocupados de forma
irregular, sea por lo legal o lo ilegal como ha sido ocupada o loteada la
tierra. Estos asentamientos informales constituyen la “válvula de
escape” para el problema de vivienda de la población pobre.

2. Roles del sector público
Las políticas públicas concebidas para enfrentar el problema del

habitat en las ciudades latinoamericanas han evolucionado

considerablemente. La actuación del sector público en materia de
vivienda permite identificar lo siguiente:

a. El Estado Interventor, modelo que se populariza a partir de los
años 1960 que fuera adoptado por una gran cantidad de países
latinoamericanos, implico la actuación directa de los gobiernos
en la actividad de construcción de viviendas y de su
financiamiento de manera directa.

b. Subsidios a la oferta: lotes urbanizados y viviendas mínimas.
Para satisfacer en forma urgente las necesidades básicas de las
poblaciones mas pobres, a mediados de los anos setenta, se
registro un cambio de orientación de los programas públicos
hacia el suministro de lotes urbanizados, dotados de servicios
de saneamiento y de soluciones habitacionales mínimas. El
volumen de recursos requeridos para atender los hogares
necesitados era muy grande, muchas familias no lograron
movilizar los medios para terminar sus casas y gran parte de
los programas requería la re-localización de los hogares en
zonas alejadas de los centros de trabajo y servicios (donde la
tierra era más barata) lo cual afectaba negativamente las
condiciones de vida de los beneficiarios.

c. Enfoque Facilitador: El Estado Como Promotor del Mercado
de Vivienda: Las políticas públicas de vivienda volvieron a
sufrir cambios importantes a partir de las crisis fiscales de los
años ochenta y muy marcadamente en los años noventa. Esto
se debió al reconocimiento que el Estado no tenía la capacidad
de seguir invirtiendo grandes volúmenes de recursos en
vivienda social. Las propiedades pasaron a una mayor
participación del sector privado en la producción de vivienda
y en la maximización de los beneficios del gasto social en el
sector. Esto implicó en un énfasis en el desarrollo de los
sistemas de financiamiento formal al financiamiento de
vivienda popular.

d. Abordajes Innovadores. Mejoramiento de Barrios. En la
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mayoría de los países de América Latina y el Caribe, el sector
formal de viviendas no generaba suficientes soluciones para
cubrir las necesidades de todos los segmentos de la población.
Tampoco los mercados formales de suelos urbanos no ofrecen
lotes con precios accesibles a la población de bajos ingresos en
cantidad suficientes. Esta situación crea un fuerte incentivo a
promover soluciones informales en los problemas de vivienda,
ya sea por medio del hacinamiento o compra y/o ocupación
de tierras en asentamientos informales. Los asentamientos
informales están al margen de las regulaciones formales de
desarrollo urbano y albergan entre un 20% y un 50% de la
población de las ciudades más grandes de América Latina. 

3. El desarrollo de sistemas de financiamiento a la vivienda
La modernización del sistema de financiamiento a la vivienda es un

objetivo altamente relevante para los propósitos de desarrollo
económico y social de un país. El sistema financiero tiene un gran
impacto en los que respecta a impulsar la actividad de la construcción,
con sus conocidos efectos multiplicadores y de generación. De empleo
y al mismo tiempo lograr los importantes objetivos sociales El objetivo
de las políticas de promoción del financiamiento a la vivienda es de
disminuir los obstáculos y riesgos inherentes a la actuación privada en
el sector. Los riesgos comunes son:

a. Riesgo macroeconómico/altas tasas de interés. Se asocian al
déficit fiscal y deuda pública que generan altas tasas de interés
que dificultan las emisiones de largo plazo que a su vez
dificulta el desarrollo de un activo de mercado de valores
hipotecarios.

b. Riesgo de repago: Los sistemas jurídicos de algunos países
hacen difícil la re-posesión de inmuebles, que constituye un
des-incentivo en la inversión de inmuebles como en préstamos
garantizados con hipotecas inmobiliarias.

c. Riesgo de descalce de plazos. Las fuentes de financiamiento de

los bancos e instituciones financieras privadas son depósitos de
largo plazo. La ausencia de mercado de títulos a LP crea un
diferencial entre fuente de financiamiento y emisiones de LP
demandadas por el financiamiento inmobiliario.

4. Los programas de subsidios directos a la demanda
A partir de la exitosa experiencia de Chile, en los años ochenta, los

programas que apoyan directamente a las familias en la adquisición de
una vivienda en el mercado han ganado gran popularidad. La premisa
de estos programas es la forma más efectiva y económica de atender las
necesidades de las familias de ingresos insuficientes para obtener
préstamos en el sistema financiero. Esta es subsidiarles la vivienda
bajando así el precio efectivo de la vivienda y por ende el cargo
financiero de los préstamos correspondientes. Esta estrategia es
superior a la producción de casas por el sector público. Estos esquemas
usualmente combinan tres elementos: (a) el ahorro previo de las
familias, (b) el subsidio gubernamental y (c) un crédito de vivienda
obtenido en el sistema financiero privado. Con esta combinación de
recursos, las familias pueden ir al mercado a adquirir una vivienda, o
acceden a viviendas de bajo costo ofrecidas por constructores
especialmente dedicados a atender este segmento. 

Programas de este tipo han sido implementados exitosamente en
Chile, Ecuador, Costa Rica y otros países, logrando no solamente
atender un segmento antes excluido del mercado, sino que incentivar la
producción de viviendas de bajo costo por parte del sector privado.
Estos esquemas se conocen como ABC (Ahorro, Bono, y Crédito) y
tiene las siguientes propiedades; (a) retiran el sector público de la
actividad constructora o de financiamiento, fomentando al sector
privado a actuar; (b) hacen transplantar el gasto social en materia de
vivienda social, y; (c) favorece la focalización del gasto. 

5. Programa de Mejoramiento de Barrios (PMB)
Estas constituyen una de las estrategias más privilegiadas por los
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gobiernos locales para abordar los complejos problemas de la pobreza
urbana y de vivienda. Están basadas en la noción de integración física,
social y económica de los asentamientos informales a la ciudad, las
cuales han probado ser una forma efectiva para mejorar las condiciones
de vida de sus ocupantes, mayormente pobres y de aumentar sus
opciones de salir de esta condición. También, la coordinación de un
conjunto integrado de programas sociales en los asentamientos. Los
PMB representan una evolución en como se aborda y se actúa sobre el
problema de la vivienda y de la informalidad urbana, son programas de
urbanización in situ que aprovechan los ahorros de los residentes ya
invertido en sus propias soluciones de vivienda, completando esa el
equipo urbano y social requerido como barrio norma. Estos incluyen
servicios sociales, complemento educativo, salud, guarderías 
infantiles, etc.

En América Latina y el Caribe existe una experiencia de casi 20
años en la formulación, ejecución y evaluación de programas de
mejoramiento de barrios. El Banco Interamericano de Desarrollo (BID)
ha acompañado esta evolución desde sus inicios. Los primeros
programas se iniciaron en Chile a principio de los 1980 y posterior-
mente pasaron a Colombia, Brasil, Argentina, Bolivia y otros países. La
exitosa experiencia de los PMB ha despertado el interés mundial, y es
una alternativa al desafió de los asentamientos informales.

El Centro de Naciones Unidas para los Asentamientos Urbanos
(HABITAT) conjuntamente con el Banco Mundial y otros, han lanzado

una campana global con el lema “Ciudades sin Asentamientos
Informales” y entre los objetivos del milenio (Millenium Development
Goals) se han incluidos la eliminación de asentamientos y las mejoras a
las condiciones del habitat para 100 millones de personas hasta 
el año 2015.

6. Microfinanciamiento a las mejoras en la vivienda
Una de las formas de reducir el déficit cualitativo de la vivienda es

apoyar la mejora de las casas donde ya residen las familias de bajos
ingresos. La autoconstrucción es una fuente de tradición en
Latinoamérica. Las personas logran adquirir un lote en la ciudad y
empiezan a construir gradualmente sus casas, generalmente con la
ayuda de los familiares y amigos. Este proceso es el medio por el cual
la mayoría de las familias de bajos ingresos logran obtener una vivienda. 

El lado negativo de este programa son las condiciones precarias que
tienen las casas y la carencia de infraestructura en los barrios donde las
mismas se ubican. Para atender este tipo de situación se han creado los
programas de microfinanciamiento de viviendas, que consisten en
financiar la ampliación y las mejoras a las casas existentes y
eventualmente los gastos de titulación de los lotes y/o viviendas. Estos
programas consisten en líneas de crédito que pueden ser operadas en
dos niveles: primero, una entidad bancaria pública operando con una
ventanilla de descuento y, segundo, una serie de entidades financieras,
efectuando los préstamos a los beneficiarios.
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